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PRÓLOGO 


Mi distinguido ex-discípulo de derecho constitucional, señor 
Salvador Dana Montaño, me ha solicitado que preceda con estas 
palabras, a título de prólogo, el importante trabajo sobre «IN- 
TERVENCION FEDERAL», de que es autor. 

Aprecio el pedido en toda su +lta significación y agradezco 
profundamente la gentileza de mi ex-discípulo, a quien me es sa- 
tisfactorio tributarle debido a esta feliz circunstan:ia—el primer 
aplauso de los muchos que ha de recibir de los hombres de es- 
tudio, por su talento y el loable empeño con que se dedica al 
estudio de nuestras instituciones políticas fundamentales. 

Recuerdo la amplia y bien- llevada discusión que tuvo lugar 
entre el joven autor de esta monografía y varios de sus distin- 
guidos compañeros de estudio cuando expuso sus ideas sobre las 
intervenciones federales, leyendo en las clases de derecho cons- 
titucional el interesante trabajo que ahora dá a la publicidad. El 
debate que se produjo en aquella oportunidad me demostró el 
concepto clero y preciso que tenía el señor Dana Montaño de 
nuestras instituciones políticas; y ahora, con su trabajo a la vista, 
puedo confirmar con satisfaccion la opinión que entonces me ha- 
bía formado de su preparación en la matería 

Su trabajo es agradable. Desarrolla el discutido tema con 
método, con claridad, con erudición y hasta con elegancía, desta 
cándose siempre la personalidad el autor en medio de las opi- 
niones y doctrinas que cita. Llega siempre a conciusiones per- 
fectamente lógicas, dentro de las premisas que toma como puntos 
de partida, al tratar cada uno de los problemas que ofrece a la 
hermenéutica esta debatida cuestión de las intervenciones en nues- 
tro régimen federal. 

A quien lea esta monografía de Dana Montaño sin conocer 
al autor y sin enterarse por estas líneas que se trata de un joven 
de 19 años, le ha de ocurrir lo que a los doctores Horacio Vec- 
car Varela, Juan José Díaz Arana, Vicente F. López, Manuel Pe- 
ña e ingeniero Octavio S. Pico, cuando, como miembros de una 
comisión encargada de discernir los premios en un Concurso pro: 
movido el año 1924 por la Institución Mitre de la Capital Fede- 
ral, otorgaron el primer premio al autor de la obra que llevaba 
por lema «Scientía». 

Refiere el ingeniero Pico que abierto el sobre que llevaba 
este lema se encontraron con este nombre y esta dirección: 
«Manuel L. López Varela, abogado, Rosario». Las conjeturas vi- 
nieron. ¿Se tratará de un viejo estudioso de provincia, uno de 
esos hombres modestos e ignorados, raros ejemplares que pasan 
la vida dedicados a la meditación y al estudio? ¿Será acaso, 


o 


algún joven recién salido de la Universidad? En este último caso, 
alguno de los miembros del Jurado, la mayor parte profesores 
de la Universidad, debieron haberlo conocido.... Nadie, sin em- 
largo, recordaba ese nombre, triunfando provisoriamente la hi- 
pótesis de que se trataba de un «Viejo provinciano». 

La incógnita se despejó cuando el Dr. López Varela fué 
llamado a Buenos Aires para recibir el premio que se le había 
discernido. El Dr. López Varela era un joven de apenas 24 años 
de edad, recién salido de claustro de la Universidad de Córdoba 
y que—entre otros— tuvo como competidores en el concurso al 
ilustrado profesor y tratadista Dr. Mariano de Vedia y Mitre 

A quien lea este trabajo de Dana Motaño sin conocer a su 
autor y sín enterarse de su edad - decía—le ha de ocurrir lo que 
a los miembros de aquel Jurado con el Dr. López Varela, porque 
la serenidad y el aplomo de sus juicios y la mteligencia y la cla- 
ridad de criterio para plantear y resolver las diversas cuestiones 
que trata, no son por lo general sinó la obra de la experiencia 
de los años y de una larga disciplina intelectual. 

En suma, considero este trabajo como un adelanto a un 
comentario completo de nuestra carta fundamental, en el que, a 
la vez que'el estudio prolijo de nuestras disposiciones constitu- 
cionales, contribuirá a fijar los puntos cardínales que han de 
orientar las nuevas normas jurídicas que organicen en el futuro a 
nuestra sociedad política. Por su carácter, por su talento y por 
su dedicación al estudio, creo no equivoca me al entrever en esta 
monografía al futuro tratadista de derecho constitucional. 

Mi satisfacción más grande como ex profesor de derecho 
constitucional del joven autor de este trabajo, sería que, así co- 
mo en clase me fué dado estimularlo para que produjera esta 
monografía, el aplauso que con toda sinceridad y con toda jus- 
ticia le tributo en estas líneas, constituyese otro nuevo y más 
poderoso estímulo para que el joven Dana continúe su obra de 
estudioso. 


Abril de 19926. | 
ANGEL MASJOAN 
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A MANERA DE PRÓLOGO 
NECESIDAD DE LEYES REGLAMENTARIAS 


«¿Porqué, preguntamos con el Dr. Gallo, —porqué el derecho 
de intervención consignado «en nuestra Carta Fundamental a fa- 
vor del Gobierno Federal, .es mirado con desconfianza y hasta 
con hostilidad por las masas de la población: argentina, al revés 
de lo que pasa en otros pueblos regidos por instituciones análo- 
gas a las nuestras, como los Estados Unidos y Suiza, donde el 
principio de intervención es mirado como un principio salvador e 
indispensable para el sostenimiento de la forma republicana de 
gobierno?» : AS 

En 1869, decía Don Nicasio Oroño: «¿No es tiempo ya de 
que el Congreso reivindique sus derechos, restringiendo el ejer- 
cicio de facultades usadas sin criterio constitucional y sin más 
regla que la voluntad del primer magistrado de la Nación?». Y en 
1876, Sarmiento exclamaba en la Convención de Santa Fe: «La 
ingerencia del Gobierno Nacional, desde el 52 hasta la fecha, le- 
jos de garantir a los pueblos su tranquilidad e instituciones, ha 
sido, por el contrario, el perturbador que ha traído la guerral!». 
| . «¿Cuál ha sido la causa de estos efectos contraproducen- 
des? «Mucha sangre y muchos millones de pesos habría ahorrado 
la República Argentina, dice el Dr. Barraquero,—si el Congreso 
hubiese reglamentado el ejercicio de ¡jas intervenciones». Y baste 
esta exclamación elocuente del Dr. Barraquero de eco a la res- 
puesta unánime de todos los comentaristas argentinos; pero per- 
mitasenos opinar que la ley o leyes reglamentarias del art. 6.* no 
ahorrará en absoluto las lágrimas y los millones de pesos que 
tantas veces hemos deplarado. El mal está más hondo. Está en 
las entrañas mismas de nuestra incipiente democracia y en la de 
bilidad de nuestros hombres de estado que apostatan de sus más 
puras teorías constitucionales en obsequio a los más bastardos in 
tereses políticos o personales. 

Cierto es que una reglamantación severa del art. 6. contri- 
buiría a hacer más difícil la intromisión de lo arbitrario en el 
terreno de la práctica, pero no hemos de confiar demasiado en la 
eficacia de esta medida que, por la elasticidad que el asunto re- 
quiere, no podrá ser nunca radical. 

Empero, siendo el art. 6.%, al decir de un autor, «una pres 
cripción constitucional que envuelve cuestiones de tanta gravedad 
que de su resolución depende la paz y la tranquilidad futura de 
la República», y en atención a la autonomía provincial, herencia 
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histórica de incalculable valor, y de la magestad y prestigios de 
nuestra Carta Fundamental, creemos que es deber de todo argen- 
tino que se dedica, aunque sea de paso, al estudio de nuestro 
Derecho Constitucional, contribuir con su grano de arena a la 
dilucidación de las bases de esas leyes reglamentarias que hace 
tantos años se vienen requiriendo como un freno necesario a las 
arbitrariedades de los que han hecho uso del art. 6.2 de la Cons- 
titución, dejando de lado el espíritu austero de los hombres que 
consagraron esa prescripción constitucional como una garantía 
etectiva de derechos históricos inalienables. «La falta de leyes re- 
glamentarias en esta materia,—dice el Dr. Barraquero,—ha sub- 
vertido escandalosamente el principio federativo a que responde 
el derecho de intervenir». ? | 

El Congreso de la Nación debe, pués, dictar la ley o leyes 
reglamentarias de: la intervención federal, en cumplimiento de 
mandatos expresos de la Constitución Nacional, y no debe aguardar 
que se repitan los sucesos lamentables de otras épocas para avo- 
carse su estudio, ya que entonces dicha ley no sería la expresión 
real del espíritu constitucional del art. 6. del alcance que le die- 
ron los hombres ilustres del 53 y que: desean ver cumplido los 
argentinos de corazón, para bien de su Patria; porque, como dice 
el Dr. Matienzo, «Cada intervención, como acto público que in- 
iluye necesariamente en los ¡“acontecimientos de que depende la 
vida de los partidos y agrupaciones electorales, suscita censuras 
y defensas más o menos ardientes». | 

La ley o leyes que, en consecuencia, dicte el Congreso de- 
berán elaborarse serena e independientemente, prescindiendo de 
los intereses políticos y salvando la verdad de los principios; sin 
tener en cuenta otros imperativos. y otro fin que los deberes que 
el principio federativo (que nos rige) impone al Gobierno Federal, 
el respeto que merece -la autonomía histórica de las provincias 
y los altos y sagrados intereses y. deberes de la unión republica- 
ha que harán grande el nombre de la Argentina y gloriosa a la 
historia institucional de la República. hy | 


Salvador M. Dana Montaño. 


Santa Fe, Junio de 1995. 
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La Intervención del Gobierno Central 
en los Estados particulares 


La Autonomía Provincial y el Sistema Federal 


En nuestro complicado mecanismo institucional, los estados 
provinciales ejes y bases del federalismo argentino, constituyen 
resortes autónomos cuya armonía entre sí ha sido minuciosamen» 
te establecida por la Constitución Nacional, E 

La cuestión más sera que se presentó a los hombres que 
nos dieron constitución, fué, sin duda, harmonizar la autonomía 
histórica de las Provincias con el género de gobierno republicano 
feder+1 adoptado. «La Comisión, decía el Dr. Gorostiaga, miem: 
bro informante de la C. Redactora del 53, ha observado estricta 
mente esta base (se refiere «a la preexistencia de las autonomías 
provinciales», organizando un gobierno general para la República, 
dejando subsistentes la soberanía e independencia de las Provin- 
cias». | 

Este sistema constitucional había, pués, de proveer a la vi- 
da de dos soberanías igualmente sagradas: la soberanía provincial 
y la soberanía nacional; aquélla, preexistente al la Carta Funda- 
mental; ésta, nacida en virtud de su objeto primordial e inmediato. 
«En esto precisamente, dice Campos Salles, consiste la distinción 
substancial entre el estado unitario y el estado tederativo; en 
aquél no existe más que una sola soberanía y en éste, colaboran 
en plena harmonía y bajo recíproco respeto las dos soberanías». 

Por esta razón, la Constitución Nacional en sus artículos 
104 y 105, reconoce la capacidad de gobierno a las autonomías 
provinciales y las independiza del gobierno central en la elección 
regular de sus autoridades y en el momento solemne de darse 
sus constituciones; al mismo tiempo que, en el :artículo 5.”, les 
señala sus deberes de estados federaies, en cuanto deben confor- 
marse a la estructura gubernamental adoptada y les garante el 
goce y ejercicio de sus instituciones, proveyendo consecuente- 
mente al gnbierno federal, en el artículo 6.%, del medio efectivo y 
real de cumplimentar el artículo anterior, en nombre de la Cons- 
titución, del sistema federal, de la integridad de la soberanía lo- 
cal y nacional, y del orden y de la seguridad del país. 

Y en este ordenado y admirable roce del sistema, «que se 
caracteriza así por la existencia de una doble soberanía, cada una 
con los tres órganos políticos de un poder supremo» (Campos 
Salles), se advierte también un doble juego de deberes constitu- 
cionales: DY E: 
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1.* el que impone el artículo 50., a las Provincias, de con- 
formar sus instituciones y constituciones locales a la estructura 
del sistema adoptado; 

20. el no menos expreso y correlativo que la Constitución 
Nacional encomienda al Gobierno Federal, de garantir a las 
Provincias el goce y ejercicio de sus instituciones, siempre que 
llenen las condiciones prescriptas. por el mismo artículo 50. En 
consecuencia, es igualmente un deber ineludible del gobier- 
no central, ejercer el medio efectivo y real que el art. 6o. pone 
en sus manos para salvaguardar el sistema adoptado y la autono- 
mía provincial, vale decir, para dar cumplimiento a los deberes 
correlativos que le imponen los artículos 104, 105 y 50., de los 
cuales el artículo 6o. es su desideratum natural y constitucional. 

Al establecer, en el articulo 5o., las condiciones indispensa- 
bles que deben llenar las Provincias para que el gobierno central 
les garanta el goce y ejercicio de sus instituciones, la Constitu- 
ción Nacional reservó consecuentemente al Gobierno Federal, por 
medio del artículo 6o., la facultad de íntervenir'en el territorio de 
las Provincias siempre que peligrara la integridad nacional, o se 
subvirtiera la forma republicana de gobierno, o se amenazaran los 
fueros de sus autoridades legítimamente constituidas. Y no se 
trata ya de la pacífica intervención jurídica que el gobierno cen- 
tral ejercita por medio de sus tribunales, sinó: ya, si se nos per- 
mite decir así, de la enérgica intervención política que es un re- 
curso temporal y extraordinario que la Constitución Nacional po- 
ne en manos del Gobierno Federal para cumplir la garantía enun- 
ciada en el artículo 50. De aquí que digamos que la intervención 
política no es una fucultad, sino un deber del Gobierno federal, 
en todos los casos que la Constitución Nácional contempla. «por 
que, al decir del eminente constitucionalista Carlos Maximiliano, 
los agentes de los poderes públicos no tienen derechos, sinó de- 
beres, por cuanto la ley le confiere aquéllos sólo como medio de 
cumplir los segundos». 4 | 

La intervención política es una facultad del Gobierno fede- 
ral, solamente en cuanto que es el medio que la Constitución 
Nacional le confiere para dar cumplimiento al artículo 50.; pero 
es, en todo momento, un deber del Gobierno federal, en cuanto 
que debe cumplir el mandato imperativo que el artículo 50. le trae 
aparejado correlativamente a | | | 

Se dirá, quizás, que el artículo Go. está de más, ya que el 
artículo 50. autoriza implícitamente al Gobierno federal para in- 
tervenir en las Provincias a los efectos de garantirles el goce y 
ejercicio de sus instituciones; pero ésta es una objección poco 
juictosa. En primer lugar, se darían amplias facultades al Gobier- 
no federal para. intervenir en las Provincias y no sería éste el 
más grave mal ya que, por el contrario, podría ampararse el go- 
bierno central en el silencio de la Constitución para no interve- 
nif en casos que actualmente están previstos expresamente, si no 
conviniera a sus intereses políticos adoptar tal medida. 

Una disposición expresa sobre intervención federal, es ele- 
mental e indispensable en una Constitución Federal. 

«La omisión de esta cláusula, dice el comentarista Calvo, 


DO MO 


refiriéndose al artículo 4o., sección 4a. de la Constitución Nor- 
teamericana, había sido considerada como un defecto capital que 
hasta podía comprometer la existencia de la unión». Referíase sin 
duda, a las palabras de Hamilton: «La falta de una garantía mútua 
de los gobiernos locales, es una imperfección capital en el plan 
del gobierno federal». 4 i ¡ 

La Constitución federal debe encomendar al Gobierno cen- 
tral la garantía de los estados particulares y, por consiguiente, fa- 
cultarle e imponerle el deber de intervenir en ellos, cuando la 
estabilidad del sistema federal lo exija. Y este deber impuesto al 
Gobierno federal tiene la misma extensión que la garantía federal 
prometida a los estados, como que es el medio de hacerla efectiva. 

No creemos. pués, que por intervención deba entenderse 
«la palabra del derecho de gentes: principio de la guerra o la gue- 
rra misma, que significa el uso de la fuerza», como decía el Dr. 
Piñero en el Senado en 1869; ni podemos admitir que ello pueda 
deducirse, como dice el Dr. L. Loza, en su tésis inaugural, de 
la diferencia entre el «garante» del artículo 4o., sección IV de la 
Constitución Norteamericana, y el «interviene» de nuestro artículo 
6.” Por intervención federal debe entenderse la medida temporal, el 
recurso extraordinario que el Gobierno federal tiene en sus manos 
para hacer efectiva la garantía constitucional a los estados fede 
rados. La autonomía provincial no se menoscaba ni desaparece. 
Por el contrario, se enerva sólo para que recupere bajo la ac- 
ción tutelar del Gobierno Federal su total capacidad de gobierno 
.propio. «Ella, según el artículo 60. de la Constitución Nacional, 
(dice el Dr Barraquero) no importa absorver la personalidad y 
funciones de los poderes constitucionales de la Provincia inter- 
venida». de 

Hé aquí porqué la facultad de intervenir, aunque haya dis- 
paridad en estos términos es un deber. y, si queréis, el deber 
por excelencia, que emerge del principio federativo de gobierno; 
-y porqué, cuanto más amplia su garantía es tanto más amplia la 
facultad de intervenir y más imperioso el deber del Gobierno Fe- 
deral. 0 
¡ Y hé ahí, tambien, porqué -nuestro artículo 60. dice «inter- 
viene» y no «garante», como el artículo 4o. sección IV de la 
Constitución Norteamericana. | 
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Objetos de la Intervención Federal 


«En las repúblicas federadas, dice el Dr. Barraquero, la in- 
tervención sirve para mantener la homogeneidad entre los estados 
que las componen; para evitar que la desigualdad de las institu- 
ciones, influyendo sobre la costumbre, relaje los vínculos entre 
ellas y ponga en peligro la existencia de la federación». 

La intervención federal que prescribe el' artículo Go. de la 


Constitución Nacional (sin pretender dar una definición de ella), 
es la función política que ejerce-el Gobierno. Federal para: mante- 
ner el estado federativo y la unión republicana de las autonomías 
.confederadas, realizando así la garantía prescripta por el art 50. 

Tiene por objeto: lo. asegurar el cumplimiento de la garan- 
tia federal; 20. consolidar la unión nacional; y 30. garantir la au- 
tonomía histórica de las Provincias, :todo ello. en cuanto es una 
medida inherente al sistema federativo de gobierno. 

Tiene por objeto además, entre "nosotros, en cuanto que fué 
adoptada y amoldada a nuestros antecedentes nacionales: lo. pre- 
servar la forma republicana de gobierno de las arbitrariedades del . 
caudillismo; 20. robustecer .al gobierno central para asegurar el 
imperio de la Constitución Nacional y de las leyes; y 30. asegu- 
rar a las Provincias y a sus autoridades legítimamente constitui 
das, contra la guerra civil, la anarquía, la absorción de poderes y 
el atropello de las Provincias entre: sí. 

La simple exposición de los fines a que responde el artículo 
60. nos autoriza a pensar que .el modelo norteamericano ha sido 
dejado atrás por la amplitud de miras, y que, en modo alguno, 
puede decirse que el. artículo 6o. de la Constitución Nacional y.el 
artículo 4o. sección IV de la Constitución Norteamericana son 
idénticos, por que responden a. distintas Causas y nacieron al ca- 
lor de distintas circunstancias. «Luego, pués, aunque los textos 
sean idénticos, su espíritu y su sentido son diversos». No.exis 
tía en el 53 el peligro del monarquismo que preocupaba a los 
constituyentes norteamericanos:a la. época de su confederación, 
ni compartían éstos los temores de los nuestros, engendrados por 
la amenaza constante de la anarquía y del caudillismo que se :ha- 
cían sentir entre nosotros. «El país había caído de la anarquía al 
despotismo y cada provincia argentina, dice 'el Dr. Estrada, esta- 
ba regida por un gobierno personal. Se trataba de radicar las ins- 
tituciones republicanas y de imprimir formas regulares a la demo- 
cracia que había surgido de las tempestades sangrientas del año 
20: he ahí las razones que inspiraron a nuestros constituyentes 
en la forma y fondo de los artículos 50. y 60. de la Constitución». 
Esto en cuanto a las causas próximas. En cuanto a la amplitud 
del deber impuesto por las: respectivas constituciones al gobierno 
federal, la diferencia es aún más notable: la. Constitución Nortea- 
mericana garante a los estados la forma republicana de gobierno; 
la Constitución Nacional les garante además «el goce y ejercicio 
de sus instituciones». «El sistema declarado y en acción, es lo 
que ella quiso garantir a las provincias», dice el Dr. P. Araya en 
sus Comentarios a la Constitución Nacional. El deber de nuestro 
Gobierno Federal es más amplio que el del Gobierno Federal 
norteamericano. La facultad del Poder interventor puede, pués, 
ser más amplia en nuestro país. «El poder federal de los E. E U. U. 
dice el Dr. Barraquero, sólo puede intervenir cuando .se al- 
tere la forma republicana de gobierno;.el de la Nación Argentina 
tiene no sólo el derecho sinó también el deber de inter- 
venir, siempre que cualquier provincia no goce o no pueda «ejer- 
citar libremente sus instituciones» 

Una razón más para explicar la diferencia entre los términos 
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«Sarante».e «interviene», que no admite otra interpretación «y. que 
nos autoriza para considerar inconsistentes los ¿temores :expresa- 
dos por Elizalde en la Convención del 60. 


111 


El art. 6.* frente a la soberanía provincial 


¿Existe incompatibilidad entre los artículos 104 y :105 y el 
art. 6." de la Constitución Nacional? ¿Cómo se justifica: la inter- 
vencion federal en las provincias frente a la autonomía provincial 
.-recunocida expresamente en los artículos :104 y 105?... 

La intromisión del Gobierno Federal en las provincias a los 
fines del art. 6.” no es incompatible con la autonomia provincial 
reconocida en los artículos 104:y 105, sino que, por el contrario, 
se justifica, como ya hemos visto, porque tiende:a restablecer la 
capacidad de gobierno que no ha podido mantener por sus me- 
dios propios. El art.6,” :se justifica frente a la soberanía provin- 
cial, porque «según nuestra constitución, intervenir significa: (única- 
mente) absorver los poderes provinciales hasta donde sea nece- 
sario para el cumplimiento de la garantía: ofrecida por el art. 5.* 
de la Constitución Nacional». Los artículos 104 y 105 y sus pres- 
.Cripciones no se vulneran con el ejercicio legal y prudente del 
art. 6.%, porque la intervención federal es una medida temporal y 
extraordinaria, motivada por causas excepcionales, que la misma 
Constitución ha dispuesto para restablecer el imperio de los artí- 
culos 104 y 105, alterado por circunstancias graves. 

El art. (5. es la excepción a la regla establecida por los dos 
artículos enunciados, en nombre del art. 5.”. del cual ¡aquél es 
una simple consecuencia; en nombre del «principio federativo, e 
impuesta por los deberes incontrovertibles del orden y de la in- 
tegridad nacional. Por esta razón, alguien ha dicho que el art. 
6.2, «no es otra cosa, en el:texto de la Constitución Nacional, 
que la:enunciación de los:medios que debe emplear el Gobierno 
Federal para hacer efectivas las garantías acordadas a las provin 
cias en el goce y ejercicio de sus instituciones»; y no es admisible 
“suponer -que haya incompatibilidad entre prescripciones que la 
Constitución Nacional ha dispuesto como complementarias. 

¿Qué es, pués, la intervención federal en relación a los artí- 
culos 164 y 105?—El Dr. J..A. González Calderón la define así: 
«La intervención es una medida «extraordinaria del Gobierno Na- 
cional, por la que éste interpone temporariamente su poder 
supremo «en las Provincias, ¡para la realización de-los fines que 
el art. 6.2 tiene en mira». De modo que, la intervención política 
del Gobierno Federal «no atenta contra la autonomía provincial, 
-sinó que, por el contrario, va a asegurarle el imperio de sus ins- 
tituciones locales, la integridad territorial y los fueros de :sus auto- 
.ridades legítimamente constituidas, interponiendo a «estos únfcos 
objetos su poder supremo en los casos que hacen peligrar grave- 


merite esa misma autonomía, que no desaparece sinó que se sus- 
pende, que se enerva en interés de la Provincia y de la Nación y 
en nombre del principio federativo de gobierno que nos rige. Por 
esta razón, dice Araujo y Castro: «La intervención en los esta- 
dos, sólo se justifica en casos muy especiales, este es, cuando 
semejante medida se hace absolutamente indispensable a la pro- 
pia vida de la federación»; vale decir, agregaremos nosotros, 
cuando la aplicación del art. 5.” justifique la excepción a la regla 
establecida por los artículos 104 y 105 de la Constitución Nacional. 

El art. 6. establece cuáles son esos casos especiales que 
provocan la obligación del Gobierno Federal, al cual faculta y da 
normas generalisimas que tienen por objeto dejar a salvo la auto- 
nomía provincial y evitar la ingerencia precipitada o arbitraria del 
gobierno central. ja 

A este respecto se dividen las intervenciones en interven- 
ciones «motu propio» o de oficio, y en intervenciones a requisi- 
ción, cuyo significado y alcance estudiaremos más adelante; y, 
por sus causas, según el Dr. González Calderón. en intervencio- 
nes reconstructivas e intervencionés ejecutivas. | | 

Tiene lugar una intervención reconstructiva cuando es 
necesaria y, por ende, obligatoria, la intervención del Gobierno 
Federal en una provincia .para restaurar o garantir la forma re- 
publicana de gobierno, alterada de alguna manera. | 

Tiene lugar una intervención ejecutiva cuando el Go- 
bierno Federal se vé en la obligación inmediata de intervenir en 
“una provincia para repeler invasiones extrangeras o de otra pro- 
vincia, en defensa de la integridad nacional, o cuando acude al 
llamado de las autoridades legítimamente constituidas para soste- 
nerlas o restablecerlas, si hubiesen sido depuestas por sedición o 
por invasión de otra provincia. a Fe a, 

La primera es una medida extraordinaria y grave, amplia en 
su ejecución, que debe inspirarse en los principios federales, mo- 
tivada por causas excepcionales.que justifiquen la acción tutelar 
y también excepcional y temporaria del Gobierno Central en el 
.estado intervenido, y la excepción constitucional prescripta en el 
art: 6.2 a la regla común y ordinaria del art. 105 que conserva a 
las provincias toda su autonomía preexistente, sin: más limitaciones 
que las impuestas necesariamente por el carácter de nuestra for- 
ma de gobierno republicana federal. | 

La segunda es una medida más enérgica, más rápida, más 
expeditiva, y no tan amplia como la primera, y. como su denomi- 
nación lo indica, más ejecutiva porque es más urgente el restable- 
cimiento del orden alterado, más peligroso el “estado de cosas 
provocado por dichas causas,: que exige la intervención rápida e 
inmediata del Gobierno Federal. 12 0d, 

No dice el art. 6.2 cuál es.el límite de la acción del Gobier- 
no Federal y es muy vago al diseñar los fines a que responden 
estas distintas clases de intervenciones los que fáciles serán de 
determinar de acuerdo al carácter y a la naturaleza de este re- 
curso: extraordinario que emerge del principio federativo, cuya 
extención está ya determinada por la amplitud de la garantía fe- 
deral consignada en el art. 50. | ¿0 
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IV 
Fuentes y objeto de nuestro estudio 


Medios tan enérgicos, fines y recursos tan amplios, puestos 
-en manos del Gobierno Fedéral han dado ancho campo a la her- 
menéutica y margen lamentable a elásticas y caprichosas  aplica- 
ciones del artículo Go. por parte de aquellos mismos que debie- 
ran ser los más celosos guardianes de la Constitución Nacional. 

Estos defectos no pueden, en modo alguno, imputarse a la 
admirable concepción de nuestros Constituyentes ni a los fines 
soberbios que tuvieron en mira ni a la letra de la constitución, 
que tambien puede interpretarse bien con buena voluntad, sinó a 
la aroitraria y antipatriótica actitud de los hombres llamados a ha- 
cer uso de las cláusulas más graves de nuestra Carta Fundamen- 
tal. Con razón decía el Dr. Matienzo: «En la actualidad la juris- 
prudencia sobre materia de intervenciones, hablando francamente, 
que el gobierno nacional hace lo que le parece mejor en cada 
provincia y en cada caso». 

Frente a este grosero desconocimiento del espíritu de. la 
Constitución, frente al ultraje vandálico inferido a la obra magna 
de los hombres ' que nos dieron la constitución más liberal de la 
Tierra, es deber de los que tienen entre manos el estudio de nues- 
tro Derecho Constitucional, contribuir a aclarar las innumerables 
Cuestiones que se presentan alrrededor de la teoría y el ejercicio 
“del artículo 60. de la Constitución Nacional. 

—¿Existe jurispiudencia nacional al respecto? 

Desgraciadamente no podemos invocarla aquí, porque ello 
contribuiría a agravar la confusión que existe sobre el artículo 60. 

Varias razones han entrevisto los autores que se dedican a 

esta' clase de estudios del Derecho Público. 
El Dr. González Calderón lo atribuye a una razón pura- 
mente política y se lamenta justamente de las «apostasias de 
nuestros hombres de estado» que en la práctica han renegado de 
sus teorías constitucionales, usando las facultades que les confe- 
ría el art, 6.2 como un arma de política nacional. . 

Muchos otros han creído ver más allá la razón de la caren- 
cia absoluta de jurisprudencia nacional, reconociendo de paso que 
el influjo de las pasiones políticas ha causado graves males a la 
cuestión: la han encontrada en la pretendida identidad con la 
institución norteamericana, opinión que no comparten otros tantos 
ilustres constitucionalistas. 

En realidad ¿qué valor puede tener la jurisprudencia norte- 
americana al respecto? 

Es indiscutible que se ha exagerado un tanto su verdadero 
valor. Ya hemos visto que la cláusula análoga de la Constitución 
norteamericana tuvo 1”—por origen,—otros fines inmediatos; 20— 
dispuso de otros medios de llevarla a la práctica y 3% no tiene 
la extensión de la nuestra por cuanto es menos amplia la garan- 
tía que la origina. El restablecimiento de las autoridades depuestas 
por la sedición, por ejemplo, que prescribe nuestro art. 6.” (desde 
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la reforma del 60) no tiene el mismo origen que la disposición 
análoga del art. 4.2, sec. IV, que, según el Dr. Florentino Gonzá- 
lez que se. ha dedicado al estudio de las instituciones americanas, 
nació de los temores que los dueños de esclavos abrigaban aceer- 
ca de la estabilidad de sus gobiernos elevados sobre la explota- 
ción escandalosa de los mismos. 

«Aunque los textos sean idénticos, repetimos con el Dr. Ba- 
rraquero, — su espíritu y su sentido son distintos». ¿Cómo, pués, 
hemos de atribuir a la jurisprudencia norteamericana sobre el 
art, 4.%, sec. IV, un valor exactamente aplicable al art, 6. de la 
Constitución Nacional que responde a distintas causas y a dis- 
tintos fines?.... 

«La pretendida identidad de los dos estatutos, —dice el Dr. 
Mariano de Vedia y Mitre en Concordancias de. la Constitución 
Nacional con la Norteamericana—no se justifica, empero, a la luz 
de la letra y del espíritu de muchas de sus disposiciones substan- 
ciales, entre las cuales citaremos, la intervención tederal en las 
Provincias». EA Nova 

Reconocemos, sin embargo, que la jurisprudencia norteame- 
ricana ha dado el verdadero concepto de la naturaleza de la in- 
tervención federal, como medio de hacer efectiva la garantía fe- 
deral, y que, a este respecto, es justo acudir a ella, como lo re- 
comienda, entre otros, el Dr. González Calderón. Pero es me- 
nester también que tengamos en cuenta que jurisprudencia hecha 
al rededor de una cláusula, por su origen. y por su extensión, y 
hasta si se quiere, por su razón inmediata de ser, distinta en el 
espíritu, distinción que se traduce en el mismo texto, a otra cláu- 
sula análoga, no puede aplicarse en todos los casos y con toda 
su fuerza a ésta última, sin grave riezgo de malograr su eficacia 
para llenar los fines inmediatos para que fuera creada. 

Al citar la admirable y sabia jurisprudencia norteamericana, 
hemos de aquilitar debidamente su valor para el caso que se 
considera. | | pera | 

Ahora bien, si el art. 6.” es original en cuanto a su origen y 

extensión, --¿qué valor tendrán los antecedentes nacionales?... 
ñ Estrada decía que los antecedentes nacionales no pueden 
invocarse como elementos de valor en la doctrina y. en la prácti- 
ca del art. 6., y que debe prescindirse de todos estos antece- 
dentes parlamentarios y administrativos. La opinión de tan ilustre 
maestro está solidamente fundada y es ampliamente compartible. 
La discusión en torno al art 6., en el Parlamento, no puede in- 
vocarse como elemento de valor, porque no se ha hecho con la 
altura y con la independencia de criterio que son necesarias para 
el caso, a pesar de la alta erudición desplegada por los hombres 
más talentosos del país. Siempre será verdad que el honor de los 
partidos ha sacrificado la verdad de los principios!............ : 
| «+» Y qué diremos de la acción caprichosa y antipatriótica 
y muchas veces arbitraria, de los hombres de estado que han 
ocupado la más alta magistratura del país, con pretensiones de 
Convertir a su credo político a toda la situación nacional?.... 

Resumiendo diremos, que no existe jurisprudencia nacional 
al respecto: 1% por la variedad de teorías sustentadas al influjo 


-de-las pasiones políticas puestas en juego; 22 por la flexibilidad 
de los términos de la Constitución Nacional, resultado de la im- 
posibilidad de redactar un texto que provea a todos los casos en 
que debe ejercerse la medida consiguiente a la garantía federal y 
a la garantía a las autoridades; y 3, y principalmente, a la falta 
de una ley o leyes reglamentarias. «La experiencia ha demostrado, 
decía el General Mitre en el seno de la Comisión examinadora 
del 60,—cuanto peligro hay para las libertades provinciales y para 
la estabilidad del poder central, en esa confusión de derechos y 
obligaciones, que deben definirse con precisión para evitar en lo 
futuro causas disolventes de la asociación». 

Con este patriótico objeto emprendemos hoy el estudio de 
esta cuestión transcendental para el federalismo argentino sin más 
pretensión que colaborar modestamente a señalar las cuestiones 
que deben resolver esas leyes reglamentarias, por interés gene- 
ral, en el renovado pleito del ejercicio del art. 6.2 de la Consti- 
tución Nacional. 

Ante la carencia absoluta de antecedentes nacionales, ante 
los reparos que pueden hacerse al valor de la jurisprudencia nor- 
teamericana y ante la necesidad de completar severamente la 
doctrina del art. 6.”, es necesario que apliquemos a la Constitu- 
- ción Nacional las normas de hermeneútica que la ciencia jurídica 
preconiza y salgamos del error condenable en que han caído las 
«generaciones argentinas, al decir del Dr. M. De Vedia y Mitre. 
«Hay que buscar luz en la historia y la tradición argentinas, 
“dice el: Dr.. Barraquero, en el derecho comparado y en los aupa 
pios: generales de la ciencia». Tal será nuestro método. : 

Conviene advertir que, en el curso de nuestro estudio, he- 
-mos consultado la siguiente j | 
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Naturaleza de la medida provista por el artículo 6.” 
con respecto a la garantía prescripta en el art. 5.o. 


El art. 6.2 de la Constitución Nacional ¿es una simple con- 
Sos de la garantía federal a las provincias consignada en'el 
art. 5.9? | 

En cuanto que el: art. 6.2 es el medio de hacerla efectiva, 
no.es más que simple consecuencia del art. 5.” que la consigna. 
'Pero:entendemos que «el art. 6.2 de nuestra Constitución pudo 
existir igualmente sin el art 50 (así como existió el “art. 4.*, “sec. 
IV de la Constitución norteamericana sin su actual 1.2 parte) por- 
que el derecho de intervenir de los gobiernos federales es un de- 
ber que emerge del principio federativo, cuyo objeto primordial es 
asegurar la vida institucional de los estados confedérados; y, por 
consiguiente, sus constituciones respectivas deben proveer los me- 
dios de hacerla efectiva, sin necesidad de consignar expresamente 
una cláusula constitucional de garantía a los Estados. «Los artícu- 
los 5.2 y 6.%, dice el Dr. Luis V. Varela, importan una modifica- 
ción al art. 4., sec. IV, de la Constitución. de los E. E. U. U., de 
donde indudablemente lo tomaron nuestros constituyentes». En 
este sentido, nuestra Carta Fundamental es más explícita que la 
norteamericana: en el art. 5” especifica las condiciones «bajo las 
cuales» el Gobierno Federal debe intervenir, al mismo 'tiempo que 
amplía la garantía federal extendiéndola al goce y ejercicio de 
las instituciones locales. Amplía también, por consiguiente, el me- 
dio de hacerla efectiva, vale decir, la facultad dde intervenir y, 
desde este punto de vista, el art. 6.0 es también una simple con- 
secuencia del art, 5.9, en cuanto que su extensión 'está determi- 
nada por él. 

Ahora bién, si'es verdad que el art. 6.”es simple consecuen- 
cia del art 5 , en cuanto que recibe de éste su extensión y es el 
medio de realizar la promesa constitucional que estatuye, es tam- 
bién verdad que el art. 6.* establece además, por 'sí solo, una 'ga- 
rantía más y provee así mismo el medio de hacerla efectiva: “el 
sostenimiento o restablecimiento de las autoridades constituidas, 
si hubieren sido depuestas o estuviesen amenazadas por sedición 
o invasión de otra provincia y, que señala la obligación ineludible 
del Gobierno Federal de garantir la integridad nacional, al facul- 
tarle para intervenir de oficio,'en caso de invasión extrangera. 

En este sentido, no es simple consecuencia del art. 5.9 a 


ES he 


menos que se entienda que la garantía por éste prometida a las 
provincias se resienta por cualquiera de las eventualidad» previs- 
tas en el art. 6” y, en este caso, que el Gobierno Federal esté 
obligado a intervenir en virtud del art 5., para garantir el goce 
y ejercicio de las instituciones locales. Pero no es así; el art. 6.0 
provee el medio de hacer efectiva la garantía federal y, además, 
es la fuente de una nueva garantía: la que hace la Constitución 
Nacional a las autoridades legítimamente constituídas, de soste- 
nerlas Oo restablecerlas, mientras actúen y se desenvuelvan cons- 
titucionalmente. 

El art. 5% garante a los de abajo, como dice un eminente 
constitucionalista, garante al pueblo, contra las abitrariedades de 
los de arriba, contra los errores o la mala fé del gobierno. Al 
respecto, dice el Dr. Barraquero: «Es muy pertinente hacer notar 
que la garantía que el art. 5. acuerda, es a las Provincias (vale 
decir, al pueblo) y no a las autoridades que ejercen la represen- 
tación de ellas; y la oportunidad de esta observación consiste en 
que el art. 5.9 es la única arma que la Constitución ha dado al 
pueblo contra los malos gobernantes que, a la sombra de una 
Constitución republicana y representativa, constituyen una oligar- 
quía en la que las autoridades que deben ser meras mandatarias, 
se sustituyen al pueblo que es el verdadero soberano». 

El art. 6.”, además de facultar al Gobierno Federal para rea- 
liz r esta garantía, le obliga explícitamente a garantir a los de 
arriba, al gobierno legítimamente constituído. contra la acción 
perturbadora de los de abaje, contra el pueblo sedicioso o inva- 
sor. | | 
- Senos dirá, talvez, que en uno y.otro. caso el Gobierno 
Federal acude para garantir la forma republicana de gobierno o 
el goce y ejercicio. de las instituciones locales, pero ya se ha di- 
cho también que la intervención federal en las Provincias tiene 
lugar, en muchos de estos casos, no porque ellos importen una 
violación de la forma republicana de gobierno o porque se altere 
el goce y ejercicio de las instituciones locales, sinó porque pro- 
vocan la acción tederal en virtud de la garantía acordada, en la. 
2.2 parte del art. 6.”, a las autoridades legítimamente constituidas. 

De modo que, el Gobierno Feder-1 debe ejercer el art. 6.” 
para garantir la forma republicana de <Goberno en la integridad 
de sus varacteres, en virtud del derecho que el art. 5.” confiere a 
las Provincias de ser garantidas cuando el goce y ejercicio de sus 
instituciones se perturbe. Este. sería el único caso en que el art. 
6.” es simple consecuencia del art. 5.%, porque «nuestra constitu- 
ción, dice Estrada,—garante no sólo contra la smbversión de la 
forma republicana de gobierno «como hace la norteamericana), 
sinó también contra la corrupción de las instituciones»; es decir, 
que el medio de hacer efectiva la garantía federal a los estados 
es más amplio en la República Argentina, porque es más amplia 
la promesa constitucional enunciada. | 

Y el art. 6. no es simple consecuencia del art. 5.2 en todos 
los demás casos que contempla, ya sea cuando el Gobierno Fe- 
deral interviene en las Provincias para repeler invasiones extran- 
geras o de otra' provincia, «porque todo lo referente a la guerra 
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tanto civil como internacional, es del resorte de la Nación» y 
porque, como dice Del Valle, si las Provincios no pueden mante- 
ner ejércitos, el Gobierno Federal debe defenderlas en toda su 
integridad, en interés general y por claros deberes de la defensa 
nacional; ya sea cuando interviene a requisición de las autorida- 
des constituídas, para sostenerlas o restablecerlas, si hubiesen si- 
do depuestas por sedición o invasión de otra Provincia, en virtud 
de una garantía especial que tiene su origen en el mismo artícu- 
lo 6.2 
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Con respecto al Gobierno Federal 
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La intervención federal ¿es un deber o un derecho del Go- 
bierno Federal? | 

La intervención federal es un deber que la Constitución Na- 
cional impone al Gobierno Federal, inherente a la naturaleza del 
principio federativo. Nace para consolidar la unión nacional, para 
garantir la autonomía de los estados federados y para dar efecti 
vidad a la garantía federal que reclaman los estados particulares 
y que es la base de la federación. 

La intervención federal que dispone el art. 6.2 es un deber 
impuesto al Gobierno Federal, cuyo cumplimiento no puede eludir 
siempre que las Provincias llenen las condiciones prescriptas en 
el artículo 50. y se presente uno de los casos que contempla el 
mismo art 60, | : 

El llamado «derecho de intervención» no es facultativo; es 
imperativo, puesto que se ha conferido al Gobierno Federal sólo 
como medio de cumplir los deberes ineludibles que ¡le impone el 
art. 9%. y los deberes expresos que el mismo art. 6” consigna en 
su texto, y de los cuales es fuente originaria | 

La intervención federal es un deber del. Gobierno Federal, 
para garantir la forma republicana de gobierno, como consecuen- 
cia del derecho que tiene el pueblo de las Provincias de reclamar- 
le «el goce y ejercicio de sus instituciones». Es un deber del Go- 
bierno Federal para repeler invasiones extranjeras o de «tras pro 
vinctas, porque tiene el deber de defender su intesridad teniendo 
en cuenta los intereses de la soberanía nacional y los deberes 
de la defensa territorial. Y es igualmente una obligación del 
Cobierno Federal acudir al llamado de las autoridades legítima- 
mente constituidas, por que debe cumplir un mandito expreso del 
artículo 62 | 

- Y hay además una razón histórica que hace imperativa y 
obligatoria a nuestra intervención federal. ] 
La redacción del art. 6. sancionado por la Convención Cons- 
tituyente del 53, deja traslucir el deseo de dar al Gobierno Cen- 
tral atribuciones amplias y fuertes que le permitieran intervenir 
discrecionalmente en el territorio de las provincias. Contribuyeron 
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a ello, sin duda alguna, las ideas de Alberdi respecto a la nece- 
sidad de crear un gobierno central poderoso para contraponerlo 
al separatismo y a la absorción de poderes por parte de los hom- 
bres de las provincias, y los temores no infundados que el cau 
dillismo y el localismo provincial habían engendrado en la mente 
de los flamantes constituyentes del 53. De ahí que se prescindie- 
ra de la requisición y se hablara de «orden perturbado», para dar 
al Gobierno Federal una mayor amplitud de facultades Parecen 
dichas pa'a justificar estas cuestiones las palabras que +1| miem- 
bro informante de la Comisión que proyectó la Constitución del 
53, Zapata, pronunciara en la sesión del 20 de Abril: +«... el 
Congreso General se dispone a sanc onar su obra, engastando en 
ella esas mismas circunstancias excepcionales nacidas de lo anó- 
malo de la situación, pero de manera que ellas no le quitan su 
generalidad ni se oponen al ejercicio prático de sus disposiciones 
en cualquier evento». 

Ahora bien, los abusos a que dió margen la redacción vaga 
del art. 6.” de la Constitución del 53, precipitaron la distinción 
que hiciera a nombre de la Comisión examinadora del 60 el Gral. 
Mitre, cuyas conclusiones tienen además la ventaja, según el Dr. 
Montes de Oca, de darnos toda la jurisprudencia norteamericana 
al respecto. | 

En resumen, de acuerdo a este informe: 

lo. «La intervención del poder general en las provincias, con 
requisición de parte o sin ella, es un deber o un derecho» de mo- 
do que, la intervención federal sería facultativa u obligatoria y 
no provendría su obligatoriedad de la requisición. 

20. Es obligatoria cuando deriva de la garantía que promete la 
Constitución Nacional a las Provincias en el art. 5”., como deber 
correlativo. 

0. Es facultativa, cuando las Provincias violan las estipulacio- 
nes de la confederación o cuando la seguridad e integridad na- 
cional así lo exijan; y 

40. Esta distinción «deriva implícitamente de la garantía y de 
la naturaleza misma del poder nacional que es, a la vez, tutelar 
en lo que toca a los estados y árbitro en lo que es de su propia 
competencia». ! 

Ya hemos visto que el derecho de intervención del Gobier- 
no Federal emerge, como deber del mismo, de la garantía que el 
art. 5. acuerda a las Provincias que llenan los requisitos consti- 
tucionales, y del derecho que reconoce expresamente a las auto - 
ridades constituidas. La distinción que hacía la Comisión Exami- 
nadora del 60 debe interpretarse, pués, como la expresión del 
deseo legítimo de evitar la ingerencia arbitraria del poder central; 
pero no debe entenderse por ello, que realizándose inegablemen- 
te uno de los casos contemplados en el art. 6.2 el Gobierno Fe- 
deral puede usar negativamente de esa facultad «La enmienda, di- 
ce un comentador, exponiendo esas diferencias, obligaba a que 
toda intervención fuese motivada e impedía todo procedimiento 
oficioso, a no ser una manifestación exterior de hechos que lo 
autorizara como deber de salvaguardia de las instituciones». 

El sistema adoptado, la seguridad nacional, la integridad de 
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la soberanía, se pronuncian en contra de otra interpretación Cual- 
quiera del informe de la Comisión Redactora del 60. Se desvirtua- 
ría el objeto del medio provisto y la. eficacia. de la medida, del 
mismo modo como se desvirtúa usándolo arbitraria y anticonsti- 
tucionalmente. «Limitar el-abuso y no anula: el protectorado fué 
la tendencia que manifestaron. esos convencionales ..... cuando 
modificaron la redacción «del artículo 6%» (Araya). AS 

La objección de Elizalde al término «interviene», Para que 
el objeto de la distinción hecha en el 60, en cuanto a la natura- 
leza de la intervención federal con respecto al Gobierno Federal, 
era prevenir sus abusos, nunca establecer que él puede intervenir 
o dejar intervenir si se presenta uno de los casas contemplados, 
vale decir que la intervención federal no es facultativa u obliga: 
toria indistintamente, sinó que es un d-ber del Gobierno Federal 
siempre que se realice uno de los casos previstos. 

Y hechas estas consideraciones generales, que tendrán su 
aplicación en los casos concretos que plantearemos, vamos a €xa-. 
minar punto por punto, de acuerdo a la hermeneútica constitucio 
nal, las: prescripciones que encierra el art. 6.2 de la Constitución 
Nacional. | 
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La intervención federal según el art. 6. 
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Dice el art. 6.2 de la Constitución Nacional: «El Gobierno 
Federal interviene en el territorio de las Provincias, etc....», 
abriendo la discusión sobre el poder que decide el uso de la 
facultad correlativa a la garantía federal a las Provincias. 

Esta es, a nuestro juicio, la cuestión que más urge resolver 
pur medio dela ley reglamentaria, porque la amplitud de los tér- 
minos ha servido de escudo a los gobiernos poco escrupulosos. 
Nos servirá de base para su resolución, la naturaleza y carácter 
de la intervención federal que hemos estudiado (pág. 9 y 10). 

El Gobierno Federal está compuesto por tres poderes: Eje- 
cutivo, Legislativo y Judicial. El carácter de la intervención es tal 
que no es admisible ni prudente que indistintamente puedan ejer 
cer esta facultad los tres poderes .conjuntamente o pueda. ejer- 
cerlo cualquiera de ellos, por separado e independientemente de 
los demás. | er , 

La jurisprudencia «norteamericana (que es apreciable en esta 
parte porque se ha hecho sobre una de las cuestiones análogas 
de los dos artículos), ha establecido enel caso Texas-v-White, que 
la intervención federal en los estados es un acto de natura- 
leza política y un poder primordialmente legislativo, que 
- han de poner en ejercicio los departamentos políticos del 
Estado. E ] 


La Constitución Suiza;:que fué modelo del Proyecto Alberdi, 
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cuyas inspiraciones son notables en los Constituyentes del 53, es- 
tablece expresamente en su art. 85, que la intervención federal se 
encomienda al Poder Legislativo; y también la doctrina y la ju- 
risprudencia brasileras, están acordes sobre la exclusión implícita 
del Poder Judicial de este acto eminentemente político. 


El Dr. Montes de Oca agrega. por su parte, que no puede 
entenderse al Poder Judicial dentro de los términos de! art. 6.”, 
porque este poder no procede de oficio, y así de habría de ha- 
cerlo si pudiera ejercer el derecho de intervenir, en algunos 
casos. A 


Entrevemos, además, para nuestro país, una razón de alta 
previsión: si el poder de intervención pudiera ser ejercido por el 
Poder Judicial ¿no se resenitría la magestad e independencia de 
la justicia, con la intremisión de los intereses políticos que estos 
actos ponen en juego?...... 


Por todas estas razones, en el caso Cullen-v-Llerena, la S. C. N. 
declaró: «La intervención n+cional en las Provincias, en todos los 
casos en que la Constitución la permite o la prescribe, es un acto 
político por su naturaleza, cuya verificación corresponde 
exclusivamente a los poderes políticos de la Nación». 


El art. 6,?, pués, al decir «gobierno federal», no entiende al 
Poder Judicial, como expresamente éste lo declara y están con- 
cordes al respecto la doctrina y jurisprudencia nacional y extran- 
gera. Y decimos nacional porque entendemos que el Dr. Luis V. 
Varela al decir: «En los artículos 5.” y 6.” son las únicas veces 
en que se emplean los términos «gobierno federal», como encar- 
nación de la autoridad suprema de la República. Esto importa de 
mostrar que en ellos no ha querido limitarse la intervención y la 
garantía de la autoridad nacional, respecto al pueblo y a los go- 
biernos de estados, sólo a las ramas políticas de la autoridad na- 
cional, sinó a todas ellas, incluyendo, por tanto, la intervención 
del Poder Judicial, que es el que más frecuentemente interviene 
en las Provincias por razón de las funciones que le están enco- 
mendadas»; entendemos, repetimos, que se refiere a la interven- 
ción jurídica del Poder Judicial por medio de sus tribunales fede- 
rales, pero de ningún modo a la intervención política que prescri- 
be el art. 69, porque si bien es cierto que la expresión «gobier- 
no federal» abraza a todos los órganos de la soberanía nacional, 
los comprende, dice Araujo y Castro, «obrando cada cual según 
la naturaleza peculiar de sus funciones constitucionales», y ya he- 
mos vísto que la natuarleza del poder de intervención y la natu- 
raleza de las funciones judiciales son incompatibles, por lo que 
concluímos que, los términos «gobierno federal» del art 6. no 
comprenden al Poder Judicial en lo que se refiere a las interven- 
ciones políticas. 


Siendo un poder político, la intervención federal no puede 
ser ejercida sinó por los dos poderes políticos de la Nación, vale 
decir, por el Legislativo y el Ejecutivo, de cuyo resorte es, se- 
gún la jurisprudencia de la S. C. N 
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La cuestión se reduce entonces a dilucidar a quién corres. 
ponde originariamente el derecho de intervenir: ¿al Poder Le- 


del art. 6.9, por la interpretación encontrada que le han dado las 
discusiones parlamentarias y los actos administrativos; y 20. porque, 
como dice el Dr. González Calderón, nuestros hombres de estado 
muchas veces en la práctica, han renegado lamentablemente de 
sus teorías constitucionales, posponiendo los principios sanos a 
los intereses políticos. 

Los antecedentes norteamericanos, por el contrario, tienen 
la ventaja de presentarnos la doctrina original y la práctica pura 
de esta prescripción constitucional. La jurisprudencia norteameri- 
cana ha establecido, en diversas ocasiones, al respecto: lo. Que el 
poder de poner en ejecución la garantía federal es primordialmen- 
te un poder legislativo que reside en el Congreso (Juez Chase en 
.Texas-v.-White); 20. Que corresponde igualmente al Congreso 
determinar los medios adecuados para hacer efectiva esta garantía 
(Juez Taney en Luther-v.-Borden); 30 Que las facultades del 
- Poder Ejecutivo son provisionales y así debe entenderlo el Con- 
greso (Juez Chase en Texas-v.-White) 4o. Que las atribuciones 
del Ejecutivo deben ser legisladas por, el Congreso (Juez Ta- 
ney en Luther-v.-Borden);- y 50. Que el Congreso debe dictar 
(y así lo hizo Estados Unidos en 1795) la ley orgánica sobre in- 
tervenciones federales ejecutivas, reslamentando las facultades del 
Presidente para intervenir de oficio en.los casos prescriptos. 

La Constitución Suiza ha:resuelto la cuestión determinando 
, expresament : lo. Que la intervención federal corresponde al Po- 
“der Legislativo (art. 85); y 20. Que la intervención ejecutiva (para 
los, casos de, urgencia), debe ser aprobada por el mismo Poder 
Legislativo (art. 102). 7 

“La jurisprudencia brasilera establece: lo Que esta facu tad 
corresponde originariamente al Congreso, cuando se ejerza para 
mantener la forma republicana federativa (inc. 20. art. 60.); y 20. 
Que en los casos previstos por los incisos lo. (para repeler inva- 
siones) S0., (para restablecer el orden y tranquilidad de los esta- 
dos.a requisición de;sus respectivos gobiernos) y 4o (para ase- 
gurar la ejecución de las leyes y sentencias federales) del art. 60., 
corresponde al Ejecutivo tomar inmediatamente las providencias 
jhecesarías sin que medie pronunciamiento del Poder Legislativo 
(fallo Suprema Corte Federal del 23 de Mayo de 1914). 

j En nuestro país, esta cuestión se presentó por primera vez 
al discutirse en el Senado el proyecto de intervención aSan Juan 
1869). El senador Mitre, citando en especial el caso Luther v.- 


Borden, defendió que la facultad de declarar la oportunidad de la 
medida correspondía exclusivamente al Congreso, a pesar de que 
él la había usado como Presidente, algunos años antes. El Minis 
tro Varela decía, por su parte, que era facultad del Poder Ejecu- 
tivo pronunciarse al respecto, combinando antecedentes n: rteame- 
ricanos y nacionales: la redacción del comentario de Paschall al 
caso Luther v. Borden y las intervenciones decretadas por el Pre- 
sidente Jonhson, y los casos de intervención a Córdoba en 1865 y 
a Santa Fe en 1866, decretadas sin anuencia legislativa. El Dr. 
Montes de Oca dize que estos antecedentes invocados por Varela 
no tienen valor: lo. Porque la jurisprudencia norteamericana es 
clara y concluyente al respecto; y 20. Porque, en lo que respec- 
a los antecedentes nacionales, hay que tener en cuenta las cir- 
cunstancias especiales en que se produjeron. 


Nuestra verdadera jurisprudencia, producida en el caso Cu- 
llen-v.-Llerena, en 1893, estableció, invocando los casos Luther-v.- 
Borden y Texas-v.-White, que la intervención es un acto de natu- 
raleza política; razón que nos alcanza para decir que es un poder 
originariamente legislativo. | 

El Dr. González Calderón, fundándose en que el inc. 28 del 
art. 67 confiere al Congreso la facultad de «hacer todas las leyes 
y reglamentos que sean convenientes para poner en' ejercicio los 
poderes antecedentes y todos los otros concedidos por la presen- 
te Constitución al Gobierno de la Nación Argentina», dice 
que el d+recho de int-rvención que el art. 6.” pone en manos del 
«Gobierno Federal», corresponde originariamente al Congreso ya' 
que es él quién debe dictar las leyes y reglamentos convenientes 
para poner en ejercicio dicho poder, y cuya competencia está de 
terminada además, a nuestro juicio: lo. por la doctrina y la juris- 
prudencia uniformes de los Estados Unidos, Suiza y Brasil; y 2o. 
por la naturaleza del acto que importa el ejercicio del art. 6. y 
la naturaleza y Composición de las Cámaras que deben ser las 

llamadas a pronunciarse sobre la enervación temporaria de la au- 
- tonomía provincial y la intromisión del Gobierno Federal, coho- 
nestada por los altos intereses de la unión republicana. 


Siendo, pués, la intervención federal un acto esencialmente 
legislativo, no excluye la participación d:1 Poder Ejecutivo que, 
de acuerdo a nuestra Constitución Nacional, debe coparticipar en 
él, ya sea iniciando, tomando parte en la discusión o vetando la 
ley de intervención; forma natural y lógica de poner en ejercicio 
el art. 6,2 ya que en nuestro mecanismo constitucional «la ley 
es la expresión concreta de la concordancia de voluntades entre 
los dos poderes» y por que, al decir de Blackstone, el Poder Eje- 
cutivo es parte integrante del Poder Legislativo 


Por otra parte, de ningún modo puede interpretarse que los 
términos «Gobierno Federal» del art 6”, se refieren al Poder 
¿ Ejecutivo, porque cuando la Constitución Nacional habla de este 
modo, se ha dado en entender por «Gobierno Federal», en primer 
término, al Congreso. Y en lo que se refiere al art. 6.”, no cabe 
duda alguna: el poder de poner en ejercicio la medida dispuesta 
¿pOr el art. 6%, corresponde primordialmente al Congreso que es 
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el que debe autorizar la intervención por ley, en cuyo trámite par- 
ticipa el Poder Ejecutivo como colegislador 

El Poder Ejecutivo no tiene más atribución que poner en 
ejercicio la ley de intervención y, según veremos, debe ajustarse 
estrictamente a los poderes que el Congreso le confiere 

¿Cuáles son, en términos generales, lOs poderes del Poder 
Ejecutivo, con respecto a la intervención federal? lo. El de par- 
ticipar en la confección de la ley de intervención; 20 el de poner 
en ejecución dicha ley. Excluimos deliberadamente el poder que 
pueda tener el Poder Ejecutivo en el receso. parlamentario, que 
estudiaremos más adelante, de carácter eminentemente provisional 
y extraordinario, que hace excepcion a la naturaleza legislativa 
del poder de intervención y que es la única razón que asiste al 
Dr. Varela para decir que «la forma de una intervención debe na- 
cer de los hechos». 

El ler. Congreso Jurídico del Brasil aprobó la tesis del Dr. 
Silveiros de Castro que dice: que las facultades del Poder Ejecu- 
tivo, en receso del Parlamento, se originan en las necesidades 
supremas del orden público, cuando la intervención se imponga 
como el único medio de hacer efectiva las garantías constitucio- 
nales. | 

En todos los demás casos, el Poder Ejecutivo no obra más 
que como colegislador y como ejecutor «de la ley de intervención. 
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El Poder Judicial, si bien es cierto que no puede inter- 
venir en la discusión, sanción y ejecución de una ley de interven- 
ción, ¿puede cuestionar la constitucionalidad de una ley 
de esta clase?....¿Está autorizado para ello, por el art. 6.” al 
decir .el Gobierno Federal»?..... ¿No obraría entonces «según la 
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un acto, por su naturaleza y por su ejecución, eminentemente 
político que pertenece, por lo tanto, a una esfera en la cual el 
Podero Judicial no puede entrometerse sin grave menoscabo de 
su independencia y, de acuerdo a la jurisprudencia norteamerica- 
na y nacional, esta misma razón nos alcanza para responder, de 
un modo amplio, a la primera cuestión planteada. 

En ei célebre caso White v. Hart, la Corte Federal de los 
Estados Unidos declaró: «La acción del Congreso sobre esta ma- 
tería no puede ser examinada aquí. El caso es claramente uno en 
que el Departamento Judicial debe acatar la acción de los Depar- 
tamentos políticos. * 

En el caso Cullen v. Llerena, la Suprema Corte Nacional 
dijo: «Si, como queda demostrado, la intervención es del resorte 
de los poderes políticos y sus decisiones al respecto no pueden 
ser controvertidas por el Departamento Judicial, no pueden con 
testarse las facultades de aquéllos para decidir tanto sobre el fon- 
do como sobre la forma de sus deliberaciones, así cuando se dic- 
ta la ley como cuando se resuelve ¡todo asunto comprendido en 
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sus atribuciones constitucionales, Es una regla elemental de nues- 
tro derecho público que cada uno de los poderes que forman el 
gobierno de la Nación, aplica e interpreta la Constitución por sí 
mismo, cuando ejerce las facultades que ella les confiere respec- 
- tivamente». | 

Esta jurisprudencia ha sido confirmada en el caso Lobos v. 
Dónovan, y ampliamente aceptada, porque hasta: el mismo Dr. 
Varela que había votado en disidencia, reconoció más tarde «que 
habría grande peligro para las instituciones, sí se reconociese al 
Poder Judicial la facultad de declarar sin valor y sin efecto legal 
los actos políticos que produzcan la miis y el: Poder Eje- 
cutivo». 

El Poder Judicial no puede, pues, cuestionar : la constitucio- 
nalidad de una ley de intervención dictada por el Congreso en 
cumplimiento del art. 6”. | 


IV 


Si la intervención federal en las Provincias es materia de 
ley del Congreso, ¿ésta debe ser general o especial? 

La jurisprudencia norteamericana estableció en el caso Lu- 
ther-v-Borden que corresponde al Congreso determinar los me- 
dios «adecuados» para hacer efectiva esta prescripción constitu- 
cional; y que el Congreso debe dictar la ley orgánica sobre in- 
tervención federal ejecutiva, reglamentando las facultades del 
Presidente para:los casos de urgencia 

El art. 67 en sú inc. 28 dice que «corresponde al Congreso 
hacer todas las leyes y reglamentos que sean convenientes para 
poner en ejercicio los poderes antecedentes y todos los otros 
concedidos por la presente Constitución al Gobierno Nacional». 
«No hay duda, dice un conocido autor, que la ley especial 
es siempre necesaria cuando ocurre el caso de una intervención 
de las que he llamado reconstructívas, para garantir la forma re- 
publicana de gobierno en tal o cual Provincia, porque no se trata 
simplemente de ejecutar mandatos de la Constitución definidos 
claramente por ella misma, sino de devolver a cada Provincia «el 
goce y ejercicio de sus instituciones afianzadas por el Gobierno 
Federal». 
| En cuanto a las inetvengiónes llamadas. «ejecutivas», la ju- 
risprudencia norteamericana y la nacional están acordes en que 
deben ser reglamentadas por una ley general que aún ño está 
dictada en nuestro país. : 

En 1869 el Congreso aprobó dos leyes generales que fue- 
ron vetadas por el Presidente Sarmiento, el cual había enviado, a 
su vez, un.mensaje encareciendo la conveniencia de adoptar la 
ley norteamericana de 1795 que tenía, son sus palabras, «la san 
ción de'75 años y la ratificación de 38 congresos generales», y 


AA que fué desechado. 


| La: ley general aprobada por El cuado: hacía necesaria 

una ley especial en cada caso. «Los actos del Ejecutivo, dice 
A. De Vedia, + debían .ser sometidos ex post facto, además, a la 
aprobación del Congreso: dos:condiciones que hacían casi inútil 


ABLA; OYE 


la ley general y perpetuaban los efectos del sistema antigiio, su- 
bordinándolo todo al hecho y abandonando la regla segura de 
principios reconocidos, derechos preexistentes y solemnes obliga- 
ciones contraídas». 

No tenemos, pués, al presente, ninguna ley general orgánica 
sobre intervenciones ejecutivas, y creemos que el Congreso tiene 
la imperiosa obligación de dictarla cuanto antes para evitar la 
repetición de nuevas situaciones difíciles y discutibles, 


a 
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Estructura general del art. 6. de acuerdo 
a la reforma del año 1860 


Continuando el examen del art. 6.9, que habíamos comen- 
zado (páz. 20 ), distinguimos a través de su estructura general, 
en primer lugar, que dicho artículo contempla dos clases de in 
tervenciones: 1.”, de oficio, para garantir la forma republicana de 
gobierno o para repeler invasiones extrangeras; y 2.”, a requisi- 
ción de sus autoridades constituídas, para sostenerlas o restable- 
cerlas si hubiesen sido depuestas por la sedición o por invasión 
de otra provincia. AO 1d 

¿Se plantean aquí dos términos de naturaleza distinta, en 
cuanto a su obligatoriedad, respecto al Gobierno Federal? 

¿De dónde proviene esta distinción y cuál es su alcance? 

Ya hemos expuesto la cuestión que se planteara en el seno 
de la Comisión Examinadora del 60 sobre si el poder de inter- 
vención era un deber o un derecho del Gobierno Federal, y a 
esa solución de la Comisión Examinadora, que tiene además 
el consenso de nuestros constitucionalistas, nos adherimos, al 
mismo tiempo que insistmos sobre el alcance y la interpretación 
que atribuímos a dicho informe, | | : | 

Alí dijimos que el llamado poder de intervención era 
una obligación imperativa del Gobierno Federal, un deber inelu- 
dibie que le imponía la Constitución Nacional, realizándose ine- 
quívocamente uno cualquiera de los casos previstos por el art. 60 
y de acuerdo a la extensión que delimita la garantía del art. 5.” 
y que había también para ello, una sólida razón histórica, que 
expusimos. Por poco que se ahonde en una consideración sen 
sata al respecto, el informe de la Comisión Examinadora, del 6 
tiene un significado especial, | | o 

El Gobierno Federal, por la naturaleza del sistema adoptado, 


por los altos intereses de la unión republicana, por los deberes 


que le impone el orden y la seguridad nacional, ino está ¡gual- 
mente obligado a intervenir en el territorio de las Provincias, * 
tanto para repeler invasiones extrangeras o para garantir la for- 
ma republicana de gobiérno, cómo para sostener o restablecer las 
autoridades constituídas>—¿No está expresamente obligado a in- 
tervenir en cualquiera de las situaciones que contempla el art. 6.2, 
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que, en su 1.2 parte, es simple consecuencia del art. 5.* y en su 
2.2, es fuente de una garantía explicita? —¿Podría Pa uso ne- 
gativamente de la facultad que le confiere el art. 6.” frente a una 
sedición o una violación de los compromisos contraídos por las 
provincias? —¿No peligra igualmente el orden y la seguridad na- 
cional, el principio tederativo de gobierno y el goce y ejercicio 
de las instituciones?—¿No es, pués, un deber terminante del Go- 
bierno Federal, lejos de ser una facultad inatendible, intervenir 
en todos los casos que prevée el art. 6.”, sin hacer depender su 
acción de requisitos de mera fórmula?... 

La redacción del art. 6. no nos autoriza para pronunciar- 
nos, en ningún. sentido, en. absoluto. La discusión del mismo, 
no se hizo sobre el deber o la facultad del Cobierno Federal, 
sinó sobre los casos en que podía ¡intervenir de oficio y debía 
intervenir a requisición, y así lo dice la Comision Revisora del 
60, en su informe respectivo: «La Comisión, redactando el ar- 
tículo en términos más latos, se ha limitado a distinguir genéri- 
camente en qué casos debe ejercerse el derecho de inter-. 
vención y en cuáles está obligado el Cobierno Federal a inter- 
venir a requisición de las provincias». 

La misma redacción de este. informe es algo confusa, por 
no decir contradictoria; «...en qué casos debe ejercerse el dere- 
cho de intervención» Un derecho, en su acepción de facultad, 
no debe ejercerse, sinó que “puede ser ejercido. De modo que, 
o hay una impropiedad de redacción o tenemos en este informe 
de la Comisión Redactora, la cuestión resueita: el art. 6.” deter- 
mina, 1.” los casos en que el Gobierno Federal debe intervenir 
de oficio: y 2., los casos en que el Gobierno Federal debe 
intervenir a requisición. En todo caso, pués, el poder de 
intervención que la Constitución Nacional pone en manos del 
Gobierno Federal, es un deber ineludible del mismo siempre que 
está en presencia de uno de los casos previstos en el art. 6.2 No 
sería, entonces, un deber o un derecho alternativamente, según 
el caso, sinó un deber y un derecho a la vez, «en cuanto que. 
el Gobierno Federal es, a la vez, (son palabras de la Comisión 
Revisora) tutelar en lo que toca a los estados y árbitro en lo que 
es de su propia competencia». 

La jurisprudencia y la doctrina extrangeras corroboran nues- 
tro pensamiento. 

En los Estados Unidos el principio de Madison ha sido uná- 
nimemente aceptado: el Gobierno Federal tiene el deber de acu- 
dir en defensa y salvaguardia de la forma de gobierno. 

Willoughby demuestra cómo el Gobierno Federal está obli- 
gado a intervenir en los Estados para protejerlos contra la im- 
posición extraña de gobiernos anticonstitucionales, ya sean im- 
puestos por invasión extrangera o por la acción revolucionaria O 
sediciosa de sus propios ciudadanos. | 

Un examen juicioso del art. 6.2 de la Constitución Suiza, 
demuestra que el Gobierno Federal está obligado a garantir y 
hacer efectivas sus promesas, siempre que los cantones llenen 
los requisitos prescriptos, como expresamente lo dispone el mis- 
mo art. 6”, muy parecido al nuestro. 
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El eminente constitucionalista brasilero Carlos Maximiliano, 
interpreta el art. 6.” de la Constitución Brasilera, como un deber 
impuesto al Gobierno Federal, demostrando que, en cualquier 
caso, realizándose inequívocamente, la intervención no es facul- 
tativa sinó obligatoria para el Gobierno Federal. dais 

Por todo lo expuesio, estimamos que la intervención federal | 
es un deber del Gobierno Federal en todos los casos prescriptos 
por el art. 6.2 de la Constitución Nacional. Ad 

Si el pacto federativo de 1851, puede ser un antecedente 
apreciable del art. 6%, es conveniente hacer notar que su art: 13 
establece que la protección común es un derecho que las partes 
signatarias pueden reclamar y un deber sagrado que todas las 
demás reunidas deben cumplir. Así también lo entendieron las 
tres provincias que ratificaron el Acuerdo de San Nicolás de los 
Arroyos, al aceptar sin objección los arts, 14'y 15 de dicho Tra- 
tado que autorizan «al Encargado de relaciones Interiores para ' 
emplear todas las medidas que su prudencia y acendrado patrio- 
tismo le sugieran para restablecer la paz, sosteniendo las auto 
ridades legalmente constituidas; para lo cual, dice el artículo cl- 
tado, los demás gobernadores prestarán su cooperación y ayuda, 
de conformidad al Tratado del 4 de Enero de 1851> y «lo inves- 
tían de las facultades y medios adecuados para cumplir estas 
obligaciones». | dd. 

Más tarde, cuando se quisieron prevenir los abusos a que 

daría lugar 'la ingerencia arbitraria del Gobierno Central en lar: 
marcha de los gobiernos provinciales escudado en la redacción 
amplia y vaga del art. 6.«sancionado en el.53, la Comisión Re- 
visora del 60, al aconsejar la adopción del nuevo art. 6.2 decía 
que «él tenía además la ventaja de darnos por garantía de orden 
futuro, toda la jurisprudencia de la Constitución Norteamericana 
que a él se refería, evitándonos así de entrar en invenciones 
aventuradas»; y ya hemos visto cuál es el concepto de la juris- 
prudencia norteamericana sobre el poder de intervención; y Sar- 
miento, miembro informante de la Comisión, dice textualmente: 
«Reconocemos la necesidad de que el Gobierno Nacional preste 
a las Provincias su auxilio contra las invasiones ' extrangeras 0 
contra l+ invasión de una Provincia sobre otras; reconocemos que 
está obiigado a intervenir para custodiar las instituciones libres 
de esas Provincias contra la violencia exterior». j 
“Parece ser, pués, que el verdadero espiritu del art. 6% im- 
pone como una obligación al Gobierno Federal la intervención 
en las Provincias siempre que se realice” uno de los: casos pre- 
vistos en el mismo artículo. Si la forma republicana está subvertida 
o córrompida; si es menester repeler una invasión extrangera; si 
las autoridades constituidas han sido depuestas o están amenaza- 
das por la sedición o por invasión de otra Provincia, :el Gobierno 
Federal tiene ef deber constitucional e ineludible, de acuerdo al 
verdadero espíritu del art. 6", ya sea que medie requisición o 
sin ella, de intervenir en las Provincias pera hacer efectivas las 
garantías que la Constitución Nacional establece. El Gobierno 
Federal no podría cruzarse de brazos frente a una sedición, es- 
perando la requisición de las autoridades constituidas. Por otra 
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parte, la requisición no. basta para dar orígen a una interven 
ción federal. La requisición prescripta por el art 6.” no tiene 
otro objeto que el de impedir que bajo cualquier pretexto el Go- 
bierno Nacional se entrometa en el territorio provincial. «De 
este modo, dice el Dr, Araya, la facultad de intervenir perdió el 
derecho de adoptar formas caprichosas» y nada más: No puede 
interpretarse en modo alguno,: que la requisición sea indispensa- 
ble para dar curso a. una intervención federal,:porque se desvir- 
tuarían los fines para que ha sido creada y no cumpliría la ga- 
rantía prescripta por el art. 5. Si las autoridades constituidas. 
amenazadas o destituídas por la sedición no quisieran o no pu- 
dieran requerir la intervención ¿podría cohonestarse este acto con 
la letra del art. 6.? La reforma del 60 «jamás pretendió. dice el 
Dr. Barraquero, - desarmar al Poder Ejecutivo en presencia de la 
sedición o del depotismo».. «La alteración que se-hizo al texto 
del art. 6.9, agrega “el Dr. Araya,—no modificó sus propósitos 
aunque variara'su redacción». | 

Nos inclinamos a creer que la singular previsión de los Cons- 
tituyentes del 55, les indujo a desechar el art 6. del Proyecto 
Alberdi y a sancionarlo, sin discusión, en la forma que vigió 
hasta 1860, expresando claramente que la requisición no era re- 
quisito indispensable para ejercer el art. 6”, porque tuvieron en 
cuenta que alguien podía interpretar que de ese detalle insubs- 
tancial depende todo el mecanismo de la grave medida que pro- 
vee el art 6” de la Constitución Nacional. Opinamos que el 
«sin ella» del art. 6.2 de la Constitución del 53, tiene su razón 
de ser y que si se le ha dado una interpretación “equivocada, 
(y no más extensa, como. se dice) ello no puede imputarse a la 
letra de la Constitución Nacional, sino a la hermenéutica humana 
ya que, como decía Gorostiaga, «con la misma Gonstitución ha 
habido buenos y malos gobiernos ».. 

Por esta razón, al suprimir el «sin ella» dé la Constición 
del 53, los reformadores del 60 se dieron cuenta que, en el caso 
de que las antoridades constituidas estuvieran imposibilitadas pa- 
ra requerir la intervención, ésta, de acuerdo a la letra del art. 6.*, 
no podría ser dictada, y se vieron“ obligados a agregar al pro- 
yecto de la Comisión redactora, la frase «para restablecerlas», 
que no es más que rendir. un justo homenaje a la alta visión de 
los Constituyentes del 53. 

La enmienda del 60, como ya se ha dicho, al distinduir es- 
tos dos géneros de intervenciones, no ha perseguido otro fin que 
el de impedir todo procedimiento arbitrario del Gobierno Federal. 

La intervención federal prescripta por el art. 6.” de la Cons- 
titución Nacional vigente, no ha perdido su carácter, en todo caso, 
imperativo, ni su naturaleza obligatoria, ni la extensión que sus 
fines y objeto le trazan. 

La estructura actual del art 6,” obliga al Gobierno Federal 
a justificar su intervención en las Provincias. 

El Gobierno Federal debe intervenir de oficio en los casos 
prescriptos, y debe intervenir a requisición, del mismo modo, y 
aún sin que ella medie, como veremos más adelante. 
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De acuerdo a la doctrina corriente, el Gobierno Federal in- 
terviene de oficio, haciendo uso de una facultad que le confiere 
el «art. 6.9, 1,%. para repeler invasiones éxtrangeras y 2.9),' para 
garantir la forma republicana de gobierno. “* 

Esta facultad del Gobierno Federal tiene su fundamento en 
la inviolabilidad del principio esencial de la forma de gobierno, y 
en la integridad de la soberanía territorial. AIDA 

Está determinada, en sus fines, por los . principios básicos 
de la confederación y, en su extensión, por la amplitud :de -la ga- 
rantía federal. Luego.es un deber del Gobierno Federal ejercer 
el poder de intervención que para tal le fuera conferido, tanto 
para garantir la forma republicana de gobierno, :base del sistema 
adoptado y eje de nuestro mecanismo constitucional, velando por 
la conservación de sus caracteres,—como pata repeler invasionés 
extrangeras que hicieran peligrar. la integridad : territorial, parte 
integrante de la soberanía nacional. Mea pi 4 

Por estas poderosísimas razones, la Constitución ¿Nacional 
ha facultado ampliamente al Gobierno Federal para que ejercite 
motu propio el recurso supremo de la intervención en las Pro- 
vincias, no trabándole con requisito de nínguna especie, y enco 
mendándole expresa e imperativamentée el poder de poner en eje- 
cución esta garantía que beneficia por igual a las aútonomías 
provinciales y a la soberanía: nacional, salvaguardando sus más 
caros intereses: la homogeneidad de la forma de gobierno y la 
integridad territorial, para dar cumplimiento al deber explícito que 
los fines de la unión federativa y las obligaciones de la garantía 
federal le. imponen incontrovertiblemente. A 

Y hay, si se quiere, una razór más que. impone al*Gobierno 
Federal, si se realizan los casos estudiados, la obligación inelu- 
dible de hacer uso inmediato de esta parte del art. 6. es el único 
medio, «provisto por la Constitución Nacional, de hacer efectiva 
la garantía federal y garantir la integridad nacional. Si no fuera 
un deber del Gobierno Federal intervenir para garanfir la forma 
republicana de gobierno o para repeler invasiones extrangeras 
¿quién daría realidad a la garantía federal a las «Provincias?; 
¿quién detendería la integridad. nacional 'amenazada?:' ¿estarían 
las Provincias expuestas 1 malograr sus. intereses federativos y la 
Nación, a cercenar su soberanía? : Md AI 

. «Nos ocupamos de una prescripción constitucional que 'en- 
vuelve cuestiones de tanta gravedad, dice el Dr. 'Barraquero,— 
que de su resolución pende la paz y la tranquilidad futura de-la 
República; de aquélla que, colocando a las Provincias bajo la sal- 
vaguardia del poder federal, le confiere el derecho: y le im- 
pone la obligación. de: garantirles el goce y ejercicio de sus 
propias instituciones», ... A | 

' ¡obierno Federal.interviene de oficio en los 


casos prescriptos, en cumplimiento de un deber, y por una fa- 
cultad que la Constitución Nacional ' ha puesto en sus manos co- 
mo medio ' de: iZ A dee | 


Dice el art. 6* que el LO PRECO Eedeial interviene de oficio 
en el territorio de las Provincias, 1.) «para garantir la forma re- 
publicana de gobierno», y se pregunta si basta que ella esté 
viciada o si es menester ae se encuentre totalmente 
subvertida. 

? Para resolver esta EdAN hay que complementar la inte- 

ligencia del: art. 6.” con la amplitud de la garantía federal pres- 
cripta por el art. 5.9, ya que el medio señalado por aquél es el 
único capaz y eficiente: de hacer efectiva la garantía que la Cons: 
titución hace, en nombre de la Nación, a las Provincias. - 

Dr acuerdo al art 5.2, no basta que exista la forma rep: 
blicana'de gobierno; es “necesario que sea una realidad el goce y 
ejercicio de las instituciones .Jocales. «El sistema declarado y 
en ejercicio, es lo que la Constitución Nacional quiso garantir 
a las Provincias; dice el Dr. Araya, - y es su existencia, lo que 
los gobiernos constituidos pueden invocar en su favor para sos- 
tenerse». 

El. ubierno ed =Ó no puede aguardar impávido que se 
subvierta totalmente la forma.republicana de gobierno para ejer- 
cer el derecho .y cumplir la obligación que le impone el art 6.” 
de la. Constitución : Nacional. Cualquier vicio, cualquier límite 
ilícito, os obstáculo: UE ribS (a al goce y ejercicio de las 
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El Dr Montes AS Bi se lamenta head era de la. falta 
incalificable de previsión que entraña la actitud pasiva del Go- 
bierno Federal en estos casos. «Dentro del terreno constitucio- 
nal, dice, dentro de los términos del art. 6.*, de acuerdo con: los 
principios de la sana filosotía política, es un error pensar que sólo 
la sangre derramada. en los combates demuestra que se : ha vi- 
ciado la forma republicana, de: gobierno». El: Gobierno .Federal 
tiene el deber de garantir el goce y ejercicio de las instituciones 
locales, . .y debe intervenir. en el territorio de las Provincias aún 
cuando su forma. de gobierno, no esté totalmente: subvertida, en 
virtud del art. 5.9” 

Y no es prudente poner trabas a la acción desenvuelta y 
enérgica del Gobierno Federal, en estos casos, invocando prece- 
dentes norteamericanos. «El Poder Federal de los Estados Uni- 
dos, dice el Dr. Barraquero pronunciándose en contra de esta 
pretendida identidad, - sólo puede intervenir cuando se altere la 
forma republicana de gobierno; “el de la Nación Argentina tiene, 
no sólo el derecho, sinó también el deber de intervenir, siem- 
pre que cualquiéra de las Provincias no goce o no. pueda, ejerci- 
tar libremente sús' instituciónes» 

Por otra parte, ya hemos visto que, los fines que se tu- 
vieron en cuenta al sancionar los respectivos articulos de las dos 


Constituciones, no eran idénticos y, en lo que a esta cuestión 
respecta, es conveniente repetir: 1?) Que en la República Argen- 
tina no existía el peligro de una subversión total de la forma re- 
rublicana de gobierno local, porque no pugnaban ideas monár- 
quicas, como en los Estados Unidos, a la época de la sanción 
de su carta fundamental; y 2.) Que en nuestro pais era necesa- 
rio prevenir, más bien, contra los vicios de la misma forma, por- 
que era el peligro inmineyte que señalaba la idiosincrasia del 
caudillismo local. j | 


En «consecuencia, el Gobierno Federal está en el deber de 
garantir no sólo contra la subversión total, sinó también contra 
los vicios de la forma republicana de gobierno; y la intervención 
federal procederá, como un deber del Gobierno Federal, siempre 
que, de cualquier modo, se altere o se subvierta la forma repu- 
blicana de golierno poniendo en peligro el goce y ejercicio de 
tas instituciones locales <a 

El abuso que puede hacerse de esta facultad tan amplia, 
puesta en manos y dejada al criterio del Gobierno Federal, así 
como los que puedan seguirse de todos los demás poderes que 
la Constitución Nacional les confiere, no es argumento suficiente 
para combatirla, como. lo asevera el Dr. Montes de Oca. En 
ello nos apoyamos para ratificar lo que tenemos dicho: el poder 
de intervención es, en todo caso. un deber del Gobierno Fede- 
ral La requisición no califica ni origina la intervención federal. 
Tanto las intervenciones reconstructivas como las ejecutivas, de- 
ben ser llevadas a cabo por el Gobierno Federal siempre que se 
realice una cualquiera de las situaciones contempladas en el art. 
6.2, y no puede invocarse el peligro de abuso para des 
virtuar el espíritu de la prescripción constitucional. 


Las objecciones hechas a esta parte del art. 6.”, no.se re- 
tieren: por cierto, a las facultades, por amplias que se hagan, que 
pueda tener el Gobierno Federal para repeler invasiones extran- 
jeras, «porque, como dice el Dr. Florentino González, — en las 
operaciones que el Poder Ejecutivo realice para repeler una inva 
sión, no hay riezgo de que se ingiera en los negocios internos 
del estado protegido». Ellas se refieren, sin duda alguna, a los 
peligros “que entrañariía el abuso de esta facultad por parte de un 
Gobie'no Federal poco escrupuloso que deseara inmiscuirse en 
la política provincial; abusos que se eliminan fácilmente reglamen- 
tando severamente el trámite de su autorización legal. 
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«Cuando la intervención se lleva a un Estado por violación 
de la forma republicana de gobierno, es indispensable, dice el Dr. 
Varela, — Comenzar por declarar que esa forma no existe en el 
Estado intervenido». Determinando a quién corresponde la facul- 
tad de declarar si la forma republicana de gobierno está alterada 
o viciada, se habrá resuelto esta cuestión y se habrá eliminado 
en gran parte, el peligro. 

Eliminemos, desde ya, la posibilidad de que esta facultad, 
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pudiera ser ejercida discrecionalmente por el Ejecutivo. Ello sería 
reagravar el peligro. j hi 

-<En mi concepto, dice el Dr. F. González,—el poder de ra- 
tificar la naturaleza del. gobierno que se establezca en un estado 
o sección territorial de una nacion cuyo régimen es federo-nacio- 
nal. sólo puede atribnírse, sin riezgo de que se abuse de él, al 
Congreso Nacional». Permijasenos que dudemos de la eliminación 
absoluta de este riezgo, al confiarlo al Congreso Nacional que no 
escapa, por desgracia, a la crisis actual del parlamentarismo; pero 
confesamos que es la solución más prudente. Así lo afirman la 
jurisprudencia y la doctrina norteamericana. En el caso Luther-v.- 
Borden, el eminente Juez Taney, Presidente de la Corte Suprema 
Federal, estableció que corresponde al Congreso examinar la for- 
ma de gobierno d* los Estados y que esta facultad del Congreso 
no puede ser cuestionada por ningún tribunal de justicia. 

No puede acudirse, pués, a la Suprema Corte para conocer 
si hay o no subversión de la forma republicana de gobierno, por- 
que su determinación es una cuestión política, dice White, a cuyo 
conocimiento no puede avocarse el Poder Judicial. 

De acuerdo también a un fallo del Juez Taney, se admite 
que el carácter republicano de la forma de gobierno de un estado 
puede presumirse reconocido implícitamente si el Parlamento Na- 
cional ha admitido recientemente en su seno a sus representantes. 

Corresponde, pués, al Congreso Nacional el poder de deter- 
minar si la forma del gobierno del estado está viciada o alterada, 
y, en consecuencia, si procede la intervención a objeto del art. 
6 o de los artículos 5.2 y 6%, para garantir la forma republicana 
de gobierno n el goce y ejercicio de las instituciones locales, te- 
niendo la intervención federal, en cualquiera de estos casos, como 
límite de su acción, las restricciones implícitas que “los poderes 
establecidos en la ley de intervención no le contieran expresa- 


mente. 
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Ahora bien; ¿cuáles son los caracteres de la forma 
republicana que garante el art, 6 0? 
| «La república. dice el Dr. Del Valle,—es la comunidad polí 
tica, organizada sobre la base de la ignaldad política de todos los 
hombres cuyo gobierno es simple agente del pueblo, elegido por 
el pueblo de tiemvo en tiempo, y responsable ante él de su ad- 
ministración, combinado por tres órganos de gobierno: ejecutivo, 
legislativo y judicial». eN 

Sus caracteres son: 

1” La liniitación y separación de los tres poderes; 

2" La libertad en la expresión de la soberanía popular; el su- 

iragio, 

3 La pubiicidad d- los actos administrativos ; 
40 La renovación periódica de los mandatarios; 
o” La responsabilidad de los funcionarios públicos; y 
6” La igualdad civil de todos los habitantes ante la ley. 
De acuerilo a la «“xtensión acordada a esta garantía del artí- 
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culo 6%, todo vicio en cualquiera de estos caracteres ¡puede ser causa 
de una intervención federal. En términos generales, podemos decir 
que la forma republicana de gobierno se considera alterada: 1” cuan- 
do se perturban las instituciones escritas; 20 cuando se cohiben los 
derechos de los ciudadanos; 3” cuando se impide la acción desen- 
vuelta de los ¡poderes ¡públicos en -su ejercicio. : : 

Luego, la intervención federal procederá para sarantir la for- 
ma republicana de ¡gobierno, de acuerdo al artículo 6”, y para garan- 
tir el goce y ejercicio de las instituciones locales en virtud del artí- 
culo 5%. Este último, al decir de un eminente constitucionalista, es el 
único derecho que la soberanía ¡poptular se 'ha reservado para sl; y €s, 
por consiguiente, el único deber del Gobierno Federal cuyo cum- 
plimiento no admite dilación frente a los casos contemplados. 
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Por esta razón, la garantia federal ¿puede estar subordina- 
da a condiciones especiales impuestas a los Estados? ¿Ciuál es el 
significado del “bajo estas condiciones” del artículo 9%?,.. | 

El artículo 5” establece que el Gobierno Federal garante a las. 
Provincias “el ¡goce y ejercicio de sus instituciones, bajo. estas con- 
diciones”; | 

1 Que se dicten una Constitución bajo el sistema republica- 
no representativo federal, 2” de acuerdo a los ¡principios, declara- 
ciones y garantías de la C. N.; 3” que asegure su administración 
de justicia; 4” su régimen municipal; y 5% la educación primaria. 

Como se vé, las condiciones impuestas a las Provincias, se 
refieren a los requisitos que deben llenar sus respectivas constitucio- 
nes en vista a la consolidación de la mnión nacional y a la homo- 
geneidad requerida por el sistema federal. La subordinación de la. 
gerantía federal a las Provincias se justifica así en interés de la 
misma confederación, y mo le quita nada de su eficacia. El “bajo 
estas condiciones” del artículo 5” significa que la C. N. ha querido 
proveer de jun medio eficaz para homogeneizar las constituciones pro- 
vinciales, exigiéndoles esas condiciones como requisitos para hacer 
efectiva la garantía federal. 
| Nuestros Constituyentes fueron más ¡previsores qque los Cons- 
tituyentes norteamericanos, al establecer las condiciones que de- 
bian reunir las Provincias, y a ello se refiere el Dr. Luis V. Vare- 
la cuando dice: “Los artículos De y 69 impontan una correcta mo- 
dificación al artículo 4”, Sección IV, de la Constitución norteameri- 
c90%s de donde indudablemente lo tomaron los autores de la nues- 
ra 
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INTERVENCIÓN “A REQUISICIÓN"” 


Según lo dispone el artículo 6%, “El Gobierno Federal inter- 
viene en el territorio de las Provincias... a requisición de sus au- 
toridades constituídas para sostenerlas o restablecerlas si hubiesen 
sido depuestas ¡por sedición o por invasión de otras Provincias”. 


De miodo que, interpretando literalmente ésta 2* parte del ar- 
tículo 6”, estando amenazadas o produciéndose la deposición de las 
A atorida des constituidas de una Provincia, el Gobierno Federal debe 
intervenir para sostenerlas o restablecerlas siempre que sea requerido 
por esas mismas autoridades. 

Interpretando a contrario sensu, querría decir que, aún cuando 
se ¡produjera una cualquiera de las eventualidades ¡previstas por 
ei artículo 6”, el Gobierno Federal no podría intervenir en el terri- 
torio provincial sin previa requisición de sus autoridades constituí- 
das. 

Así ¡parece entenderlo el Dr. Euis Varela al votar en disiden- 
cia un fallo de la S. C.,N. (pág. 70, tomo ITI, serie IV) diciendo: “La 
sedición local, en tanto ¡que no se requiera por autoridad competente 
la intervención federal, no es ¡un motivo para que desaparezca la 
vida independiente de la Provincia. Si la revolución triunfa y las 
autoridades derrocadas no solicitan la intervención (o el Congreso 
la rechaza), la Nación debe dejar (?) que los poderes públicos se 
reconstituyan bajo los solos influjos de las nuevas autoridades pro- 
visorias”, agregando que “La revolución no es un derecho pero es 
un hedho susceptible de crear deredhos”; y así también lo entendie- 
ron los ¡políticos que en 1893 ocupaban las más altas maglstraturas 
del país. El Presidente Saenz Peña y su Ministro de Guerra, el 
Dr. A. del Valle, eran partidarios de no intervenir sino a requistción 
y así lo hicieron frente a seis movimientos revolucionarios y sedicio- 
sos en otras tantas ¡provincias. Las Cámaras no podían llegar a un 
acuerdo al respecto y rechazáronse mutuamente sus proyectos. El 
Dr. Lucio V. López, Ministro del Interior, exponiendo el criterio 
del Gobierno, decía: “Entiende el P. E. que este rechazo significa 
reconocer las situaciones creadas en las Provincias por la Revolu- 
ción; y es menester que el Congreso sepa que éste es el alcance 
que el ¡Ejecutivo da a estas sanciones legales” 


No podemos aceptar estas ilustres opiniones porque $. C. N., 
al pronunciarse en el fallo citado, nos praporciona la recta juris- 
prudencia al respecto. El Ministerio que sucedió a Del Valle y a 
López, a los pocos días de hacer estas declaraciones, envió Comi- 
apreciable, dentro de la jurisprudencia sentada por la S. C. N. 
sionados federales a las seis provincias. Y este es el antecedente 

La admirable previsión de los Constituyentes del 60, ha sido 
llevada más allá de sus propios legítimos deseos de evitar la ingeren 
cia arbitraria del Gobierno Federal en el territorio de las Provin- 
cias, sacrificándose a la letra del articulado y a una eventualidad que 
en la práctica seguirá produciéndose porque es de aquéllas que no 
pueden imputarse a la Constitución sinó a los hombres en cuyas manos 
se ponen sus poderes, el verdadero espíritu de la garantía y del me- 
dio de hacerla efectiva ¡que los autores de la Constitución del 53 pro- 
veyeron. “Los convencionales del 60, repetimos con el Dr. Araya, - 
no pensaron, y entiéndase bien, en ningún momento, dejar de ga- 
rantir nada de lo que garantía el artículo primitivo sancionado en 
1853,, y que se encontró completamente defectuoso en su redacción” 

Si el artículo 6%, en su parte pertinente, es la fuente de una 
nueva garantía: la que la C. N. hace a las autoridades legalmente 
constituídas y constitucionalmente actuando, amenazadas por la ac- 
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ción desordenada del pueblo, tundándose en las necesidades del or- 
cen institucional y en las obligaciones de la paz interior, — el Go- 
bierno Federal está constitucionalmente obligado a intervenir en el 
territorio de las Provincias, siempre que no se respeten o se ame- 
nacen los fueros de la autoridades constituidas, o hayan sido de- 
puestas ¡por la acción revolucionaria o sediciosa de sus mismos ciu- 
dadanos, sin necesidad de que medie la requisición de esas mismas 
autoridades que podrían ser, ¡por razones políticas, cómplices de los 
desórdenes promovidos o que pueden estar materialmente Imposi- 
bilitadas para llenar este requisito secundario de la cláusula consti- 
tucional. j | | 

El Gobierno Federal no debe aguardar el llamado de las au- 


toridades provinciales para intervenir, en estos casos, ni esperar que 


la forma republicana de ¡gobierno se subvierta totalmente o el goce 
y ejercicio de sus instituciones locales se perturbe de tal modo que 
sea luego menester una intervención reconstructiva ¡para restablecer 
ei orden institucional. í 

La autonomía provindial ganará indudablemente más reci- 
biendo abiertamente la intervención federal para evitar la deposi- 
ción de sus autoridades constituídas o para restablecerlas, aún cuan- 
do no haya sido requerida, por cualquier causa, acción que, por otra 
parte, no enervará totalmente su soberanía, — que teniendo que so” 
portar luego la intervención “ampplia” del Gobierno Federal en sus 
más íntimos negocios, ¡para garantir la fonma republicana de go- 
biendo subertida por la imprevisión o la desidia de las autorida: 
des constituidas en requerir prudentemente la acción el Gobier- 
no Federal. 

“Si la sedición u otra disención doméstica ha operado estos 
eiectos (dice el Dr. Barraquero refiriéndose a los vicios de la for- 
ma republicana), la intervención ¡puede ir aunque las autoridades no 
la pidan; porque la garantía a la forma republicana de gobierno no 
depende ni debe depender de la voluntad de los gobernantes”. 

Hay quienes defienden que, al suprimirse las palabras “sin 
ella” del artículo 6” de la Constitución del 93, se entendía que no era 
dable al Gobierno Federal intervenir en las Provincias, cuando sus 
autoridades no requirieran su ayuda. El Dr. Luis V. Varela, entre 
otros, dice que didha supresión significa que el Gobierno Federal no 
puede intervenir sinó en los casos taxativamente enumerados. Así 
lo entendió el H. Senado de la Nación en 1864 al nesartal BN 
autorización para intervenir motu propio en la Provincia de Salta, 
(confe; el Gobernador y algunos legisladores habían sido dejpuestos 
y ALO: apesar de la brillante defensa del Dr. Rawson que 
demostró que la s 16 MS 24 Ae ) 
acuerdo a la referencia del 60, como an ino DooA, Intermetarse, de 

: 061 DU, como un impedimento: del G. Federal 
Para interventr de oficio cuando la requisición-no fuese posible por 
las circunstancias. Esta resolución del Senado, dice el Dr. Montes de 
Oca, no puede haber sentado jurisprudencia: 1' porque posterior- 
mente se han producido varios casos de intervenciones de oficio 
Se E ao 0 de las autoridades depuestas; y 20 porque el 
intorme de la Comisió 1 | | a 
ese el propósito e DA a “Sila paa GEO PE 
si la legislatura ha sido disuelta y el Ge b EDO 

Sido disuelta y “0bernador, muerto o preso, el 


A RR 


hecho público incontrovertible de haber sido derrocadas las autorida- 
des de una Provincia, explica la causa y suple el silencio de aqué- 
llas; entendiéndose requerido el auxilio nacional, al solo objeto de 
restablecer las autoridades constituidas, hdcho legal y definido 
que no se presta a tergiversación alguna”. | 
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Cabe, pues, hacer estas consideraciones: la requisición de las 
autoridades constituidas, ¿es “la razón única” o “la causa directa que 
obliga al Gobierno Federal a ejercer el artículo 6%, en los casos de 
sedición o de invasión de otras provincias”? 

La requisicin no es más que la forma ordinaria y normal de: 
reclamar la garantía que el artículo 6' hace, en su 2* parte,-a las. 
autoridades constituidas: Es el medio de (que ellas se valen para pre- 
venir al Gobierno Federal que están en la inminente necesidad de 
hacer valer esta garantía y el Gobierno Federal, en la obligación de 
acudir a su llamado si el peligro es real y evidente. La requisición 
es una advertencia y un reclamo y un medio de hacer o un le- 
gitimo derecho. : | 

Sostener lo contrario, sería suponer que no'mediando- la 
requisición, apesar de producirse el hecho o la amenaza real de 
sus fueros, las autoridades ¡pravinciales se verían privadas de la ga- 
ranta |prescripta en el artículo 6%, por que el Gobierno Federal no 
estaría compelido a obrar por “la causa directa”, ¡por “la razón úni-- 
ca” de la intervención respectiva, vale decir, la requisición de las 
autoridades constituidas”. : O 

“St las autoridades constituidas, dice el Dr. Barraquero, de- 
puestas por la sedición, no quisieran o no pudieran pedir la inter- 
vención, el Gobierno Nacional estaría en el deber de intervenir” ; no 
sólo porque, agregamos ¡por nuestra parte, “suspender por la sedición 
autoridades constituidas es violar los principios fundamentales de 
nuestra fonma de gobierno”, razón por la cual procedería la interven- 
ción motu ¡propio para garantir la forma republicana de gobierno, 
sinó también en virtud de la 2* parte del artículo: 6” que consagra 
una garantía efectiva a favor de las autoridades constituidas e im- 
pone correlativamente al Gobierno Federal la obligación de acudir 
¿Lilemado y de suplir el silencio de las mismas cuando estuvieron 
amenazadas 0 depuestas al producirse los hechos previstos por la 
C. N., sin que'evento alguno, que dependa de la voluntad de las 
mismas autoridades o de la fuerza de las “circunstancias, pueda sus- 
pender o enervar el deredho de las autoridades y la obligación ex- 
presa del Gobierno Federal; que ha de llenarifines últimos y supre- : 
mos, cuales:son el orden y la seguridad nacional y los principios de 
la forma de ¡gobierno adoptada. 

El requisito que los"Constityentes del 60 ágregáron al artículo 
6” no es más ¡que un obstáculo interpuesto a las posibles arbitra- 
riedades del Gobierno Central y es fruto de los justos. temores que 
los recientes sucesos de San Juan habían despertado. “La Conven- 
ción de Buenos Aires (dice el Dr. Matienzo), estaba compuesta en 
su mayoría de miembros del mismo partido político que Sarmiento, y 
éste pudo fácilmente atraerlos a la solución que los sucesos de San 
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Juan le sugerían. Sostuvo que era indispensable quital al Gobierno Fe- 
deral la facultad de intervenir en las Provincias sin requisición de 
las autoridades locales para restablecer el orden, a fin de evitar que 
se tomara ese pretexto para hostilizar o derrocar gobernadores. 
He aquí porqué se dió al artículo 6” su forma actual. Pero si e 
es verdad ¡que “era indispensable quitar al Gobierno Federal facul- 
tad de intervenir en las Provincias, sin requisición”, “para evitar 
que se tomara como pretexto”, era igualmente indispensable que se 
reconociera al Gobierno Federal el derecho de intervenir motu propio 
para cumplir los imperiosos deberes que el orden y la seguridad na- 
cional le imiponen. “Todos los ¡gobiernos argentinos, dice un autor 
conocido, han creído que era menester ante todo el orden público y 
que ese ¿rtículo 6” de la Constitución del 53 estaba bien calculado”. 
Por esta razón agrega: “Los fines que se tuvieron en vista en la re- 
forma del 60, no se han obtenido en la práctica, porque no ha habido 
un solo gobierno argentino que haya creído que no debiera intervenir 
cuando se están destrozando los partido políticos, aunque las autori- 
dades de la Provincia no soliciten la intervención”, por cualquier 
causa. 

Permítasenos decir, en honor d elos prohombres del 53, que el 
defecto imputado al artículo 6” de la Constitución, no estaba en la 
redacción. Su raóz hay que buscarla más allá de la letra, o mejor, 
fuera de la Constitución Nacional, que es magnífica en manos de 
los gobiernos probos y pésima a los pies de los malos gober 
nantes. ] 

El pretexto que podían aducir los gobiernos federales para en- 
trometerse inconstitucionalmente en los asuntos provinciales, no se 
ha eliminado con la reforma del 69. Ha cambiado de nombre. Por el 
contrario, ha obligado alguna vez al Gobierno Federal, bien inspi- 
rado, a violar el texto expreso del artículo 6”, interviniendo sin re- 
quisición de las autoridades legítimas, para cumplir con el precepto 
no menos explícito de la 2* parte del mismo con la amplitud que le 
asigna la garantía federal del artículo 5. “Si hubiera existido el 
texto del artículo 6% de la Constitución del 53 (dice el Dr. Matienzo), 
el Gobierno Federal habria intervenido en virtud de una facultad 
dada por la Constitución, sin necesidad de violar ningún (precepto; 
mientras que, en este caso, tenía que quebrantar el texto para inter- 
venir sin requisición de las autoridades constituidas”. “No eran 
éstos los propósitos de la enmienda hecha en el 60 al texto del 53; 
pero, como se ha visto, los mismos reformadores han contribuido 
en la práctica a estos resultados”. (Matienzo”.) 

Apoyándonos en lo expuesto hasta aqhuí podemos decir: P” que 
la requisición no es la razón única ni la causa directa suficiente pa- 
ra Obligar al Gobierno Federal a intervenir en los casos de sedición 
o invasión de otras provincias; 

2” que, en el caso de ser requerida la intervención, el Gobier- 
no Federal debe examinar: a) las causas invocadas; y b), la legiti 
midad del poder que la requiere; 

30 que es un deber ineludible del Gobierno Federal, intervenir 
en el territorio de las Provincia, aún cuando no medie requisición 
de las autoridades constituidas, en estos casos; y 

4” que, en consecuencia, la requisición no es más que el pro- 
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cedimiento ordinario ¡por medio del cual el Gobierno Provincial 
pone en antecedentes al Gobierno Federal para que cumpla la ga- 
rantía estipulada por la 2” prarte del artículo 6”, requisito que el Go- 
bierno Federal debe entender cumplido por la elocuencia de los 
hedhos que ¡hagan peligrar la estabilidad o la existencia de las au- 
toridades constituidas a las cuales la C. N- hace la ¡promesa formal 
de sostener o restablecer en los casos prescriptos por el mismo ar- 
tículo 6%, sin que su efectividad dependa de. forma alguna 
de procedimiento de parte de las mismas. Parécenos que no es 
“sólo su consentimiento el que motiva la ingerencia del poder nacio- 
nal” en las Provincias, como dice el eminente constitucionalista Dr. 
Joaquín V. González. Hay graves razones de orden y de seguridad 
nacionales, de alta ética política y ¡previsión ¡patriótica que no sólo 
justifican, sino ¡que ordenan una intervención de oficio del Gobierno 
Federal, en los casos de sedición o de invasión de otras Provincias, 
sin que pueda aguardarse “el consentimiento que allane la jurisdic- 
ción provincial” cuando la elocuencia de los hechos venga a suplir el 
silencio de las autoridades constituidas. 

La requisición de las autoridades provinciales es, a nuestro 
entender, o una seria advertencia al Gobierno Federal o un detalle 
sin transcendencia, nunca la razón única ni la causa suficiente del 
ejercicio de la 2* parte del artículo 6”; porque, siendo justamente mo- 
tivada, acusa imprevisión o desidia del Gobierno Federal, ya que la 
sedición o la invasión de otras Provincias que amenaza o depone 
a las autoridades legítimas constituídas, son causas más que sufi- 
cientes para alterar el goce y ejercicio de las instituciones locales pa- 
ra viciar la forma républicana de gobierno, en cuyos dos casos el Go- 
bierno Federal está obligado a intervenir de oficio, en virtud de los 
artículos 5” y 6%; o porque, no siéndolo, no basta (para obligar al Go- 
bierno Federal a intervenir en luna Provincia, en virtud de la ga- 
rantía consignada en la 2* ¡parte del artículo 60. 

“Y entiéndase bien que no discutimos el postulado incontro- 
vertible en nuestro sistema federal: que el Gobierno Federal está 
obligadc a intervenir en todos los casos que sea legítima y justamen- 
te requerido por las autoridades constituidas. ¡En este caso, sí “el re- 
querimiento supone la insuficiencia de los medios ¡propios para soste- 
ner sus autoridades, y señala el principio de los poderes nacionales en 
su ayuda y protección” (Dr. J. V. González). La requisición es, en- 
tonces, al decir de Sarmiento, “la forma del derecho .que la C. N. ha 
dado a las Provincios de mantener sus autoridades constituidas, y 
cilla impone al Gobierno Federal el deber de acudir en su protección” 

Y no puede ser otro el sentido de la reforma del 60. Decir lo 
contrario sería sostener la enormidad de que la supresión del “sin 
ella” significa que el Gobierno Federal no puede intervenir en los 
casos en que las autoridades constituidas no pueden materialmente 
requerirla. 

La misma Comisión Revisora explica “que de la jurispruden- 
cia emanada de la Constitución de los EE. UU., resultaba, también, 
sin necesidad de decirlo, que el Gobierno Nacional intervenía sin 
requisiciones cuando se había hecho violencia a las autoridades cons- 
tituidas y la requisición era físicamente imposible”. 

El requisito agregado al artículo 6” por la Convención del 60, 
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tiene, como se vé, una significación limitada; y sería igualmente 
anticonstitucional y antipatriótico el Gobierno Federal que se cru- 
zara de brazos ante una sedición que depusiera a las autoridades de 
una Provincia, aguardando su requisición, como el Gobierno Fe- 
deral que, haciendo caso omiso de la requisición, interviniera. de oft- 
cio en el territorio de una Provincia ¡para realizar sus designios po- 
líticos o sus intereses particulares. “De este modo, d:ce el Dr. Araya, 
la facultad de intervenir perdió el derecho de adoptar formas capri- 
chosas, presentándose sin los justificativos, 1* de una requisición de 
las autoridades provinciales, 2* sin tuna petición ¡por ¡parte del pueblo, 
2 sin una conmoción interna o 4” sin un “ataque externo que la 
autorizara”. 

Villoughby, comentardo el caso Luther v. Borden, dice: 
“.. conforme a esta cláusula (se refiere al artículo análogo a nuestro 
art. 6% de la Constitución de los HE. UU.) el Gobierno Federal es” 
tá obligado a proteger a los diversos Estados no sólo “contra los ata- 
ques de poderes extranjeros para imponerles gobiernos que no son 
de sw propia elección, sino también contra la acción revolucionaria 
de parte de sus mismos ciudadanos”. 

La jurisprudencia norteamericana, por otra parte, de acuerdo 
a la ley de 1895, ha establecido que si bien el Gobierno Federal no 
puede intervenir motu propio en los Estados, en caso de violencia de- 
méstica si no es previamente requerido por la Legislatura o por el 
ljecutivo (si aquélla: no pudiera ser convocada), según dispone ex-- 
presamente el artículo 4%”, sección TV de la Constitución, en el caso 
de que una insurreccin dentro de un Estado violente las leyes nacio- 
nales u obstruya los instrumentos del gobierno de los EE. UU., o 
interrumpa la realización de las funciones del mismo, el Presidente 
puede intervenir sin esperar la requisición del gobiernó o de la 
legislatura del Estado” (González Calderón). 5 i 
| Por los fines para que fuera provista, por los deberes correla- 
tivos al artículo 5”, por la amplitud de la medida expeditiva y am- 
plia que la €. N. pone en manos del Gobierno Federal para hacer 
crectiva la garantía constitucional a las autonomías provinciales, la in- 
tervención federal en las Provinsias es una oblivación constitucional 
del Gobierno Federal siempre que se realice uno cualquiera delos 
casos previstos por el artículo 6%, con o sin requisición de las auto- 
ridades constituidas. Frente a esta interpretación racional de la cláu- 
sula que nos ocupa, cabe exclamar con Estrada? “Cualquier areu- 
mento que pudiera arrancarse de los antecedentes del país, es insig-*. 
nificante ante la claridad de los textos constitucion 

Sí la sarantia federal es más amplia que la que los demás paí=* 
DE que han adoptado el sistema tederal, prestan a los Estados, el mez* 
G10 de hacerla afectiva, vale decir, la intervención debe ser más am- 
plia y concordante. “Para decidir si ha llegado o nó el momento de 
A A tdo 
na, dice el Dr. Varela El Ao id rana provincial algu- 
DEE RN E , para llenar los altos fines que la 
Constitución le ha conferido, de garantizar a las provincias el goce y 
ejercicio de sus instituciones (art. 5%) y a los gobiernos el imperió "de 
an autoridad local (2* parte, artículo 6%), procurarse las informaciones +! 
quejuzgue necesarias, empleando al efecto todos los medios que su 
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propia discreción le aconseje”. (Y así obró el Gobierno Nacional en 
15886, enviando a Córdoba al Comisionado Dr. Varela para requerir 
informes sobre el conflicto de poderes planteado entre el P. E. y la 
Legislatura, que no dió lugar a intervención del Gobierno Federal 
porque, de acuerdo a la medida (previa adoptada por el Gobierno Na- 
cional, se trataba de un conflicto que como dite el mismo Dr. Varela, 
“en esencia, no afectaba el mecanismo institucional de la Provincia, 
en cuanto a las relaciones que siempre existen entre gobernantes y 
gobernados”). . : 
XIII 


Ahora bien, requerida la intervención federal por las autori- 
dades legítimamente constituídas ¿qué obligaciones tiene el Gobier- 
no Federal? 

Supuesto el caso uqe las autoridades provinciales están seria- 
mente amenazadas o ya depuestas por sedición o por invasión de 
otra Provincia, el Gobierno Federal tiene, como hemos visto, el 
deber ineludible de tomar en consideración “la forma del derecho que 
el art. 6, acuerda a las mismas”, es decir la requisición. En mérito 
de la parte pertinente del art. 6”, el Gobierno Federal contrae la obli 
fación imperativa de prestar su auxilio a las autoridades constitui- 
das, cuando sea requerido expresa o tácitamente. Nos alcanza para 
afirmar esto la razón que expone el Dr. Varela cuando dice: “Cuan- 
do ( el Gobierno Federal ) interviene a requisición de un poder cons- 
tituíido, que se considera amenazado, el Gobierno Federal no proce- 
Ge por voluntad ni ¡por facultad discrecional sinó en mérito del dere- 
«cho que el art. 6” ha acordado a los gobiernos de Provincias para pe 
dir al Gobierno Federal el ser sostenidos o repuestos, según sea que 
la sedición los amenace o los deponga”. Agregamos que la razón de 
ser de este derecho de los gobiernos provinciales no está en su pe- 
dido y que, por ende, no puede hacerse depender exclusivamente de 
sy requisición sino de las causas reales que motivaron el reconoci- 
miento constitucional de ese derecho. Presentes las causas, el Go- 
bierno Federal debe intervenir para realizar el derecho que la Cons- 
titución acuerda a los gobiernos provinCiales, sin que causa alguna 
agena a ellas, pueda impedir el cumplimiento de un deber del Go- 
bierno Federal, cual es el de garantir la estabilidad y seguridad de 
las autoridades constituidas. El Gobierno Federal debe, nués, ern- 
tender suplido el silencio de las autoridades constituidas, en estos 
casos, ya sea quie éste dependa de su voluntad o de los mismos he- 
chos producidos. El derecho que consigna la 2a. parte del art. 6”, no 
puede depender de la voluntad de los gobernantes o de la fuerza de 
los mismos hechos que provocan su ejercicio y que motivaron su re- 
conocimiento expreso en la C. N. 

Se hha hecho notar justamente que este deber es ineludible y 
único del Gobierno Federal Argentino, ¡porque las Provincias no tie- 
nen como los Estados norteamericanos, p. ej., facultad alguna para 
armar milicias y sofocar la sedición que amenace la existencia de 
sus autoridades constituidas. La acción del Gobierno Federal se ori- 
gina, pués, en la imposibilidad de sofocar el desorden con los me- 
dios de que dispone el gobierno provincial y comienza allí donde 
termina la acción del Estado amenazado. Por otra parte, la sedición 
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es indicio claro de la alteración inminente de la forma republicana 
de gobierno y reclama la atención especial del Gobierno Federal 
compelido claramente por los artículos 5* y 6% a garantirla amplia- 
mente. 
Por otra parte, este deber surge de un derecho claro que la 
Constitución ha reconocido expresamente a las autoridades cons- 
tituúídas de las Provincias y que no tiene pre“edentes de ninguna 
clase. Ya hemos visto cuán distinto es el origen de las cláusulas 
de nuestra Constitución y la Norteamericana, en lo que a EStOSe 
refiere, por la razón que expone el Dr. Florentino González. De pa- 
so diremos que no nos parecen aceptables sus conceptos sobre esta 
earantía a las autoridades provinciales que considera incompatible 
con la forma republicana de gobierno que aconseja que se deje a 
los que tienen el derecho de constituir un gobierno y elegir sus man- 
datarios, el poder de Conservarlos o nó en su puesto”; y además, 
“Sumamente peligrosa porque pone en manos del Ejecutivo (*) un 
arma de que puede abusar para causar los más graves trastornos, 
en lugar de servirse de ella ipara fines útiles y favorables al orden Y 
la libertad”. Y nos permitimos discrepar con tan iustre opinión, 
12 porque, si bien uno de los caracteres de la forma republicana 
de gobierno es la libre emisión del sufragio, la elección de sus manda: 
tarios, es otro igualmente apreciable y sagrado la renovación regular 
y periódica de los mismos, que pisotea y ultraja gravemente la sedi- 
ción ; 2” porque, este poder no ha de ponerse en manos del P. E. sino 
como ejecutor del mandato expreso del Congreso. 

Creemos, pues, que la intervención del Gobierno Federal pro- 
cede a requisición de sus autoridades Constituídas, en la forma ex- 
presada o tácita que hemos explicado, en caso de sedición o invasión 
de otras provincias. 

Esto da lugar a preguntar: ¿Basta esta requisición del gobier- 
no, provincial para justificar la intervencin del Gobierno Federal en 
las Provincias? 

Nos atrevemos a contestar que, si así fuera, el medio provisto 
por la C. N. para hacer efectivas las garantías consagradas por los 
“artículos 9” y 6”, podría. usarse para menosCabar la autonomía pro- 
vincial por intereses políticos y acabar por subordinarla a los deseos 
de la política central. 

No basta, a nuestro juicio, la simple requisición de las au- 
toridades locales para motivar una intervención federal, por aquié- 
llo de que los medios de hacer valer un derecho valen sólo lo que 
valen las razones que fundamentan ese derecho. Hemos dicho ya 
que la requisición no es más que “la forma del deredho” acordado a 
las autoridades constituídas ¡para ha“er valer el que les confiere la 
segunda parte del artículo 6”. Requerida la intervención federal cum- 
ple examinar la forma y la razón del derecho invocado para abrar 
en consecuencia. “El poder federal, dice el Dr. Barraquero, no debe 
proceder con ligerezafi ni como un poder autómata obligado a ir don= 
de lo llamen : no, el debe examinar previamente las condiciones 
constitucionales de cada Caso y sólo prestar su, apoyo cuando crea 
que es un deber hacerlo, porque de otra manera resultaría que, más 


de una vez, ampararía al fraude y a la violencia, creyendo amparar 
los derechos y las libertades del pueblo”. 
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Ya hemos visto que corresponde originariamente al Congre- 
so dictar la ley de intervención y pronunciarse en cada caso sobre 
ella. “El debe juzgar, dice el Dr. Joaquín V: González, cuález son 
los hechos, las causas, los poderes, los medios que determinen la 
forma en «qiwe el Gobierno Federal debe intervenir”, dictando la 
ley general e indeterminada o espetial y determinada y las instruic- 
ciones de cada caso, “ajparte de las facultades que ¡pertenecen al 
P. E., como ejecutor de las leyes nacionales y jefe de las fuerzas de 
neaide mar. y tierra. 

EA. mterviene, pués, en estos casos, como simple ejecu- 
tor de la ley de intervención. 

En los EE. UU., el Presidente, de acuerdo a la Ley de 1795, 
puede decidir, por sí, bi debe o no acudir a una requisición de un Es. 
tado, cohonestándose este poder con la ne“esidad e interés de una 
acción enérgica e inmediata. En ausencia de una ley reglamentaria, 
no podemos afirmar que tal facultad sea dable al P. E. de nuestro 
país y entrevemos, desde ya, el grave peligro que entrañaría de- 
jar librada esta facultad al Presidente de la República, el cual po- 
dría llegar hasta fomentar la sedición en las Provincias, — si así 
conviniera a sus intereses 'partidarios, — para decidir por sí y an- 
te sí la acción federal provocada por la requisición que él mismo ha 
originado. 

Advertimos ¡que no debe Confundirse esta facultad del 
Ejecutivo para decidir una intervención sin previa autorización del. 
Congreso, con la facultad que ¡posee el Presidente de la Nación en 
virtud del artículo 00, para hacer ¡uso de las fuerzas nacionales pa- 
ra restablecer el orden y la tranquilidad perturbados por causas 
eSraves. 

Es prudente, pués, confiar la facultad de decidir si el Gobier- 
no Federal acude o nó a una requisición del gobierno provincial, al 
Congreso de la Nación. 
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¿Quién bebe requerir la intervención, en los casos de sedición 
o de inivasión de otra Provincia? 

¡De acuerdo al artículo 6%, la intervención federal, en estos 
casos, debe ser requerida por “las autoridades constituidas” 

La Convención del 60, apartándose del modelo norteamerica- 
no, al cambiar la parte del artículo 6*, que decía: “con requisición 
Je las legislaturas o gobiernos ¡provinciales”, por “autoridades cons- 
tituídas, — da a entender que amipliaba el Círculo de las autoridades ' 
que constitucionalmente podían requerit la intervención; y, por con- 
siguiente, que la requisitoria de intervención no es un acto exclusi- 
vamente legislativo, como entiende la jurisprudencia  norteame- 
ricana, . ¡ 
“La Constitución argentina (dice el Dr. M. de Oca), nou ha 
e PE a la letra el ¡precepto de la Constitución americana ni en 
cuanto a las autoridades que deben decidir la intervenCión, ni en 
, cuanto a las que deben pedirla”. 

La brevísima y obscura discusión que al respecto se hiciera 
en el seno de la Convención examinadora, no explica el justo al- 
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cance de los términos empleados; ¡pero, un consensus general ha 
dado en entender por “autoridades constituidas” a “las 3 autoridades 
principales que forman la esencia de todo gobierno constitucional : 
la Legislatura, la Ejecutiva y la Judicial”. En ninguna forma 
puede, pues, entenderse que esas palabras se refieran a cualquiera 
otra autoridad subalterna, restricción que, por otra parte, corrobo- 
ra la réplica lacónica del General Mitre al Diputado Salas: “Una 
cosa quiere decir constituído en autoridad y otra, autoridad consti- 
tuída”. 

En el tecnicismo constitucional, “autoridades constituidas” 
significaría, pués, las autoridades que Constituyen los poderes esen- 
ciales del Gobierno. | | 

Tal vez forzando un tanto el sentido de la obsqura aciara- 
culo 6” comprenden también “al órgano por el que se manifiesta 
ción del General Mitre, se ha entendido que estos términos del artí- 
la función constituyente de la Provincia, vale decir, la Convención”. 
Según el Dr. González Calderón, la expresión “autoridades consti” 
tuádas”, de nuestro artículo 6%, fué tomada seguramente del texto 
suizo que garantiza “los derechos y las atribuciones que el pueblo 
ha conferido a sus autoridades”. “Tiene así esta cláusula mayor am- 
plitud que la que fluye obviamente del texto norteamericano”. 

Esta amplitud ha parecido, y con razón, un tanto defectuosa. 
La requisición, de acuerdo con el concepto originario de la doctrina 
y jurisprudencia norteamericanas, es un acto eminente legislativo, 
de cuya naturaleza se enriquece con innumerables ventajas. 

La C. N. Confía, según el Dr: A. de Vedia, en (primer término 
a la Legislatura local, la fadultad de requerir la garantía o protec- 
cicón del Gobierno Federal, pero la cláusula constitucional tiene el de- 
tecto de extender esa facultad al Poder Judtical, “con peligro de 
complicarlo en las agitaciones políticas de la Provincia”. | 

. . «¿Cuál de estos poderes ha de requerir la intervención ? 

“Podrían solicitar la intervención, indistintamente, los po- 
deres ejecutivo, legislativo y judicial, cuando cualquiera de ellos 
estuviera en peligro, por las circunstancias que la misma Constitu- 
ción enuncia”, dice el Dr. Montes de Oca. 

El Dr. González, por su parte, agrega que cualqniera de estos 
tres poderes y también la Convención Constituyente siempre que se 
hayan constituído legalmente,, pueden requerir la intervención fe- 
deral; eh De Ja iV. González, para no citar otros autores, dice: 

Cuál de éstos debe soiilCtar la intervención sólo podrá determinar- 
se con arreglo al propio derecho local. Aunque es lógico conceder 
penal o enlado que Tora que e ves amvado, Sul 
ser sostenido o restablecido segí ee E das pa eS 

, :1do, según el caso”. 

¡ En el año 1870, al debatirse la Constitución de la Provin- 
e o tes Pe somos LON 
acuerdo al artículo 6". moción MaS ata: la intervención, de 
a que el Poder Judicial | iede o E AS ara on 
sus miembros no cad, Aries ro ÓN peigro ae E 
ECO: De ro 2% rea he an decía el mismo 
generalmente de los efectos de la seltición Pe AN 

e A El o de la rebelión”. 
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Por la casi imposibilidad de ¡que el Poder Judicial se vea 
cohibido o menoscabado, por la razón que daba (Estrada; por la 
conveniencia de sacrificar una fatultad, (que en caso excépcio- 
nalisimo no podría negársele pero que es prudente no reconocér- 
sela como ordinaria), a la magestad e independencia de la Justicia 
que puede comprometerse por intereses ¡políticos, creemos que no 
es conveniente ni necesario reconocer expresamente al Poder Judi- 
cial la facultad de requerir la intervención en el caso contemplado: 

La generalidad de los autores habla de “autoridades cons- 
tituidas legalmente”. Ahora bien ¿qué se entiende por autorida- 
«es legalmente constituidas? 

Autoridades legalmente constituídas son las que se han 
constituido de jure; de ningún modo, las autoridades de hecho, 
las autoridades existentes. “Las existentes, dice el Dr. M. de Oca, 
no sólo están inhabilitadas para reclamar amparo, a fin de repo- 
nerlas si han sido depuestas, sino que el Estado podría acudir 
motu propio a los objetos de los artículos 5” y 6”, para garantir la 
forma republicana de gobierno, para asegurar a la Provincia el go- 
ce y ejercicio de sus institutiones”. 

Puede darse el caso que dos autoridades imvoquen ser la 
legítimamente constituida. En tal caso, dice el Dr. J. V. Gon. 
zález “se da gren importancia al hedho de haber sido alguna de 
ella reconocida en forma oficial ¡por alguno de los poderes de la 
Nación.” ! 

Y también, “se presupone reconocido el caráfter republicano 
de gobierno, dice De Vedia, y su legitimidad, cuando los senadores y 
representantes del Estado han sido admitidos en los consejos de la 
Unión”. 

De modo, que el artículo 6? prescribe que la requisición de- 
be ser hecha por las autoridades constituidas legalmente, nunca 
por las de hecho, y que se entiende corrientemente por “autorida- 
-des constituidas”, a los 3 poderes esenciales de nuestra forma de 
gobierno. : | 

Las autoridades de fatto no pueden nunca invocar derechos 
ni requerir la intervención del Gobierno Federal para sostenerlas, 
pretextando incapacidad o abuso de las autoridades legítimamente 
constituidas, porque la sedición, que barre con ellas, es un delito 
calificado por la misma Constitución y un delito no puede erigir y 
consagrar derechos al poder, ni es el medio regular y constitucional 
de ejercer los derechos del pueblo en lo que a la elección de sus auto- 
ridades se refiere; ni el Congreso (puede desestimar un pedido de 
intervención de las autoridades legítimamente constituidas, depues- 
tas por la sedición, porque ello equivaldría a legitimar un delito y 
a justificar el desorden y “porque, como expone el Dr. Varela, los 
errores no pueden caducar su existencia (de las legítimas auto- 
ridades), ni invalidar su requisición” y “porque la existencia de 
un poder público, no depende de errores de procedimiento”. 

Pregúntase si una corporatión, un gremio, un partido polí- 
tico, o cualquier grupo de personas que represente un nmero consi- 
derable de ciudadanos de tuna Provincia, pueden requerir la inter- 
vención federal a los efectos del artículo 6” La contestación fué 


dada en el Senadó Nacional en 1890, a raíz de un pedido de interven” 
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ción formulado por vecinos de Mendoza que invocaban el artr 
culo 14 (derecho de petición) ¡para poner en antecedentes al Go- 
bierno Federal de la subversión de la forma republicana de gobierno. 
El Senado consideró que un grupo de personas no tenia derecho 
para requerir la intervención, de acuerdo El artículo 6”; y AN 
otra parte, no existía la tal subversión, no procedía la interven Ea 
motu «propio para ¡garantir la forma republicana de gobierno o € 
goce y ejercicio de las instituciones locales. 


Esta requisición, a nuestro juicio, debió dirigirse a uno de 
los poderes provinciales y si, por razones de cualquier “indole, no hu- 
biera sido debidamente atendida, debió elevarse al Congreso de la 
Nación ¡por medio de su representación nacional. Ya hemos visto 
que el artículo 6” acuerda sólo a las autoridades constituidas el de- 
recho de requerir la interven“ión federal en mérito de la garantia 
que les acuerda en contra de los desmanes del pueblo; e impone al 
Gobierno Federal el deber de intervenir de oficio para garantir 
el goce y ejercicio de las instituciones locales, sin que sea ne- 
cesario el pedido expreso del pueblo de las Provincias, que se en- 
tiende presente e imperativo en la situación que contempla el ar- 
tículo 6. | 


Dice el Dr. Araya que el Gobierno Federal no puede inter- 
venir motu propio, en los casos contemplados por la segunda parte 
del articulo 6%, salvo “requisición de sus autoridades constituídas o 
petición de parte de sus ciudadanos o de los partidos políticos, 
en uso de sus derechos y por causas graves que no se hallen ortgl- 
nariamente al amparo del Poder Judicial de la Nación”. Cita en 
defensa de su opinión, la de Story y la de Calvo, que se refiere a 
las consecuencias violentas que podrían seguirse de una situación 
anormal en las Provincias que no fuera tomada en cuenta, por cual- 
quier causa, por el Gobierno Federal. “El Congreso, —dice Story,—no 
puede tocar el derecho que tiene el pueblo de reunirse pacíficamente y 
dirigir peticiores para obtener la reparación de sus ofensas”, “porque 
aún cuando el pueblo por sí mismo no delibera ni gobierna, como lo 
dice nuestra Constitución, —agrega Calvo comentando las palabras 
de Story, —Iindudablemente influye en las deliberaciones gubernativas, 
cuando sin violencias muestra su fuerza real por el número de 
adherentes a la idea que quiere hacer triunfar”. 


Un grupo de personas puede, pués, peticionar de acuerdo al 
artículo 14; nunca puede requerir por sí, en nombre del artículo 6?: 
puede hacer, ¡por medio de su representación nacional, que el Go- 
bierno Federal fije su atención sobre la situación provincial, - pa- 
ra intervenir, (si procede), de oficio, para garantir la forma repiu- 
blicana de gobierno, cuando se pperturben el goce y ejercicio de 
las instituciones locales, en virtud del dere“ho inalienable que con- 
sagra el artículo 5”; pero está reservado el Gobierno Federal deci- 
dir si procede o nó la intervención federal, haciendo abstracción 
del pedido ¡popular y teniendo en cuenta si los actos denuncidaos 
afectan las prerrogativas y derechos del pueblo o los derechos del 


gobierno de la Nación, y provocan en realidad la ingerencia del Go- 
bierno Federal. 
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CASOS ¡EN QUE PROCEDE LA INTERVENCION LEGITI- 
MAMENTE REQUERIDA 


1” de sediCión, 
22 o de invasión de otra Provincia 


El artículo 22 de la C. N. define la sedición: “Toda fuerza 
armada o reunión de ¡personas que se atribuya los derechos del 
pueblo y peticione a nombre de éste, comete el delito de sedición”. 

El Dr. Vélez. Sarsfield, interpretando el sentido de la refor- 
ma del 60, decía: “Se llama sedición toda violencia doméstica o in- 
terior que llegue a ocurrir”; definición «um tanto amplia y vaga, si 
se quiere, ya que no ¡pueden calificarse de sedición “los conflictos so- 
bre dere“hos o atribuciones que pueden ocurrir entre los poderes in- 
ternos de una misma Provincia”, que estarían dentro de la defini- 
ción de Vélez Sarsfield, y que no podrían dar lugar a una inter- 
vención federal, mientras no se alterara la forma republicana de 
gobierno, ya (que, como dice el Dr. J: V. González: “Es regla: de 
todo gobierno federativo que estas cuestiones corresponden al fue- 
ro local, ya para ser resueltas ¡por el pueblo mismo, ya por el po- 
der o poderes que las respectivas constituciones hubiesen creado pa- 
ra ejercerlo, pués tal es el objeto de ellas”. 

¡Creemos más lógica y exacta, la definición del Dr. M. de Oca ;- 
“Siempre que el orden público se perturbe, siempre que una porción 
de pueblo artuado o no, se levante contra las autoridades constituí- 
das, existe el delito de sedición”, que da motivo innegable a la inter- 
vención del Gobierno Federal: 

El Dr. Luis V. Varela, amplía esta difinición, cuando dice in- 
cidentalmente: *.... la sedición que depone o amenaza a las autorida- 
des constituídas, puede venir lo mismo de una legislatura o de un eje-. 
cutivo que ejerce presión sobre otra autoridad constituida, como de 
una asonada tumultuaria, formada por una masa de pueblo armado”.- 

“En cuanto a la invasión de otra Provincia, dice el Dr. Gonza- 
lez,- parece, según los términos empleados, que se refiriese a ¡grupos 
a fuerzas armadas del pueblo, dirigidos con el exclustvo objeto de 
deponer las autoridades constituidas de la Provincia invadida; pués, 
el caso contrario, en que se tratase de Provincia a Provincia, como 
entidades políticas, se halla definido en el art. 109, como sedición”, y 
entonces se lhallaría comprendido en el caso anterior. 

Produciéndose, pués, una sedición o una invasión de otra Pro- 
vincia con las características enunciadas, procede la intervención fe- 
deral, a requisición de. las autoridades constituídas, como un deber 
ineludible. 

Cabe ahora preguntar, el G. Federal; puede desestimar una 
requisitoria (a) o porque no ha sido hecha por autoridad consti- 
tuída; (b) o porque no se presenta, en realidad, ninguno de los ca- 
sos previstos expresamente por el artículo 6”? 

a) “No se puede negar al Gobierno Federal, — dice el Dr. 
M. de Oca, — la facultad de desestimar el pedido, si las autoridades 
que solicitan la intervención no está legalmente conetituídas, en 
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cuyo caso, por más que la requisición se produzca, los poderes cen- 
trales pueden no hacer lugar a la solicitud presentada, y decretar 
motu propio una intervención a los objetos de los artículos 5” 6, 
para garantir la forma republicana de gobierno y asegurar el goce y 
ejercicio de sus instituciones”: 

hb) No presentándose ninguno de los casos taxativamente 
enumerados en el artículo 6”, en su parte pertinente, es decir, en los 
casos de sedición, de invasión de otra Provincia o de peligro inml- 
nente de uno de estos delitos definidos por la C. N., la interven- 
ción federal a requisición de las autoridades legalmente constitut 
das. para sostenerlas o restablecerlas, s] hubiesen sido depuestas, no 
procede. Afirmar lo contrario, sería justificar la ingerencia arbitra- 
ria del Gobierno Federal, el cual podría llegar hasta complicar a 
las autoridades locales, por conveniencias políticas, en la provo- 
cación de este caso; o también, dar lugar a abusos de este dere- 
cho por parte de un gobierno provincial que deseara estar constan- 
temente apoyado por el Gobierno Federal. 

El Gobierno Federal, al intervenir en las Provincias, reali- 
za un acto eminentemente político-federativo, provocado tor he- 
chos definidos, que comienza por mn pronunciamiento legislativo que 
debe fundamentarse sólidamente. En el seno de las Cámaras, an- 
tes de dictarse la ley de intervención, deben examinarse los títulos 
constitucionales que invocan las autoridades requisidoras; su acción 
politica-administrativa; y los motivos públicos ¡que haya podido te- 
ner la sedición popular, así como la realidad del peligro o de los 
hechos que han dado origen a la requisición. De este examen y de 
este pronunciamiento político-legislativo que valora las causas y 
determina los fines de la intervención, en cada caso; de esta ley que 
autoriza el ejercicio de la soberanía nacional, enervando la sobe- 
ranía provincial, depende la acción futura del Poder Interventor, 
cuyas facultades están limitadas y determinadas, antes y original- 
mente por las causas y los fines, que ¡por la misma ley de inter- 
vención que aquéllas provocaron. Por esta razón, nos adelantamos a 
expresar que creemos inadmisible, por la naturaleza de la requi- 
sición y por los fines que inspiraron esta parte del artículo 6", que 
“el ¡poder central está obligado (constitucionalmente) a acudir al 
territorio de la provincia, a reponer las autoridades constituidas”, 
si la sedición representa la acción desordenada y anticonstitucional, 
pero única radical, de la mayoría del pueblo que no tiene otro me- 
dio, después de haber recurrido a todos los legales, de reaccionar 
contra los malos gobernantes; y menos aún que, en este caso espe- 
cialisimo, “la Constitución le imponga (al Gobierno Federal) la 
obligación neta de restablecerlo”. (M. de Oca). “(El sistema decla- 
rado y en acción es lo que la C. N. quiso garantir a las Provincias 
(dice el Dr. Araya) y es su existencia, lo que los poderes constituíí 
dos pueden invocar en su favor para sostenerse”. Así lo ha entendi- 
do la práctica y sólo así se salvan los derechos inalienables que 
consagra el artículo 5” de la Constitución Nacional: 

Y por idénticas razones, aún cuando la requisición provi- 
niera de autoridades legítimamente constituidas, si no existen real- 
mente los casos expresamente enumerados por el artículo 6%, el Go- 
bierno Federal puede desestimar la requisicón. “Un conflicto de 
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poderes (Poder Ejecutivo) que no afecte los derechos del pueblo, 
que no motive reclamo de los ciudadanos, — dice el Dr. Varela, — 
que se encuentren oprimidos por la tiranía, no da acción al Gobier- 
no Federal, en tanto ¡que las prerrogativas del Gobierno de la Na- 
ción no se encuentren amenazados o atacadas por ese conflicto.”. 

En resumen, sí la intervención es requerida, el Gobierno Fe- 
deral debe juzgar si corresponde en realidad sostener o restablecer 
las autoridades constituidas. En caso negativo, no puede intervenir 
porque no se justificaría, en nombre del artículo 6”, la excepción 
extraordinaria que se hace al artículp 105, que no pueden ejercitarse 
conjuntamente, como dice el Dr. Matienzo. Y estas conclusiones 
se aclararán aún más al estudiar el 
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OBJETO A QUE RESPONDE LA INTERVENCION A RE- 
QUISICION: 


1* para sostener (las autoridades constituidas); 
2* para restablecerlas, si hubiesen sido depuestas. 


Los Convencionales del 60 tuvieron en cuenta los serios pe- 
ligros y las graves consecuencias que podían seguirse de prolongarse 
una situación amenazante para un gobierno provincial, por no ¡po- 
der requerir legalmente la intervención federal hasta que su deposi 
ción se produjera. No era prudente aguardar la deposición de las 
autoridades constituidas para que éstas se consideraran autorizadas 
2 requerir la intervención federal, y por esta razón se agregó “para 
sostenerlas”, para explicar que la medida provista era igualmente 
preventiva. 

“Como los términos del artículo 6” son vagos, creemos, con el 
Dr. Montes de Oca, — que cualquier peligro (de esta naturaleza) 
autoriza a los gobierno a pedir la intervención nacional a fin de sos- 
tenerse, e impone al gobierno central el deber de acordarla, siendo 
las autoridades legalmente constituidas”. Es, en este caso, una medida 
preventiva cuyo ejercicio ha de discutirse ampliamente. 

[El artículo 6* dice en su parte final, que el Poder Federal in- 
terviene a requisición de las autoridades constituidas “para reponer- 
las si hubiesen sido depuestas por la sedición o por invasión de otras 
Provincias”. La redacción clara y explícita de esta parte del artícu- 
lo 6” no daría lugar a dudas ni a discusión, respecto al objeto a que 
debe ceñirse la intervención nacional en el caso presente: no hay 
más que reponerlas si son las autoridades constituidas legalmente, 
vale decir, las que actúan legal y constitucionalmente. [El Dr: Mon- 
tes de Oca dice textualmente: “Los interventores desempeñan real- 
mente el papel de autómatas, cuando se traa de autoridades legal- 
mente constituidas”. Pero ha parecido, y con razón, que “hay, en 
esta parte del artículo 6”, un error de redacción, porque no quie- 
re decir el medio provisto para hacer efectiva la garantía del artícu- 
lo -5*, que hayan de restablecerse o sostenerse las autoridades cons- 
tituídas entronizadas por el abuso de poder u oligarquía, sinó que, 
“por el contrario, debe procederse a estableecr nuevas autoridades 


de acuerdo a las ¡prescripciones constitucionales, aunque hubieran 
sido barridas por sedición”. (Gancedo). 

La intervención en estos casos obrará de acuerdo al articu- 
lo 6”, contribuyendo a la elección libre y legal de las autoridades 
constituidas. Pero, por el margen amplisimo que el texto constitu- 
cional deja a la hermenéutica, la aplicación de esta parte del articu- 
lo 6* se ha hedho en varios sentidos opuestos y aún contradictorios. 
“El texto del artículo 6*, — 'ha dicho con razón el Dr. Matienzo, — 
ha sido considerado bastante elástico para permitir, en caso de se- 
dición, las 3 soluciones siguientes, por contradictorias que parez- 
can: a) Reponer las autoridades depuestas por la sedición; b) Re- 
conocer las autoridades organizadas por la sedición; y c) Organizar 
nuevas autoridades, prescindiendo de las desconocidas y de las es- 
tablecidas por la sedición” (?). : 

Por estas razones, opinamos que las leyes dictadas en cum- 
plimiento de este mandato de la C. N., han de ser generales e in- 
determinadas, que ¡pongan en mano del Poder Interventor todos 
los poderes consiguientes, con la respectiva responsabilidad, [para no 
contrariar el espíritu claro de la última parte del artículo 6”, en ob- 
sequio a la letra del mismo. E. 

Comentando los fines ¡para que fuera creada esta garantía 
del artículo 6*, el Dr. Araya dice: “,..la autoridad nacional no ha- 
14 un poder indestructible de las autoridades caídas, porque no es su 
obligación reponer o apuntalar ciegamente buenos o malos gober- 
nantes”. 

El Gobierno Federal intervendrá, pués, a requisición, en vir 
tud de la segunda parte del artículo 6”, en el solo caso de que aqué- 
lla provenga de autoridades legítimamente constituidas, amenaza- 
das o ya depuestas por sedición o por invasión de otra Provincia, y 
al solo efecto de sostenerlas o de restablecerlas. 

Intervendrá igualmente, en este concepto, y al mismo objeto, 
cuando la requisición de las autoridades constituidas sea física y 
materialmente imposible, entendiendo suplido este requisito. por la 
gravedad de los hechos y los peligros que éstos entrañan. 

En ningún otro caso, aunque mediara una requisición de au- 
toridades constituidas de hecho, o erigidas por el pueblo sin los 
requisitos constitucionales, o que dicha requisición proviniera de 
partdos políticos, instituciones o corporaciones, etc, se podrá de- 
cir que el Gobierno Federal ¿mterviene en virtud de la garantía que 
«a segunda parte del artículo 6” consagra a favor de las autoridades 
constituidas, derecho que no puede invocarse sinó por las constitur 
das legalmente, vale decir, por las elegidas constitucionalmente y 
que realizan efectivamente el sistema declarado y en acción, según 
ya hemos dicho en varias partes; requisito: éste último tan. im- 
prescindible que podría invalidar la requisición de las autoridades 
constituidas de uma Provincia que no pudieran presentar al Gobierno 
Federal pruebas elocuentes de la existencia y ejercicio del sistema 
declarado, para exigir, en virtud del mismo artículo 6', su man- 
tenimiento; y llegar a ser causa suficiente de una intervención de 
oficio a los efectos de hacer efectivos el goce y ejercicio de las ins- 
tituciones locales, de acuerdo a los artículos 5* y 6, : 

En esos casos, el Gobierno Federal intervendrá de oficio, por- 


e 


que todo gobierno constituido a raíz de una violencia doméstica 
aitera la forma republicana de gobierno y el goce y ejercicio de 
las instituciones locales, por cuanto no se eligen sus autoridades 
e n comicios regulares, de acuerdo al artículo 22 de la C. N.; y en 
los casos de alteración de la forma republicana o cuando el goce y 
ejercicio de las instituciones locales se perturba, como hacen la se- 
dición y la invasión, el Gabierno Federal tiene el deber y el dere- 
cho de intervenir motu ¡propio a los efectos de los artículos 5” y 6. 

Con estas aclaraciones no parecerá tan defectuosa la redac- 
ción de la segunda parte del artículo 6*, ya que ella se limita a con- 
templar el caso ordinario, prescribiendo lisa y llanamente los lí 
mites de la acción federal en las situaciones contempladas, dejando 
a la hermenéutica constitucional la interpretación racional de sus 
alcances en los easos extraordinarios de los curles hemos dado 
ya algunos ejemplos. 

En julio de 1908, el Dir. Gancedo presentó al Congreso de la 
Nación un proyecto de reforma a la C. N., y en él proponía que 
el artículo 6” se modificara así: “El Gobierno Federal interviene 
en el territorio de las Provincias para ¡garantir ia forma repu- 
blicana de gobierno o repeler invasiones extranjeras; y a requisición 
de sus autoridades constituidas “cuando un grave acontecimiento 
imponga esa medida”; y exponiendo los fundamentos de esta re- 
forma, decía: “Desde que dice que la intervención es a objeto de 
garantizar la forma republicana de gobierno, se ha didho todo en 
cuanto a las cuestiones de orden interno”, y que la supresión de la 
última ¡parte del artículo 6”, se imponía para evitar interpretaciones 
literales. 

Ya acabamos de ver cómo se excluyen estas interpretaciones 
y creemos, por otra (parte, que la reforma propuesta por el Dr. Gan- 
cedo a esta parte del artículo 6” está muy lejos de resolver la cues- 
tión: sustituye simiplemente la actual redacción, cuyo sentido se 
explica fácilmente (cómo hemos visto), por otra de bastante am- 
plitud, ¡que 'ha sido justamente objetada ¡por cuanto deja ancho 
campo a lo anbitrario, por cuanto no define el objeto, y por otras 
razones de indole secundario; y, a la vez, defendida por el mismo 
Gancedo, al decir: “Poda intervención a los Estados debe ser siem- 
pre materia de ley dictada por un Congreso independiente, con el 
claro concepto de sus altas funciones y de sus responsabilidades, 
ageno a las impposiciones ejecutivas”. Baste responder que con tan 
ejemplar Parlamento, sobra la reforma y es excelente el texto ac- 
tual de la C- N. 

¡Esta cuestión es de las que, en teoría, pueden admitir so- 
luciones más o menos radicales, pero que presentan en la práctica 
graves inconvenientes por la imposibilidad de encuadrar la acción 
federal dentro de la independencia y ecuanimidad de objeto ¡que se 
tuvieron en vista al sancionarla. 


XVI 


Procede, pués, la intervención federal, en virtud de la se- 
gunda parte del artículo 6”, requerida por las autoridades constituí- 
das, al solo objeto de sostenerlas o restablecerlas : 
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1* Cuando la sedición las coloque en peligro inminente o 
as deponga realmente, siempre que didhas autoridades mantengan 
en ejercicio el sistema declarado, y la acción desordenada y an- 
ticonstitucional del pueblo no traduzca una reacción inspirada en 
motivos atendibles que representen sus legílimas aspiraciones, por 
haber sido pisoteados o desconocidos sus derechos por la tiranía 
v la oligarquía, en cuyo caso la intervención procedería de oficio, 
en virtud de otra parte del artículo 6* y del artículo 5”. 

2 Cuando o la invasión de otra Provincia deponga o ame: 
nace la estabilidad y las prerrogativas de los poderes constituí- 
dos; y 

3 Cuando la magnitud de un conflicto de poderes provincia- 
les sea tal que, sin llegar a provocar luna intervención de oficio a 
los efectos de los artículos 5” y 6”, ¡puede calificarse de sedición 
(según hemos definido con el Dr. Varela, página 47), porque im- 
porte, de hecho, la amenaza grave o la deposición de un poder po- 
lítico, aunque sin trascendencia inmediata en lo que atañe a la ga- 
rantía al pueblo que prescriben los artículos 5” y 6” en su prime- 
ta parte. 

La acción del Poder Interventor está determinada, co: 
mo ya hemos dicho en otra parte por los motivos media: 
tos que originen la intervención inmediata del Gobierno Federal; 2 
por los hechos inmediatos; y 3”, ¡por la imiposibilidad o insuficien- 
cia del gobierno local para resolver ¡por sí los conflictos plantea- 
dos, de acuerdo a la Constitución y leyes provinciales y sus re- 
cursos propios, que traduce la requisitoria o suple la elocuencia 
de los hechos producidos. 

En todo otro caso, la intervención requerida no procedería 
nunca en virtud de la garantia a las autoridades constituidas 
consignada en el artículo 6”. Podría ¡proceder en virtud de las ga- 
rantías al pueblo consignadas en los artículos 5” y 6”, y en este ca- 
so, su acción no tendría por objeto ni podría, en ningún caso, sos- 
tener o restablecer las autoridades constituidas, aunque mediara una 
requisición. 


XV III 

Ahora bien, en caso de conflicto de poderes, el modo de ejer- 
cer las facultades ordinarias de un poder provincial, ¿puede moti- 
var una intervención “para garantir la forma republicana de go- 
bierno”, o “para garantir el goce y ejercicio de sus instituciones ?” 

Mientras esta extralimitación o error de un poder no altere 
la forma republicana de gobierno, mientras no se afecten los dere- 
chos del gobierno nacional, y, en especial mientras el goce y ejer- 
cicio de las instituciones locales no se perturbe gravemente, la in- 
tervención federal amplia, a fin de cumplimentar los artículo 5” y 6”, 
no procede. 

Procede al único objeto de garantir la forma republicana 
de gobierno (artículo 6”, ¡primera parte) cuando ésta se altera o 
subvierte, vale decir: a) si el Ejecutivo realiza actos legislativos; 
b) o si la Legislatura ejecuta actos de gobierno y administración 
que correspondan exclusivamente a aquél; c) o si cualquiera de - 
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estos dos poderes ejercita derechos reservados al Poder Judicial; 
d) o si el Poder Judicial está impedido o menoscabado en su ejer- 
cicio por algunos de los poderes ¡políticos; e) o si el Poder Judicial 
mvade la esfera legislativa o ejecultiva; £) o si los colegios electora- 
les son menoscabados o se ultrapasan en sus funciones (Rodríguez 
Saráchaga); g) o si la Convención Constituyente es desconocida, 
hechos todos que van contra la división de poderes; h) o si el go- 
bierno de la Provincia resiste con armas al gobierno nacional; 1) 
o si el ejercicio del sufragio no es una realidad, motivo que puede 
invocarse igtalmente, al decir del Dr. Matienzo, para ¡garantir la 
iorma republicana de gobierno como para garantir el goce y ejer- 
cicio de las instituciones locales, de las cuales es el derecho básico 
del pueblo; j) o si los actos administrativos carecen de la publict 
dad debida, con fundada presunción de serias irregularidades; k) o 
si los mandatarios aspiran o de hecho se mantienen en el poder más 
tiempo que el establecido constitucionalmente; 1) o si los actos de 
los funcionarios carecen de sanción legal; m) o si hay desigualda- 
des que afecten seriamente el principio de la igualdad civil de todos 
los habitantes ante la ley. 

Procede la intervención amplia, a los fines del art. 50,, exclu 
sivamente, cuando, por cualquiera de las causas apuntadas, se afecten 
o se perturben los derechos y las ¡prerrogativas de los ciudadanos, 
porque ha sido el sistema declarado y en acción, lo que quiso garan- 
tir la Constitución a las Provincias. En los demás casos de conflictos 
de poderes, mientras no se vulneren los derechos del pueblo (art. do.) 
ni se ataque o haga peligrar la integridad de la forma de gobierno 
adoptada, (art. 60., la; parte) el Gobierno Federal no puede interve- 
nir a los efectos de ambos artículos. Si el Gobierno Federal intervi- 
niera, en estos casos, en las Provincias, a requisición de sus autorida- 
des constituidas, ha de limitarse “a obligar a los poderes públicos de 
la Provincia intervenida, a que se mantengan y desenvuelvan dentro 
de la órbita peculiar de sus funciones” (1. V. Varela) ; nunca podría 
reorganizarla totalmente, porque si interviene en virtud de reqhuisi- 
ción legítima, ésta haca presumir el imperior de la C. N. y el ejercicio 
regular de las instituciones locales, únicos requisitos ¡que dan derecho 
a las autoridades constitiudas para reclamar el auxilio federal, y la 
intervención federal no tiene otro objeto que el de sostener o de res- 
tablecer al poder menoscabado que no ha podido, dentro de los me- 
dios locales, resolver el conflicto provincial, requiriendo la ayuda na- 
cional para mantenerse. 

El caso más frecuente, es el del desconocimiento de los ac- 
tos de uno de los poderes políticos de la Provincia, ¡por el otro. Só- 
lo el del P. E., por ¡parte de la Legislatura, puede acarrear conse" 
cuencias graves a la administración pública privada de su jefe, y 
a li representación provincial que invisten los gobernadores de Pro- 
vincia. 

Y sólo en el caso que la respectiva Constitución provincial es- 
tableciera que esta grave medida procede en algún momento es- 
pecial (mientras la Legislatura substancia el juicio político del Go- 
bernador, p. ej.), el Gobierno Federal puede admitir constitucional- 
mente la suspensión temporaria del Ejecutivo provincial En otro 
caso, el Gobierno Federal, en virtud de la garantía prescripta por la 
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segunda parte del artículo 6”, y entendiendo también que el des: 
conocimiento arbitrario de mn poder por ¡parte de otro cualquiera, 
puede calificarse de sedición, debe restablecerlo, en el caso ordinario, 
v “llegar hasta la supresión total de los poderes existentes, porque 
ellos se alcen contra el gobierno de la Nación” (L. Vi. Varela). 

En resumen, para decretar la total reorganización de poderes, 
para llevar a cabo una “intervencin amplia”, es necesario y esen- 
cial que “los actos del gobierno local afecten las prerrogativas y 
ios derechos del pueblo de las Provincias, o del Gobierno Nacional”. 


es 
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XIX 


Las facultades verdaderamente amplias y discrecionales del 
Poder Interventor, en los casos en que procede en virtud de los ar 
tículos 5% y 6”, han hecho decir a algunos autores (que esta medida 
extraordinaria es contraria al espíritu de la C: N. El Dr. Lucio V. 
López, dice al respecto: “Ante los artículos 104 y 105 de la Carta 
Fundamental que nos rige, preceptos invariables de la soberanía 
nacional con que reconoce ampliamente las ¡prerrogativas de los Es- 
tados Confederados, las intervenciones armadas con las armas de 
todas las Provincias no tienen razón de ser en la forma que se han 
presentado sucesivamente en los estados, donde las mediaciones 
pacíficas del gobierno darían (?) todo el éxito que se propone el 
artículo 6% de la Constitución, hasta que la reglamentación de la 
ley de intervención venga a normalizar tan trascendental ejercicio”. 

Y agrega en otra parte de su obra: “Desde el momento que 
el P. El, por medio de las intervenciones federales, puede meterse 
hasta la última alcoba de la casa agena de los estados intervenidos, 
los derechos y garantías de los habitantes si no caducan por la fwer- 
za, quedan relegados a la impotencia, ¡ponque la intervención que 
aplasta todos los poderes, derrocando las autoridades constituidas, 
no han dejado asidero que valga un recurso para reclamar contra la 
acción desvastadora de gobiernos extraordinarios para deshacer y 
hacer situaciones en los Estados, conculcando los principios conser- 
vadores del artículos 105 de la C. N., que quiere y manda que las 
Provincias se den sus instituciones, se rijan por ellas, elijan sus go 
bernantes, etc., sin intervención del Gobierno Federal”. El Dr. Liu- 
cio V. López ¡parece atacar la constitucionalidad de las intervencio- 
nes “amplias”, ¡pretendiendo suplantarlas por las mediaciones pa- 
ciíficas del Gobierno Federal. Compartimos tan ilustre y autorizada 
opinión, por lo que tiene de excelente esta forma de intervenciones 
pacíficas, que tuvieron su aplicación, entre nosotros, en 1853, en el 
conflicto de las provincias del Norte solucionado ¡por la misión 
Paz-Lavaisse, y en 1857, en la intervención a La Rioja; pero nos 
permitimos discrepar, apoyados por el Dr. Luis V. Varela, por cuan: 
to no es este medio pacífico el más eficaz y expedito ni el esencial, 
a veces, para solucionar alteraciones graves de la forma republicana 
de gobierno que reclaman la intervención enérgica y amplísima del 
Gobierno Federal para devolver a las Provincias el goce y ejercicio 
de sus instituciones. Creemos, pués, que las intervenciones [pacífi- 
cas no darían, en ciertos casos, “todo el éxito que se propone el artí- 
culo €” de la Constitución”, y que, por el contrario, las intervenciones 
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amplias son el único medio de solucionar determinados desórdenes 
provinciales, estando comiprendidas, ¡por consiguiente, en el espíritu 
incontrovertible de la C. N: que hha debido pproveer, y lo ha hecho, 
un medio de hacer efectiva la garantía federal a las Provinoias, va- 
le decir, al ¡pueblo, correlativo en extensión a ésta, cuando causas 
graves lo justifiquen. Suiza ha interpretado el artículo 6”, como el 
Dr. López reccmienda, porque en su larga vida institucional no se 
ha visto nunca frente a los casos que nuestro artículo 6” ha pre- 
visto y que en la nuestra se ha producido con harta frecuencia. 

Por otra parte, la intervención federal, según la mente de 
aquéllos hombres que la sancionaron, no va a las Pro: 
vincias a elegir gobernantes, ni a dar instituciones, ni a 
atentar contra los derechos de los ciudadanos. Muy por el contrario, 
la intervención federal va a las Provincias, exclusivamente, a ¡garan 
tir el goce y el ejercicio de las instituciones locales y a restablecer el 
imperio de la forma de gobierno adoptada. “Se dice que las interven- 
ciones son una calamidad entre nosotros (decía el Dr. Estrada en 
1816) y que, por tanto, deben ser restringidas. Yo creo, por el con- 
trario, que las intervenciones son actos legítimos y lógicos de la so- 
beranía de la Nación que nosotros reconocemos y debemos recono" 
cer. Atendiendo al alcance de nuestras instituciones, atendiendo a 
nuestros más fundamentales principios de nuestro derecho ¡positi- 
vo y a los antecedentes históricos de este país, la soberanía nacional 
es coexistente con la provincial; ¡pero es también preexistente a la 
soberanía provincial. Así es que, entre nosotros, la soberanía ::.1cio- 
nal es superior a la soberanía provincial” “... Y así el derecho de in- 
tervención consignado en la Constitución, no tiene otro objeto que 
hacer prácticas las garantías, libertades y derechos que la C. N. ofre- 
ce a las Provincias”. 


XX 
¿CUANDO DEBE CESAR LA INTERVENCION REQUERIDA ? 


Contestando en términos generales, podemos decir que, la 
intervención requerida debe cesar inmediatamente después de ha- 
berse cumplido el objeto para que fuera requerida: 

Pero, se pregunta el Dr. Del Valle, citado por el Dr. Montes 
le Oca; ¿a quién compete juzgar sobre el retiro de la intervención ?; 
al gobierno provincial o al Gobierno Federal? 

El Dr. Del Valle, fundándose en que son las autoridades pro- 
vinciales las (que reclaman la intervención federal, dice que ellas 
mismas son las únicas competentes para decidir cuando ha desajpa- 
recido la necesidad del apoyo nacional. 

El Dr. Montes de Oca, dice: “Si se han llenado los objetos de 
la intervención, según el criterio del Gobierno Federal, puede re- 
tirar al Interventor cuando lo crea conveniente”. 

La aplicación exacta de uno u otro criterio, entraña, a nues” 
tro juicio, graves peligros. Si el Gobierno Federal estuviera obliga- 
do a mantener la intervención hasta que el Gobierno Provincial de- 
cidiera sobre su retiro, se presentaría el peligro real y efectivo que 
preveía el mismo Dr. Del Valle: que un gobernador usase de este 
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recurso vata estar constantemente apoyado por las fuerzas nacio" 
nales. Sí el Gobierno Federal pudiera en cualquier momento: dect 
dir motu propio sobre el retiro de la intervención, podría dar lugar 
a otro peligro, no menos real y efectivo: que se usara de esta facul- 
tad para desamiparar en cualquier momento a las autoridades pro- 
vinciales que no respondieran a la política del Gobierno Central. 
“Las facultades indispensables (para llenar el fin de la un- 
tervención, deben quedar caducas simultáneamente con la desapari- 
ción del hecho o causa que la motivó” (Barraquero). ¿Quién ha de 
pronunciarse sobre esta desaparición ? Dejar esta cuestión al arbi 
trio de uno uu. otro gobierno, indistintamente, sería dar lugar al co- 
metimiento de serios abusos ¡por una cualquiera de las causas apun- 
tadas. La solución está, a nuestro entender, en la conciliación del 
deredho que tienen las Provincias de solicitar el retiro de la inter- 
vencin, cuando crean desaparecido el peligro o causa que la motivó, 
y del derecho que tiene la Nación para considerar la oportunidad y 
la conveniencia del retiro, teniendo en vista los intereses de la con- 
iederación y los respetos ¡que merece la autonomía provincial. 


XXI 


LA INTERVENCION DURANTE Et+ RECESO PARLAMEN- 
TARIO 


Hemos visto ya que toda intervención debe ser materia de 
ley y que, en consecuencia, corresponde al Congreso dictarla en ca- 
da caso: Pero cuando el Congreso Nacional está en receso; ¿cuáles 
son las facultades del Ejecutivo para ejercer el artículo 6? 

Distingamos que se trata 1%) del caso de alteración de la 
forma republicana de gobierno; 2%) de invasión extranjera; 3”) de 
sedición, a requisición de las autoridades constituidas; 4”), del mis- 
mo caso, pero sin que medie requisición alguna, por cualquier 
causa. 

Ninguna luz ¡pueden aportarnos los antecedentes argentinos. 
El General Mitre, después de Pavón, intervino 10 [Provincias du- 
rante el receso parlamentario y más tarde, decretó las intervencio- 
nes a Catamarca y a Corrientes, sin recabar autorización legislati 
va. Sin embargo, al establecerse la discusión parlamentaria sobre 
este último acto del P. E., los Dres. Rawson y Del Carril dijeron: 
“Conviene establecer el precedente de que la intervención no puede 
ser decretada sinó por ley”; temperamento que el mismo General 
Mitre defiende en el Congreso, al discutirse en 1869 la facultad ori- 
ginaria, apesar, como dice Matienzo, de que él la había usado como 
Presidente. “Ninguno de los casos nuevos, — agrega el Dr. Ma- 
tienzo, — en las 3 presidencias que siguieron a la reforma del 60, 
ha creado jurisprudencia original”. 

Debemos, plues, recurrir a la doctrina y a la jurisprudencia de 
la fuente original del art. 6”. En el caso Texaz-v-Wihite la S. C. norte- 
americana estableció que las facultades del Presidente en los casos 
de urgencia eran provisionales y ¡que así había de entenderlo el Con- 
greso. 


En el caso de Luther-=vBorden, refiriéndose a los casos de 
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viclencia doméstica, la S. C. dice; “Corresponde igualmente al Con- 
greso determinar acerca de los medios adecuados ¡que deban adop- 
tarse para hacer efectiva esa garantía. Pudo, pués, si lo hubiera creí: 
«lo más prudente, haber confiado a un tribunal de justicia la facul- 
tad de decidir cuando ha llegado el caso que requiera la intervención 
federal. Pero el Congreso pensó de otro modo y, sin duda, más sa- 
biamente y ¡por la ley de 28 de Febrero de 1795, dispuso que en ca- 
so de una insurrección en algún Estado, contra el Gobierno del mis" 
mo,podrá el presidente de los E. 'E. U. U. ,a requisición de la Legis- 
latura de ese Estado o del P. E. cuando la Legislatura no pueda ser 
convocada, movilizar la milicia de cualquier Estado o estados, en el 
número que sea suficiente para dominar didha insurrección. Por es- 
ta ley, el poder de decidir si se han producido circunstancias que obli- 
guen al Gobierno Federal a intervenir, ha sido otorgado al Presiden" 
te. ¡El es quien debe considerar la requisición de la Legislatura o del 
Ejecutivo del Estado y, en consecuencia, determinar quienes enton- 
ces constituyen la Legislatura y quién es el Gobernador antes de des- 
empeñar el deber que le ha impuesto el Congreso”. 

En la célebre cuestión de la reconstrucción del sur, se ha creí: 
do ver establecido que el P. E. tiene poderes 'para ¡poner en ejercicio 
el art. €”, a fin de garantir la forma republicana de gobierno. “Esa 
afirmación, dice el Dr. Gonzalez Calderón;es errónea. Lincoln pro- 
cedió en los estados rebeldes ejerciendo los llamados poderes de 
guerra que la Constitución otorga al Ejecutivo nacional, y no en vir- 
tud de la cláusula de garantía, que no se invoca en sus célebres ¡ppro- 
climas”; y agrega; “Las leyes de reconstrucción fueron sancionadas 
por el Congreso, no obstante el veto de Johnson precisamente para 
que el Ejecutivo nacional no pudiera proceder a su solo arbitrio en 
esa emergencia, sinó subordinado a las reglas y condiciones que aqué- 
llas determinan”. 

Tyler, en el caso de Rhode Island, dice: “Asumir por parte del 
Ejecutivo, semejante poder (el de garantir por sí la forma republi 
cana), sería asumir un poder del carácter más peligroso”. 

La ley orgánica sobre intervenciones ejecutivas de 28 de Fe- 
brero de 1795, (por cuya adopción tanto abogó Sarmiento, siendo 
Presidente) prescribe que el P. E. , en caso de invasión extrangera 
o estadual; de rebelión contra el gobierno nacional; cuando se impi- 
da el ejercicio de las leyes nacionales; o en el caso de insurrección 
de cualquier Estado contra su gobierno  (sedición) puede 
hacer uso de las fuerzas federales «-mediando requisición en el últi 
mo caso citado. 

La Constitución Suiza, por su parte, dispone en el art. 102 
que “En caso de urgencia, y cuando la Asamblea Federal no está en 
unción, el Consejo Federal (vale decir, en el caso de receso parla- 
mentario, el P. E. ) puede reunir las tropas necesarias y disponer de 
ellas, bajo la condición de convocar inmediatamente los Consejos si 
el número de tropas reunidas pasa de 2.000 hombres o si las mismas 
son mantenidas en acción por más de tres semanas”. 

El Supremo Tribunal Federal de Brasil ha declarado que” En 
los casos de los inc. 1%, 8% y 4” del art. 6” (es decir, para repeler inva- 
siones extrañas; para restablecer el órden y tranquilidad de los Es" 
tados; o para asegurar la ejecución de las leyes y sentencias federa- 
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les), no hay necesidad de que el Congreso se ipronuncie al respecto, 
correspondiendo al Ejecutivo tomar inmediatamente las providencias 
necesarias; (pero) cuando se trata de mantener la forma republicana 
de gobierno, es al Congreso a quien incumbe originariamente inter- 
venir”; y agrega, en otra parte: “(El Ejecutivo) tendrá la iniciativa 
de intervención (subordinada a las deliberaciones del Congreso) si 
fuera urgente intervenir cuando peligra el órden público y se hiciese 
necesario el uso inmediato de la fuerza pública”. Esta última parte 
del fallo del más alto tribunal brasilero, tiene la ventaja de darnos 
los caracteres que justifican las facultades del Ejecutivo en casos de: 
terminados: 1”) urgencia derivada de la gravedad de los hechos ; 2%) 
necesidad imprescindible de intervenir, sin más trámites; y 3%) subor: 
dinación de los actos del Ejecutivo a las deliberaciones del Congre- 
so. 

| Entre nosotros las facultades que pueda tener el P. E. en el 
receso del Parlamento no están determinadas y, por el contrario, se 
han hecho serias discusiones al respecto. 

El Dr. P- Araya dice, por su parte: “Durante el receso del 
Congreso ni la Nación ni sus instituciones, pueden quedar desampa- 
radas y sería absurdo someter al Ejecutivo a los requisitos de una 
ley estrecha cuando los acontecimientos pueden exigir medidas de 
carácter inmediato”. Y así, en los casos de invasión o sedición, el 
P. E. ha de tener en stis manos la facultad de intervenir a los efectos 
del art. 6*, si el Parlamento está en receso: la gravedad de los hechos 
reclama y justifica su intervención inmediata para garantir el orden 
público y las instituciones; y su actuación estará sujeta a la aproba: 
ción del Congreso, aunque éste ya nada pueda hacer en lo que res- 

Épecta a su obra. El Primer Congreso Jurídico del Brasil aprobó la 
tesis del Dr. Silveiros de Castro que el Dr. Araujo Castro, en su obra, 
enuncia asi: “En receso del Parlamento Nacional, si la intervención 
se impone como necesidad de orden público, el P. ¡Ei deberá decre- 
tarla”. De acuerdo a estos antecedentes concluímos que el P. E. en re- 
ceso del Congreso y en los casos de sedición o de invasión, puede in- 
tervenir a los efectos del art. 6%, con cargo de dar cuenta al Parla- 
mento en oportunidad: Así lo disponía la ley sancionada por el Con- 
greso en 1869 y vetada por el Presidente Sarmiento, por razones que 
más adelante veremos. 

La cuestión se establece luego sobre la naturaleza de esta 
facultad del Ejecutivo. El Presidente, al intervenir durante el recese 
parlamentario ¿lo hace por delegación implícita de facultades del. 
Conyreso, o por derecho propio? 

El Dr. Araya dice que el P. E. conserva incidentalmente todos 
los poderes ordinarios que corresponden al Congreso, estando és- 
te en receso. De acuerdo a esta opinión, el Presidente intervendría 
por derecho propio, y de esto se sigue que podría intervenir igual: 
mente para garantir la forma republicana de Gobierno, vale decir, 
er. todos los casos prescriptos por el artículo 6” y con la amplitud que 
le asigna su correlativo, el artículo 5. Respondemos con el Dr. Mo- 
reno: “51 se sancionara la doctrina de que el Gobierno Federal reside 
en cl Poder Ejecutivo durante la época del receso de las sesiones, y 
que éste pudiera no sólo intervenir sino ejercitar todos los actos 
que están deferidos al gobierno federal, no tendríamos un gobierno 
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democrático, sino un gobierno autocrático. Habría, en el mejor de 
los casos, democracia durante cinco meses del año, es decir, du- 
rante los cinco meses en que funcionara el Congreso, y habría au- 
tocracia durante siete meses del mismo, o sea en aquéllos en que el 
Congreso se encontrara en receso, porque el Poder Ejecutivo usar 
ría de todas sus facultades y el presidente de la república, con esa 
teoría peligrosa, tendría todos los poderes que antes ¡poseyeron las 
monarquías absolutas y que tienden a desaptarecer del mundo.” 

El Dr. Barraquero dice, por su parte, que el Ejecutivo ejer- 
ce en estos casos, el artículo 6% no en virtud de delegación de un 
poder del Congreso, porque ello sería contrario al ¡principio de la di- 
visiór de poderes, sinó porque en realidad le corresponde por el 
receso legislativo. 

El Dr. González Calderón demuestra cómo esta facultad del 
P. E. no es ejercida sinó por delegación implícita del poder origina: 
rio del Congreso, al cual está subordinada la decisión de la oportu 
nidad de su ejercicio, que se cohonesta ¡por la necesidad imperiosa 
de una acción rápida y enérgica. Si el Ejecutivo la ejerciera por de- 
recho propio, su actuación no podría ser revisada por el Congre- 
so, lo que importaría dejar en manos del P. E. una facultad más 
amplia que la del Congreso mismo. 

Creemos, pues, que esta facultad es lina de las pocas que el 
P. E. no puede ejercer sinó por delegación implícita, en receso del 
Parlamento, a quien pertenece única y exclusivamente, salvo natu- 
ralmente en lo que respecta a la ejecución de la misma que per- 
tenece al Ejecutivo. El Dr. Rodolfo Moreno, que en su brillante 

opúsculo “Intervenciones Federales en las Provincias”, se manifies- 

ta contrario a esta tésis, al hablar de los antecedentes norteamerl- 
canos dice textualmente: “De donde resulta, y de acuerdo con el 
fallo célebre recordado (se refier al caso Luther-v-Bordon, que tan- 
tas veces hemós citado en el curso de este trabajo) que en los Ess- 
tados Unidos la facultad de intervenir, la de juzgar sobre los go- 
biernos de los Estados, corresponde al Congreso habiendo delegado 
éste la facultad en el Podfer Ejecutivo para los casos de urgencia y 
que se produjeran en el receso, o cuando hubiera requerimiento; pe" 
ro jamás para aquéllos en que se debe juzgar fríamente de las ins- 
tituciones y de su carácter”. 

Con lo que nuestra opinión viene a quedar reafirmada por la 
autoridad de la jurisprudencia norteamericana, haciendo notar de 
paso que si bien es cierto que en la actualidad el Ejecutivo no la 
ejerce por delegación expresa del Congreso porque la ley orgánica de 
intervenciones no existe en nuestro país como la hay en 'E. E. U. U., 
esa delegación está implícita en el hecho de que necesariamente el 
P. 'E. debe intervenir durante el receso parlamentario en los casos 
mencionados: Así también lo entendían Sarmiento y Vélez Sársfield 
cuando «bogaban por la adopción de la ley orgánica de intervencio” 
nes ejecutivas de 28 de Febrero de 1795. 

En cuanto a la facultad ¡que pudiera tener el P. E. para in: 
tervenir con el objeto de garantir la forma republicana de gobierno, 
la ley y el Congreso se han pronunciado ya claramente en contra. 
En 1869, la Comisión de Negocios Constitucionales, decía por boca 
de su miembro informante: ““Panto por estos proyectos (se refiere 
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a los de ley sobre intervenciones ejecutivas) como por la Ley de 
1795, no se menciona la forma republicana de gobierno buscando, sin 
duda, con esto una garantía más de acierto, y confiando en el juicio 
previo de dos poderes más que en el de uno solo...” 

Se vé, pues, que ni por los hechos ni por las leyes ni por la 
opinin de los autores, en los E. [E U. U., se supone que el P. E. 
esté investido de la facultad de intervenir para garantir la forma re: 
publicana de gobierno”. Estos proyectos a que se refiere el miem- 
bro iutormante de la Comisión, fueron vetados ¡por el Presidente Sar- 
miento, el cual consideraba que la acción del Ejecutivo para cum- 
plir rápida y expeditivamente los mandatos expresos de la C. N., 
en los casos prescriptos, no podía ser ligada en ningún modo 'por ley 
alguna. “El P- E. les opuso el veto (dice el Dr. J. V. González) por: 
que restringían facultades que le están concedidas por la Constitu- 
ción Nacional; limitaban la amplitud necesaria para que el Gobierno 
Federal pudiera proceder con eficacia y oportunidad, en todos los 
casos de defensa nacional y de las Provincias, y eran por estas cau- 
sas, una amenaza para la paz interior. Y, en efecto, después que 
hemos estudiado los poderes puestos en manos del Congreso y el 
Presidente para esos propósitos, y teniendo en cuenta la dificultad 
de prever los casos ¡posibles en la variedad infinita de los sucesos 
humanos, esas leyes eran inconstitucionales e inconvenientes”. Y el 
Dr. Montes de Oca agrega: que el Presidente Sarmiento vetó es- 
tos proyectos”... porque en la época del receso se maniataba al 
Gobierno Federal para garantir el goce y ejercicio de las institu 
ciones provinciales, obligándole a desempeñar el papel de un simple 
auxiliar, puesto que, aún cuando una autoridad constituida ultra- 
pasara sus atribuciones y derechos obedeciendo a la ley sancionada 
por el Congreso de 1869, el P. E. tendría que permanecer cruzado de 
brazos esperando que un motín se produjera para prestar apoyo a 
los gobernantes”. Por estas razones, el Congreso no pudo obtener 
la mayoría reglamentaria para insistir en su proyecto aprobado. 

Si los casos estudiados pueden sentar jurisprudencia, ésta 
se ha hedho para establecer: | 

1* Que el P. E. en los casos de invasión extranjera, para ase- 
gurar la integridad nacional; y de sedición o invasión de otra Pro- 
vincia, a requisición de las autoridades constituidas (en la inteli: 
gencia que a este requisito se le ha dado en otro lugar), puede y 
debe intervenir inmediatamente, dando cuenta en oportunidad al 
Congreso de su actuación; 

2 Que en el caso de subversión o alteración de la forma re- 
publicana de gobierno, el P. E. está obligado a convocar al Congre- 
so a sesiones extraordinarias, para considerar la oportunidad de la 
medida a adoptarse; | 

3 Que las facultades del P. [E., durante el receso parlamen- 
tario, son excepcionales y provisionales; que as? deben entenderse, 
en consecuencia, al ser ejercidas; y que está subordinadas en un to- 
do a las decisiones del Congreso, a quien pertenecen originaria- 
mente; 

4% Que, en ningún otro caso, el Presidente de la eRprúíblica 
puede arrogarse el ejercicio del artículo 6”, so pretexto de urgencia 
o entendiendo que en algún caso representa, a sus efectos, al “Go- 
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bierno Federal”, de que habla el artículo 6”, para lo que no está 
o ni implicitamente autorizado; y 

? Que en casos imprevistos corresponde convocar al Con- 
greso a sesiones extraordinarias, según lo dispone el inciso 12 del 
artículo 86 de la Constitución Nacional: 


XXII 


¿QUIEN Y COMO DEBE EJECUTARSE UNA LEY DE IN- 
TERVENCION? 


Poderes del P. E. y de sus representantes los Interventores 


La tey de intervención debe ser ejecutada por el Poder Eje 
cutivo de la Nación, pero no suele desempeñar esta misión per- 
sonalmente el Presidente de la Nación, sino que éste se hace repre- 
sentar por agentes o comisionados federales, que se an. Inter 
ventores federales”. ESTASRA 

Según la Suprema Corte Nacional: “El interventor es sólo 
un representante directo del Presidente de la República, que obra 
en 'una función nacional, en representación de él, al efecto de cum- 
plir una ley del Congreso y sujetándose a las instrucciones que de 
aquél reciba”. ¡Esta breve declaración define claramente el carácter 
úel interventor federal. “Su nombramiento, — agrega la S. C., — 
no toma origen en disposición alguna provincial, y sus actos no es- 
tán sujeto ni a las responsabilidades ni a las acciones que las leyes 
locales establecen respecto de sus propios gobernantes sino a aquéllas 
que el poder nacional, en cuyo nombre funciona, le imponga”. El 

interventor federal, ptes, no representa a la Provincia; no la com- 
promete en su acción; ni puede responsabilizarla política o civil: 
mente. El interventor federal es un simple comisionado, represen- 
tante del Presidente de la República, del cual directa y únicamente 
recibe sus poderes e instrucciones. 

¡El Presidente de la República, a su vez, como encargado de 
ejecutar la ley de intervención, debe atenerse a los poderes ¡que ella 
le confiera. “Sus facultades serán coextensivas con las leyes del Con- 
greso (dice el Dr. J. V. González) pero, dentro de su sentido cons- 
titucional ) expreso, son absolutas o exclusivas”. 

“Se dicé que este poder del Presidente es peligroso para la 
libertad y que se puede abusar de él: Todo poder, — dice el Juez 
Taney, — es susceptible de abuso si se coloca en manos indignas; 
pero sería difícil ponerlo en otras en que fuese más inviolable y del 
mismo modo eficaz”. “Por otra parte, — dice el Dr. González, — 
según sean las leyes, así serán sus poderes”. Las leyes del Congre- 
so que al respecto se dicten, han de ser, pués, claras y terminantes 
en lo que se refiere a los poderes expresos. Claro es que las circuns- 
tancias que motivan una intervención ¡federal y los sucesos ¡imbpre- 
vistos, obligan al Congreso a conferir ciertos poderes amplios y 
discrecionales ¡que, no por ser necesarios e imprescindibles en ca- 
sos determinados, dejan de ofrecer un 'pretexto a lo arbitrario. Ade- 
más, si bien es cierto que el Congreso debe especificar y determinar 
los poderes del Interventor, “ejecutar una ley de intervenaón, — 
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dice el Dr. Matienzo, — es, mudhas veces, hacer la ley, puesto que 
existen mucdhas maneras de cumplirla”. La ejecución constitucional 
del artículo 6” depende, en último grado, de la probidad y del pa- 
triotismo del Ejecutivo Nacional; porque la sanción que el Congre- 

so y la opinión pública pronuncien sobre su actuación, como jueces 
supremos del P. E., no alcanza a modificar el estado de cosas ¡pro- 
ducido ¡por la Intervención ni a reparar el atentado arbitrario con- 

tra la soberanía provincial; si no es que, por razones políticas, se 

complican en la justificación legislativa de una situación anticonsti- 
tucional. 

El llamado Poder Interventor está compuesto, en primer 
término, por el comisionado federal, representante directo del Pre- 

sidente de la República, ejecutor de la intervención previamente 
te legislada por el Congreso y responsable ante él de su actuación 
por que él le ha investido de poderes explicitos. 

Las facultades del Poder Interventor no son discrecionales, 
en cuanto están determinadas por la ley del Congreso y las instruc- 
ciones del Ejecutivo y están limitadas ¡por los derechos, por las 
causas que motivan su actuación y ¡por el derecho público de la 
Provincia intervenida; pero son amplias, en cuanto “el poder inter- 
ventor no puede ser un organismo automático, no puede ser mera- 
mente servil sin más misión (que castigar rebeldes o sostener a las 
autoridades, cuando éstas reclaman su auxilio”, como dice el Dr. 
Araya comentando al Dr. Costa. 

La legalidad y la eficacia de una intervención federal de- 
pende estrictamente de la correlación entre las medidas adoptadas 
por el Poder Interventor y las causas que motivaron su ingeren- 
cia; de su acción conformada a los propósitos de la Constitución y 
iimitada a los fines para que luera llevada a cabo; y de la enerva- 
ción prudente de la autonomía provincial 'hhasta donde sea necesa- 
rio para devolverle el goce de sus instituciones, entendiendo que el 
Gobierno Federal interviene por causas que hacen peligrar la pro- 

pia vida de la federación y al solo objeto de cumplir la garantía esen: 

cial y básica del sistema federativo: “Cuando la Nación no inter- 
viene por derecho propio,, — dice el Dr. Varela, — con fines y pro- 
pósitos eminentemente nacionales, o con el fin de asegurar al pue- 
blo de una provincia el goce de sus instituciones republicanas, la 

Imtervención debe ir al solo objeto de obligar a los poderes públicos 
de la Provincia intervenida a que se mantengan y desenvuelvan den- 
tro de la órbita peculiar de sus funciones”. 

COEN (El Poder Interventor no ¡puede asumir el mando de una Pro- 
vincia intervenida, ni ejecutar actos de administración. Debe li- 
mitarse a normalizarla, porque su misión es puramente política, no 
administrativa ni judicial, razón por la cual, no le compete tamipoco 
el ejercicio de los actos administrativos del Gobierno anterior, “age- 
mos al motivo político que tiene por objeto la intervención fede-- 
e A 
! ¡El Poder Interventor no tiene facultades para asumir la je- 
latura de la Administración de la Provincia intervenida, ni obligar- 
la en su régimen interno, gravándola con impuestos o disponiendo 
de su renta, porque el Gobierno Federal, de donde emanan sus po- 
deres, no tiene facultades para ejercer actos administrativos en 
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las Provincias y, por el contrario, le están vedados expresamente; ni 
puede el P. Interventor comprometerla ¡por su acción, porque sus 

facultades no emanan de ninguna ley local ni su acción está sujeta a 
las responsabilidades que sus respectivas constituciones establecen 
para sus ffuncionarios, como lo ha declarado la Suprema Corte Na- 
cional, | 

S1 el Poder Interventor es acatado por los poderes públicos 
de la provincia intervenida, y éstos proceden constitucionalmente, 
existen dos autoridades completamente distintas “que puedan ope- 
rar en el territorio de la Provincia intervenida sin que sus facul- 
tades puedan confundirse ni atropellarse”. 'Tal sería el caso, p. ej., 
de la intervención del Gobierno Federal en el territorio de una ¡pro- 
vincia amenazada por una invasión exterior o de otra Provincia: 
existirían de hecho y de derecho, las autoridades federales que 
componen el Poder Interventor y las autoridades legítimamente 
constituidas de la Provincia sin que se confundan sus atribuciones, 
pues las primeras se limitarán a defender la integridad territorial y 
las segundas, a sus funciones propias. : 

Si el Poder Interventor ha nacido para reorganizar amplia- 
mente los poderes públicos, su acción debe limitarse a presidir la 
elección de las nuevas autoridades, de acuerdo a las prescripciones 
«le la Constitución y leyes (provinciales respectivas. 

En el caso de conflictos de poderes, que, por su gravedad ha- 
ya lhecho imprescindible la intervención federal, el Poder Inter- 
ventor se limitará a sostener o restablecer al poder amenazado e 

depuesto. id 

“Cuando el interventor federal resuelve sinceramente con: 

sultar la opinión pública de una Provincia intervenida, (dice el 

Dr. Matienzo), lo mejor que tiene que hacer es disolver la Legis: 
latura y hacerla elegir de nuevo. Es el recurso constitucional que 
existe en los países de régimen parlamentario”. “El Gobierno Fe- 
deral, — agrega el Dr: Varela, — una vez intervenida una Provin- 
cia, es el único responsable de la pureza de los actos electorales 
que en ella se produzcan durante la intervención, si aquellos actos 
se refieren a la organización de los poderes públicos que han recla: 
mado su presencia en la Provincia, o si la intervención ha ido por 
derecho propio del Gobierno Federal y con propósito de reconstruir 
el gobierno local”.. Le CA 

Y en todas estas situaciones, el Poder Interventor obrará 

de acuerdo a las Constituciones y leyes provinciales, afectar a los 
representantes del Poder Judicial que representan una garantía de 
orden y legalidad, en obsequio a la autonomía provincial, 

Si el Poder Interventor se mantuviera dentro de las faculta- 
des conferidas po rel Congreso de la Nación y de aquéllas que la 
prudencia y los hechos reclaman y la necesidad justifica, no se ha- 
rían tan crudas y tan graves objecciones al poder de intervención. 


DIVERSOS PROYECTOS DE LEYES REGLAMENTARIAS 


Frente a la falta absoluta de leyes reglamentarias; sin tener 
siquiera una práctica seria y constante; atentos a la necesidad de 
reglamentar debidamente el artículo 6” de la Constitución Nacional, 
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cuyo ejercicio encierra problemas de tanta trascendencia, ¿intenta 
remos, acaso, redactar un ante-proyecto de ley reglamentaria ?. 0 

Si la iniciativa legislativa al respecto fuera escasa; si nuestros 
legisladores en distintas épocas y en diversas circunstancias no hu- 
bieran realizado concienzudas tentativas para lograr la aprobación 
de diversos proyectos, hubiéramos intentado al menos esbozar una 
ley reglamentaria de intervenciones federales en las Provincias. Pe- 
zo ya desde el año 1868 la reglamentación del artículo 6” de la Cons" 

titución ocupa preferente atención en la mente de nuestros legis 
iadores nacionales. | 

En 30 de Junio de aquel año se presenta a la Honorable Cá- 

mara de Senadores de la Nación el primer ¡proyecto de ley regla- 
mentaria de intervenciones federales suscripto por tres hombres 
“que tenian autoridad para invocar su espíritu porque habían cola: 
borado en la Constitución de la República”: eran los senadores Don 

Salustiano Zavalía (constituyente en 1853) y Don Daniel Araoz y 
Don Nicasio Oroño, miembros del Congreso Constituyente del 60. 
Hste proyecto tiene, a nuestro juicio, la ventaja de aclarar el pen- 
samiento de los hombres que nos dieron constitución, y si es cier- 
to que la hermenéutica constitucional ha de desentrañar ese “es- 
píritu de las leyes” ¡que suele estar oculto en los pliegues de una 
redacción obscura o amplia, el proyecto de 1868 nos da la mejor 
clave para interpretar acertadamente nuestro debatido artículo 6. 

Appesar de ello el proyecto (que nos ocupa no tuvo la san 
ción de la Honorable Cámara y escapa a nuestro juicio la razón de 
tan injustificada cuán lamentable suerte. | 

Por la razón expuesta, creemos sinceramente que el proyecto 
de 1868 ha de servir de base a la ley o leyes que, en cumplimiento 
de preceptos imperativos de la Constitución Nacional, dictará el 
Congreso de la Nación, porque él mejor ¡que ninguno revela el ver- 
dadero espíritu de la clásula constitucional respectiva. 

Cincuenta y siete años más tarde, valer decir, en Julio del 
año pasado, el senador nacional Dr. Aldo Cantoni, al tratarse la in- 
tervención a San Juan, después de hacer una valiente defensa 'de 
la autonomía de la Provincia que representa, presentó un proyecto 
de ley inspirado a la letra en el proyecto de 1868. Por su imiportancia 
v per su actualidad merece que lo estudiemos detenidamente en otro 
lugar. 

El proyecto de 1868, fruto de la admirable previsión de “sus 
ilustres autores, tendía a evitar un peligro que 'no tardó en presen" 
tarse: que el Poder Ejecutivo invocara la letra del artículo 6", des- 
virtuando su verdadero significado, para atropellar las autonomías 
provinciales, para hacer y deshacer situaciones en las provincias des- 
de la Capital de la República. Ello quiere decir que los que concibie: 
ron el artículo mencionado sabian que era imposible redactar una 
clásula que no se prestara a lo arbitrario y que era consigtientemen- 
te imprescindible reglamentar el ejercicio de la misma, so 'pena de 
malograr la admirable obra que habían concebido. 

Ein efecto, el artículo 6% tal cual quedó después de la refor- 
ma del 60 y rige hasta nosotros, hace posible que un Ejecutivo 'po" 
co 'escrupuloso envíe, durante el receso parlamentario, intervencio- 
nes “amplias” a las Provincia 'so pretexto de presuntas alteraciones 
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de la forma republicana de gobierno. Los Ministros y los legisladores 
del partido saben encontrar luego una justificación más o menos 
pobre a la actitud anticonstitucional del Presidente de la República: 

Los artículos 2 y 3 del proyecto a que nos venimos refiriendo, 
limitaban estas facultades del Ejecutivo a los casos de “defensa del 
territorio. respectivo contra las invasiones extranjeras” y a los “ca- 
sos de intervención ¡que ocurrieran durante el receso de las Cámaras 
legislativas, para restablecer o afianzar las autoridades derrocadas o 
amenazadas por la sedición o por invasión de otra Provincia, me 
diante la requisicin de aquéllas”. Estas facultades se consideraban 
como de excepción al artículo 1% que requería la previa autorización 
del Congreso para “toda intervención del Poder ¡Ejecutivo nacional en 
el territorio de las Provincias de la República a los efectos del ar- 
tículo 6% de la Constitución”. 

Y aún es más minuciosa la concepción de los senadores del 
€8. Su artículo 4 establece que es necesaria una ley especial “cuan- 
do la intervención tenga por objeto garantir la forma republicana 
de gobierno”, reglamentando la acción del P. E., el cual no podrá 
proceder en estos casos sinó con estricta sujección a la ley que al 
efecto dicte el Congreso en cada caso. 'Eyste artículo ofrece a nuestro 
modo de ver, dos cuestiones importantisimas: 1” ¿Qué debe enten: 
derse: por “forma republicana de gobierno”?; 2% ¿es posible limitar 
por medio de una ley la acción total del Poder Ejecutivo sin menos- 
cabar el éxito de la intervención federal? 


'Esta segunda cuestión no tiene la importancia constitucional 
de la primera, pero no deja por ello de ser un verdadero problema en 
la práctica. Es indudable que la ley que en cada caso dicte el Congre- 
so será una norma poderosa que servirá de dique a las posibles ar 
bitrariedades del Poder Ejecutivo. Pero como hemos dicho en otro 
lugar,:la ley, ejecutar, ¿no es, acaso, hacerla?.... Por otra parte, ¿es 


ventor ? 


No obstante estas consideraciones, creemos que la ley para 
estos casos sería sumamente ventajosa, siempre que se invistiera. al 
Poder Interventor de los poderes necesarios a fin de adoptar me- 
didas amplias si las circunstancias lo exigieran. Albordando la prr 
mera cuestión, nos remitimos a lo dicho en los párrafos EX y. X, 
cuya inteligencia: se completará con lo expuesto en el párrafo XVIII. 

El artículo 4” del proyecto de 1868 parece limitar a dos casos 
la intervención que tenga por objeto garantir la forma republicana 
de ¡gobierno: a) si ella está revocada por instituciones contrarias; 
ob) si está “falseada en su ejercicio por actos que destruyan el dere- 
chn de sufragio”. ¿De qué actos se trata? ¿Unicamente de los aten: 
tados a la libertad electoral? Así parece entenderlo el Dr. José N. 
Matienzo cuando escribe: “Extenderse a más sería inmiscuirse: 1m 
debidamente en la parte de soberanía reservada a las Provincias. por 
la: Constitución”. 


LO PBITAO omo. ¿Y si la limitación y | separación 
de los poderes fuera letra muerta en una Constitución provincial? 
pao q ¿Si los actos administrativos carecieran de publicidad y 
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la igualdad ante la ley se hubiera sacrificado al pié del foro en 
aras de bastardos intereses políticos, ¿qué garantía tendrían los 
derechos de los ciudadanos?, ¿qué remedio dentro de los resortes 
locales Pia. anio, 

¿No provocaría la intervención federal lla situación de una 
a cuyas instituciones escritas se hubieran perturbado por 
cualquier causa?...... Sí los derechos populares se hallaren co- 
hibidos por la acción desordenada de los de arriba, el Gobierno 
Federal, ¿no estaria obligado a intervenir en virtud de cláusulas 
explícitas de la Constitución Nacional?........ 

Creemos que habría gran peligro en circunscribir la garan- 
tía que en esta parte acuerda el art. 6.0, alos dos casos con- 
templados en el art. 4.0 del proyecto de 1868. Por grande que sea 
el respecto a la autonomia provincial, concordante con las  dis- 
posiciones de los art. 104, 105 y 106, no es posible limitar la ex- 
tensión consignada en la l.a parte del art 60, como ya hemos 
dicho antes de aquí. 

Dejar al pueblo de las provincias la abla de las  institu- 
ciones provinciales sería autorizar en muchos casos, la sedición 
y la rebelión contra las autoridades constituídas ya que en mu- 
chos casos es la única forma de hacer valer sus legitimas aspira- 
QIONeSi hi ¡Y la sedición no puede justificarse como remedio 
constitucional!.......¿Qué podria hacer el pueblo de una Provin- 
cia, cuyo Poder Legislativo hace más de dos años que no sereu- 
ne por convenir así a los intereses políticos del partido gober- 
E ia do 

Punto dificilisimo éste de reglamentar lo que debe enten- 
derse por «forma republicana de gobierno». Opinamos que debe 
entenderse por tal «el gobierno organizado sobre la base de la 
igualdad política de todos los hombres, cuyo gobierno es simple 
agente del pueblo, elegido por el pueblo de tiempo en tiempo y 
responsable ante él de su administración, combinado por tres ór- 
ganos de gobierno: ejecutivo, legislativo y judicial». Y es nece- 
sario además que este gobierno funcione libre y  constitucional- 
mente porque debe ser una realidad el goce y ejercicio de las 
instituciones, como lo prescribe: expresamente el art 3.0 de la 
Constitución Nacional. 

No debemos olvidar que en esta parte del art 6.0 nuestros 
constituyentes se separaron del modelo norteamericano y dieron 
a la garantía federal a las Próvincias una extensión que no tie- 
ne la similar norteamericana ¿Que la amplitud de los términos 
puede dar orígen al abuso y a la arbitrariedad?. «Todo poder, 
respondéremos con Thaney, puede ser abusado si se coloca en 
manos indignas». : 

En el proyecto presentado el año próximo pasado a la H. 
Cámara de Senadores de la Nación por el Dr. Aldo Cantoni se 
hace igual enumeración No hemos podido lograr los  fundamen- 
tos del proyecto de 1868, en el cual se inspira el Dr. Cantoni, 
pero frente a la cuestión planteada no seria aventurado p egun- 
tar: Los autores de aquel proyecto, ¿entendieron en realidad que 
la garantía de la forma republicana se limitaba a los dos casos 
enunciados en el art 4,0 del mismo o, más bien, expusieron esas 
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dos situaciones como las más frecuentes o generales?........... 
Y no puede ser de otro modo... 

En efecto; el art 40, Sec. IV de la Constitución Norteame- 
ricana dice textualmente: «Los Estados Unidos garantizarán a ca- 
da Estado en esta Unión una forma republicana de gobier- 
A <La única restricción impuesta a los Estados, dice Ma- 
dison,—es que no cambiarán las constituciones republicanas (que 
tenían al tiempo de la confederación) por otras antírrepublicanas» 

Nuestro art 6.0 por su parte, dispone: «El Gobierno Federal 
AAN para garantir la forma republicana de go- 
BOBO dvi oo >» Y cual es esa forma republicana de gobierno? 
Es la que el arto exige a las Provincias cuando dice: «Cada 
Provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema repre- 
sentativo republicano de acuerdo con los princivios, declaracio- 
nes y garantias de la Constitución Nacional». [yo se limita nues- 
tra Carta Fundamental, como la norteamericana, a garantir sola- 
mente «una forma republicana de gobierno». No basta que fun- 
cionen armónicamente los 3 poderes básicos de !as nrganizacio- 
nes norteamericanas, si tal es el reducido elcan.ie que atribui- 
mos a la doctrina de Curtiss y de Madison. No, la Constitución 
Nacional exige claramente que la homogeneidad institucional de 
los Estados particulares, en este caso, las Provincias, debe llegar 
hasta el acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de 
la Constitución Nacional; y todavía es más explícita; requiere 
mayor similitud del todo con las partes cuando agrega: «...y que 
asegure su administración de justicia, su régimen municipai y la 
educación primaria». ¿Puede pedirse definición más clara de lo 
que entiende el art 6.0 por «ferma republicana de gobierno»? 

. No hay que olvidar que el art 6.0, como tantas veces lo he 
mos dicho, recibe su extensión del art 5.0 y éste establece que 
no basta que el pueblo de las Provincias «goce» «de los derechos 
prescriptos, sinó que es menester además que su ejercicio sea 
una realidad, por aquello de que nada vale ser titular de un de- 
recho que no puede ejercitarse en algún modo. La garantía de 
los derechos inherentes a la forma de gobierno adoptado está 
consignada además en el art 99 de la Constitución Nacional cuan- 
do deja a salvo los derechos y garantías «que nacen del princi- 
pio de la soberanía del pueblo y de la forma republicana de go- 
bierno», aunque ne estén enumerados en aquélla. 

Nos inclinamos a creer, pués, que la expresión del art 4 del 
proyecto de 1868 es enunciativa y no limitativa. Lo contrario se- 
ría olvidar que hay en la Constitución Nacional un mandato ex 
plicito, un artículo 5.0 y preciosos derechos populares que 
respetar. 

El mencionado proyecto tenía además de los estudiados, 
siete articulos que glosaremos al estudiar el proyecto del Dr, Can- 
toní en el cual se hallan reproducidos literalmente. 

El proyecto de 1868 no fué sancionado, cómo ya hemos 
dicho, porque los legisladores de aquella época no compartían los 
legítimos temores que inspiraron a sus autcres. La historia de 
nuestras intervenciones federales ha venido a demostrar cuán 


justificados eran! .. .... 
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Un año más tarde, en 1869, en la H. Cámara de Diputados 
se agitó la idea de reglamentar el art 6.0 y con tal objeto, la 
Comisión de Negocios Constitucionales de dicha Cámara solicitó 
del Ministro del Interior, Dr Dalmacio Vélez Sarsfield, la opinión 
de! Ejecutivo. 

El mensaje que en contestación remitió el Ejecutivo en 30 
de Julio de 1869, tiene singular importancia porque llevaba la 
firma de un conspicuo miembro de la Convención Provincial del 
60, entonces Presidente de la Nación, Don Domingo F. Sarmien- 
to, y así como el proyecto de 1868 expresaba netamente el pen- 
samiento legislativo de los hombres que nos dieron constitución, 
el proyecto que propiciaba Sarmiento en su mensaje revelaba el 
espíritu eminentemente federalista de los hombres del 60, templa- 
do por la experiencia fecunda de los primeros años de vida cons- 
titucional. | 

En dicho mensaje, Sarmiento abogaba por la adopción de la 
ley orgánica de intervención federal ejecutiva de los E. E. U. U. 
(año 1795) que regula las facultades del Presidente de la Nación 
para intervenir en los casos de invasión extranjera, o de tribus 
indígenas; rebelión y sedición; y en caso de violencias domésticas 
cuando hubiese sido requerido. 


Este próyecto que, al decir de Sarmiento, «contaba en su 


abono la sanción de 75 años y la ratificación de 38 congresos», 
no fué sancionado, y las Cámaras aprobaron, en cambio, en la 
sesión del 24 de Agosto de aquel mismo año, el proyecto que 
decía: «Art 1.o Queda autorizado el Poder Ejecutivo para hacer 
los gastos necesarios y movilizar las milicias al objeto de hacer 
cumplir las leyes del Congreso, sofocar la guerra civil entre dos 
o más provincias y repeler las invasiones exteriores. Art 2.0 En 
la primera oportunidad el poder ejecutivo dará cuenta al Congre- 
so de las medidas que tomará en vírtud del artículo anterior» y 
al dio siguiente, la ley que llevaba el Nro 318: «Art 1.0 Mientras 
se dicte la ley general sobre la materia, toda intervención en el 
territorio de las provincias deberá ser previamente autorizada 
por ley especial. Art 2.0 Sin perjuicio en lo dispuesto en el ar- 
tículo anterior, durante el receso del Congreso, el poder ejecutí- 
vo intervendrá en el terrítorio de las provincias, a reqnisición de 
las autoridades constituidas, para sostenerlas o restablecerlas, Si 
hubiesen sido depuestas por la sedición o por invasión de otra 
provincia. Art 3.0 Queda autorizado el poder ejecutivo para mo- 
vilizar las milicias y hacer los gastos necesarios, en los casos del 
artículo precedente. Art 4.0 Dentro de los diez dias siguientes a 
la apertura del Congreso, el poder ejecutivo scmeterá a su apro- 
bación todas las medidas tomadas en virtud de los dos artículos 
anteriores». | | 

Con techa 2 de septiembre el Presidente comunicaba al 
Congreso que oponía su veto a aquellas dos leyes. Se ha dicho 
que Sarmiento pretendía arrebatar al Congreso facultades eminen- 
temente legislativas, pere nada tan lejos de su intención y de sus 
patrióticos deseos. Las leyes 317 y 318 debían ser fatalmente ve: 
tadas porque, posponer la acción del ejectivo a un debate legis- 


lativo, a una autorización especial y al trámite de una ley, era. 
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desvirtuar, en muchos casos, la garantía y anular la eficacia de 
la medida prevista por el art 6.0. Sarmiento reclamaba con la 
autoridad de un colaborador en la confección de la cláusula men- 
cionada y con los prestigios de su patriótica actuación pública, la 
consagración de las facultades ejecutivas para los casos de sedi- 
ción y de invasión de acuerdo a la más pura y recta interpreta- 
ción constitucional. Por otra parte, las leyes sancionadas por el 
Congreso no contemplaban la situación especial que se produci- 
ría durante el receso parlamentario, con lo que, en resumen, di- 
chas leyes no solucionaban la cuestión que debía reglamentarse. 
El proyecto de Sarmiento, en cambio, eliminaba el inconveniente 
de esperar una ley especial en cada caso. Por él se autorizaba 
al Presidente de la República para citar las milicias necesarias 
siempre q” el territorio nacional estuviere en peligro de ser invadido, y 
para intervenir en el territorío provincial motu propio cuando ame: 
nazara el peligro de una invasion exterior. Ahora bien, si este 
peligro provenía de otra provincia, era necesaria la requisicion 
de las autoridades amenazadas y procedía al solo efecto de res- 
tablecerlas o sostenerlas. 

Como se ve, la idea de Sarmiento no se apartaba de la ley 
norteamericana de 1795 ni es de tendencia «ejecutivista» como 
ha querido decirse. El peso y la autoridad de las razones que 
adujo Sarmiento en su mensaje hicieron ver al Congreso que no 
podía insistir en su sanción y así fué, en efecto. 

Fracasado este intento de dar una ley orgánica de interven- 
ciones ejecutivas, la iniciativa legislativa no ha escaseado con 
posteridad a esa fecha. El Dr Rodolfo Moreno, en su interesante 
te trabajo, menciona los siguientes proyectos de ley reglamentaria 
presentados a la H. Cámara de Diputados de la Nación, todos los 
cuales han corrido la misma suerte: En 22 de Agosto de 1894, del 
Diputado Adolfo Moutier; en 27 de Septiembre de 1907, del Di- 
putado Mariano de Vedia; en 4 de Junio de 1912, del Diputado 
Victor A. Pesenti; en 15 de Mayo de 1908, incluído en un pro- 
yecto sobre fuero parlamentario del Dr Julio A. Costa; en Enero 
10 de 1916, el mismo diputado presenta otro proyecto; y en 12 
de Julio de 1922, del Diputado Juan A. González Calderón. 

En 27 de Agosto de 1924, el Diputado Rodolfo Moreno (h) 
presentó el siguiente proyecto de ley orgánica de las interven- 
ciones federales, que ha publicado con admirable y valioso aco- 
pio de ciencia y de doctrina: «Art 1l.o El poder ejecutivo interven- 
drá en el territorio de las Provincias: a) Para garantizar la forma 
republicana de gobierno; y b) Para repeler invasiones exteriores. 
Art 2.0 La forma republicana se considerará violada en una pro- 
vincia en los siguientes casos: a) Cuando la constitución o las 
leyes locales hubiesen suprimido o alterado las cláusulas de las 
declaraciones, derechos y garantías de la constitución nacional; 
b) Cuando estuviere acéfalo alguno de los tres poderes en que 
se distribuye el gobierno o todos ellos. Art 3.0 Para que el poder 
ejecutivo disponga la intervención del gobierno federal, en el ca- 
so del incíso a) del artículo anterior, será necesario. que la: ín- 
tracción se haya declarado por el tribunal superior de la provin- 
cia respectiva o por la suprema corte nacional, originariamente o 
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por recurso y que el gobierno local no la haya reparado o toma- 
do de inmediato las medidas necesarias a los efectos consiguien- 
tes. La intervención tendrá por objeto restablecer la forma repu- 
blicana de gobierno alterada. Artículo 4.0 En el caso del in- 
ciso b) del art. 2.0, el poder ejecutivo intervendrá para garantizar 
el funcionamiento del poder o poderes acéfalos de acuerdo con 


las disposiciones úe la constitución y las leyes locales. ArtS.o El 


poder ejecutivo intervendrá en el territorio de las provincias con 
fuerza armada para repeler o prevenir la invasión exterior y a 
los efectos de mantener el orden y la seguridad nacional. Art 6. 
El poder ejecutivo podrá intervenir en el territorio de las provin- 
cias a requisición de la legis atura, del poder ejecutivo o del tri- 
bunal superior, cuando las autoridades constituidas hubiesen sido 
depuestas por la sedición o por invasión de otra provincia, O 
cuando estuvieren amenazadas de una u otra cosa. La interven- 
ción tendrá por objeto sostener o restablecer a- las autoridades 
constituidas. Art To Cuando las autoridades constituidas no pu- 
dieran hacer la requicisión por haber sido depuestas o por cual- 
quier otra causa, el poder ejecutivo intervendrá a los solos efec- 
tos de s stenerlas o restablecerlas. Art 8.0 En todos los casos en 
que el poder ejecutivo deba llevar la intervención federal al terri- 
torio de las provincias, podrá emplear las fuerzas del ejército, que- 
dando autorizado para movilizar el número de clases que fuere 
necesario a los efectos de su acción. Art 9.0 El poder ejecutivo 
de la nación no se substituirá al gobierno de la provincia, n: el 
interventor federal asumirá la autoridad provincial, debiendo li- 
mitarse su acción a suprimir el desorden restableciendo la paz 
interna, O a resolver el conflicto determinante de la misión. Art 10 
Cuando se hubiere producido la acefalía en alguno de los pode- 
res, el interventor tomará las medidas necesarias para que se or- 
oanice de acuerdo con la constitución y leyes provinciales Si lo 
que faltare fuese el poder ejecutivo, el interventor no presidirá 
la organización definitiva, debiendo sus medidas reducirse a que 
se constituya la autoridad provincial provisora encargada de ha- 
cer cumplir las prescripciones legales. Art 11 Solamente en caso 
de acefalia total de todas las autoridades constituídas, el inter- 
ventor podrá asumir el poder ejecutivo de la provincia; a los efec. 
tos de la reorganización inmediata de los poderes. El interventor 
en este caso no tendrá sinó atribuciones políticas y las adminis- 
trativas que fuesen indispensables, no pudiendo en ningún caso 
y bajo su personal responsabilidad substituirse a la legislatura o 
a los jueces. Art 12. Los miembros de la administración de justi- 
cia no podrán aceptar comisiones políticas del poder ejecutivo. 
Art 13 Comuníquese, etc». 

El proyecto que antecede es, como puede apreciarse, de 
una ley general reg amentaria de intervenciones federales ejecu- 
tivas, es decir, un proyecto de ley que da normas para regular 
la acción del Poder Ejecutivo en aquellos casos en que no es 
esencial una ley del Congreso, como sería una subversión de «a 


forma republicana de gobierno no especificada en el art 2.0 del 
proyecto que acabamos de transcribir. Y convene hacer esta 
aclaración porque el lector que no conociera los antecedentes del 
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proyecto, podría quedar en duda, quizá, después de su lectura, 
acerca de la participación del Poder Legislativo que no se men- 
ciona en ninguno de los trece artículos del proyecto. 

"n efecto, el Dr Moreno se ha concretado a formular un pro- 
yecto de ley reglamentaria de las facultades del P. Ejecutivo para 
hacer uso del art 6.0 de la Constitución Nacional, como si con 
ello quisiera dar a entender claramente que todo aquello que no 
se especifica en el articulado del proyecto. y atañe a interven- 
ciones federales, pertenece al patrimonio de poderes de! Congre- 
so de la Nación. No habla, pues, como lo hacía el proyecto de 
1868, de la necesidad de la previa decisión del Congreso en los 
casos de intervenciones de oficio, con las excepciones que men- 
cionaba el mismo. 

Como ya hemos dicho al hablar de la obligación en que co- 
locan al Gobierno Federal los casos que contemplan los artículos 
1 y 6 del proyecto Moreno, conviene tener presente que no po: 
drá deducirse de la diferencia entre el «intervendrá» de aquél y el 
«podrá intervenir» de éste, un mayor o menor arbitrio en lo que 
al uso de sus facultades respecta. Ya hemos visto cuán peligroso 
es dejar librado a la discreción del P. Ejecutivo este recurso que 
la Constitución consagra a favor de la autoridades constituidas. 
Y digamos también como es posible que un Presidente poco es- 
crupuloso provocara en una provincia una revuelta revolucionaria - 
con el objeto de que le sirviera de puente para inmiscuirse en la 
política local. 

El art 2.8 del proyecto toca, a nuestro juicio la cuestión más 
delicada de esta reglamentación: ¿Cuando puede autorizarse, sin 
peligro, al P. Ejecutivo para intervenir discrecionalmente y motu 
propio al objeto de restablecer la forma republicana de gobierno? 
El Dr Mereno, siguiendo al Dr Julio A. Costa en su pro- 
yecto del 10 de Enero de 1916, establece en el artículo o los 
casos en que «la forma republicana se considerará violada», enun- 
ciación a la que, en obsequio a la mayor claridad, agregariamos. 
«a los ef=ctos de una intervención ejecutiva», a fin de evitar con- 
fusiones en lo que se refiere a lo que debe entenderse por alte- 
ración y por subversión de la forma republicana de gobierno como 
hemos explicado en el curso de nuestro estudio. 

«El Poder Ejecutivo de la Nación no podría en ningún caso 
hacer un juicio de fondo sinó de forma (dice el Dr Moreno ex- 
plicando su proyecto en esta pate); no podría decir si los pode- 
res están bien o mal constituidos porque eso significaría un exá- 
men de carácter político-judicial que solo podría hacer el Congre- 
so de la Nación». Por esta razón, el art 3.0 del proyecto dispone 
que es necesaria una declaración judicial previa de la inconstitu- 
cionabilidad de la ley que motiva la intervención del Gobierno 
Central. Esta idea ha sido tomada igualmente del proyecto del 
Diputado Costa y la conceptuamos sumamente acertada y encua- 
drada dentro de nuestro sistema. Ahora bien, los casos contem- 
plados sen de difícil presentaciód y así lo reconoce el Dr Moreno 
y EN pero son los únicos en que lógicamente puede 
autorizarse la concurrencia del Poder Ejecutivo. Si fuera necesa- 
rio estudiar la situación política de una provincia y resolver acer- 
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ca de la misma, no es el Poder Ejecutivo, o sea un hombre solo 
el que debe formular la verdadera solución que es una verdadera 
sentencia. Es la ley (vale decir, el pronunciamiento del Congreso 
de la Nación) la que debe concurrir enese caso, decidiendo acer- 
ca de los vicios en la constitución de los poderes de una pro- 
vincia». 

El art 4.0 que contempla el caso de acefalía de poderes, es- 
tablece que el Poder Interventor deberá obrar en un todo de 
acuerdo a la constitución y leyes locales; disposición que com- 
plementan los artículos 10 y 11 del proyecto, tendientes a evitar 
la ingerencia innecesaria del Interventor en las gestiones que no 
son propias de su misión politica. 

Comp etando esta serie de disposiciones; el art 9.o deslinda 
las atribuciones del Interventor, circunscribiendo sus facultades a 
las meramente indispensable a los fines de su misión. 

Por último, este proyecto que hace honor a. su autor, esta- 
blece en el art 12 una incompatibilidad entre el cargo de inter- 
ventor y las funciones de juez, previsión plausible en todo sen- 
tido por razones que hemos comentado en otro lugar. 

El proyecto que hemos estudiado sería, sin duda, una ley 
permanente de positivo mérito que contribuiría en mucho a solu- 
cionar el problema importantísimo que nos ocupa. | 

Deja. sin embargo, pendiente la determinación del concepto 
de «torma republicana de gobierno», para los casos en que el 
mismo Congreso haya de aplicar la cláusula constitucional; y ya 
herios dicho que si se aguarda la presentación de los hechos para 
discutir su significado, hay grande peligro de que la mayoría par- 
lamentaria haga decisiones arbitrarias e injustas que, en lugar de 
aclarar la cuestión, contríbuirian a enmarañar más y más el asunto 
en detrimento siempre de una jurisprudencia aceptable. 

Es necesario, so pena de malograr la eficiencia de la ley 
reglamentaria, que, dejando de lado la pasión personal y el inte- 
rés partidario, se elabore lenta y serenamente una ley juiciosa y 
amplia que contemple todos los casos que puedan presentarse a 
fin de que, frente al caso planteado, no haya más que aplicar sus 
disposiciones plasmadas lejos del calor del momento y agenas a 
los deseos e intereses de las mayorias. Porque hay que tener en 
cuenta, además, aunque sea doloroso decirlo ¿4 un argentino, que 
hoy no es tan solo un peligro el que nos acecha: el P. Ejecutivo 
caudillo y mandón........ sinó tambien, y tanto o más grande 
que aquél, el de las mayorías disciplinadas y serviles que se han 
visto ya hacer agravio a nu-stra gloriosa tradición parlamentaria 


que no ha podido escapar ¡:.tegérrima de la crisis mundial del 


parlamentarismo porque atravesamos. 
Posteriormente al proyecto Moreno que, hechas estas sal- 


vedeades, merece sin discusión la aprobación unánime de nuestros 


legisladores, en Julio 25 de 1925, el senador nacional Dr Aldo 


Cantoni presentó el siguiente proyecto de ley reglamentaria: «Art 


L.o Toda intervención del Poder Ej: cutivo Nacional en el terri- 
torio de las provincias de la Repúbiica a los objetos del articulo 
6:o de la Constitución, será previamente autorizada por el Con- 


greso en conformidad con las disposiciones de esta ley. Art 2.0 Se 


exceptúan de lo prescripto en el artículo anterior, los casos de defen- 
sa del territorio respect vo “contra las invasiones extranjeras, en 
los cuales deberá dar cuenta de la intervención al Congreso pa 
ra su exámen y aprobación. Art 30 Se exceptúan así mismo, los 
casos de intervención que ocurrieran durante el receso de las 
Cámaras legislativas, para restablecer o afianzar las autoridades 
provinciales derrocadas o amenazadas por la sedición O por in: 
vasión de otra Provincia, mediante ¡a requisición de aquéllas 
dando cuenta igualmente al Congreso en sus primeras sesiones. 
Art 4.0 Cuando la intervención tenga por objeto 'garantir la forma 
republicana de gobierno, revocada por instituciones contrarias 0 
falseada en su ejercicio por actos que destruyan el derecho de su- 
tragio, d-berá ser previamente autorizada y reglamentada por el 
Congreso, y el Poder Ejecutivo procederá en cada caso  particu: 
lar con sujeción a la ley que se dicte al efecto. ArtS5o La inter- 
vención encaminada a los fines del art 3.0, no podrá decretarse 
sin la previa requisición de las autoridades derrocadas O amena- 
zadas; pero dicha requisición se dará por hecha cuando éstas se 
encuentren en absoluta imposibilidad de efectuarla. Art Go La 
intervención nacional podrá ser requerida por los poderes públi: 
cos de una provincia desde cualquier punto de su territorio O 
tuera de él. Art 7.0 La facultad de intervenir puede ejercitarse 
por uno o mas comi:ionados, nombrados por el Poder Ejecutivo, 
pero no ser cometida en ningún caso a los gobernadores de pro- 
vincia. Art 8.0 Los comisionados que el Poder Ejecutivo nombre 
a los fines de la intervención, emplearán los medios pacíficos 
antes de acudir al recurso extremo de la fuerza. Art 9.o La in- 
tervención nacional en cualquiera de las provincias cesará inme- 
diatamente que se hayan llenado los fines que la motivaron, no 
pudiendo pr. rrogarse los plazos establecidos para las elecciones 
por la constitución y leyes locales. Art 10 En n ngún caso, ni por 
motivo alguno, el Poder Ejecutivo Nacionál podrá sustituirse al 
gobierno de-la provincia, donde la intervención tenga lugar, ni 
ejercer por sí o por medio de sus comisionados, actos que cor- 
respondan por la Constitución provincial a las autoridades lega- 
les en ella establecidas. Art 11 En caso de completa acefalía de 
la provincia, por talta del funcionario autorizado por la Constitu- 
ción local para ejercer definitivamente o interinamente el Poder 
Ejecutivo. el Comisionado de; Gobierno Nacional asumirá la auto- 
ridad ejecutiva que fuere indispensable hasta la reorganización 
de los poderes públicos, <Ggarantiendo el funcionamiento de la 
- administración de justicia, cuya independercia será respetada es- 
crupulosamente. Art 12 La intervención nacional no podrá crear 
ni suprimir empleos provinciales ni municipales, ni alterar sus 
atribuciones o su sueldo, ni celebrar contratos en nombre de la 
provincia o sus municipios, ni iniciar O seguir pleitos 
en representación de esas personas jurídicas, ni dictar medidas 
qne requieran una ley, o el acuerdo de alguna Cámara con arre- 
glo a la Constitución de la provincia, debiendo limitar su acción 
a lo que sea indispensable para mantener el orden y llenar el 
objeto de su misión. Art 13 Comuníquese al Poder Ejecutivo, etc» 

El proyecto del Dr Cantoní es más explícito que e! del Dr 


a 


Moreno en lo que respecta a la necesidad de una previa autori- 
zación legislativa para toda intervención a los efectos estatuídos 
en el art 6 o de la C. N. Parece que su art 1l.o quisiera dejar 
grabada para siempre en la memoria la verdadera naturaleza 
de la medida federal consagrada en dicha cláusula. Hasta la mis. 
ma disposición de su articula lo, su redacción misma nos presen- 
tan los casos consignados en los articulos 2 y 3 como excepcio- 
nes impuestas en obsequio a la eficacia y celeridad con que de- 
be hacerse uso, en ciertos casos, de la garantía federal, y esta 
blece como obligación ineludible del P. E. la de someter a la 
aprobación dél Congreso las medidas adoptadas. 

Por las razones que expusimos en otro luyar, opinamos que 
el art 4o del proyecto, cuando dice: «Cuando la intervención ten- 
ga por objeto garantir la forma republicana de gobierno, revoca- 
da por instituciones contrarias oO falseada en su ejercicio por 
actos que destruyan el derecho del sufragio...... >», debe enten- 
derse en sentido explicativo. No es posible restringir el alcance 
de la forma a estos dos casos 

El mismo Dr Cantoni, decía en ocasión de fundar su proyecto 
«La Constitución Argentina no d-fine en forma terminante la for- 
ma republicana de gobierno, como tampoco la define la Constitu- 
ción norteamericana, de donde fué tomada, según se sabe, a 
instancias de Sarmiento en 1860. He consultado sobre este punto 
libros y personas competentes y todas esas opiniones expresan 
que, según los tratadistas ncrteamericanos, hay forma republicana 
de gobierno cuando los funcionarios que desempeñan los poderes 
públicos son directa o indirectamente elegidos por el pueblo y 
responsables ante el mismo de sus actos oficiales». Con lo que 
quiere decir que dentro del concepto del art 4.0 cabría igualmen- 
te la responsabilidad de los funcionarios que consigna en el párra- 
fo precedente; y si ella se halla comprendida ¿qué debemos en- 
tender por «revocada por instituciones contrarias»? Aquí, como 
en el proyecto Moreno, es necesario defínir con precisión lo que 
debe entenderse por forma republicana de «gobierno. Interpretar 
en otra forma el art 4o del proyecto sería contrario a las pala- 
bras que hemos transcrípto, e inferir agravio a los autores del 
proyecto d* 1868 en que se inspira | teralmente el Dr Cantoni.. 

Y no puede ser de otro modo. La garantía federal se re- 
fiere no a una forma republicana cualquiera sinó a la forma repu 
blicana adoptada por la Constitución de 1853. 

La adopción de una forma de gobierno importa una modi 
ficación especial de sus razgos generales. A 

La forma de gobierno que garantiza el articulo 6. no es 
sólo una especie de la democracia representativa, en sentido téc- 
nico; es algo más: es el dogma de la Revolución de Mayo que 
resume todo el patrimonio histórico de la nueva Patria. «La re- 
pública, la representación (dice uno de nuestros mejores consti- 
tucionalistas) estaban de tal manera compenetradas en las cos- 
tumbres nacionales que, apesar de todas las tentativas contraria - 
ésa hubiera sido la forma de gobierno de la Nación Argentinas» 
Y de este modo no es posible limitar la garantía amplia que en- 
cierra la primera parte del artículo 6.* a los dos casos enuncia- 
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dos en el artículo 4* del proyecto. Una enumeración de los ca- 
racteres que el articulo 69 quiere garantir es imor-scindible. Pre- 
sentará el peligro de que se restrinja demasiado oO que se. ex- 
tienda imprudentemente la garantia que consigna; pero una ley 
reglamentaria no podrá prescindir de su determinación, so pena 
de prestarse a nuevas interpretaciones caprichosas y a aplicacio- 
nes arbitraria:, dejando una vez más la cuestión planteada y el 
problema, en pié. 

Hechas estas sinceras y bien inspiradas reflexiones, el pro- 
yecto Cantoni es sencillamente perfecto y tiene, como hemos 
dicho, la ventaja de darnos la clave del pensamiento de los hom- 
bres que diseñaron el artículo 6.2 y nos dieron Constitución. 

El art 7.2 del proyecto establece un caso de ¿imcompatibili- 
dad con el cargo de Interventor: el de los gobernadores de pro- 
vincia. No menciona en el proyecto a los miembros del Poder 
Judicial pero no dudamos que existen análogas o más poderosas 
razones para excluírlos de estas funciones políticas y que esta 
incompatibilidad podría expresarse igualmente en est+* artículo. 

El arículo 9* tiende a resolver el interesante problema que 
estudiamos en su lugar, acerca del tiempo en que debe cesar la 
intervención federal, estableciendo que no podrán prorrogarse los 
plazos fijados por la Constitución y leyes locales para la elec 
ción regular de sus autoridades Esta disposición y las consig- 
nadas en los artículos 10 y 11, muy semejantes a las que el Dr. 
Moreno establece en los artículos 9, 10 y 11 de su proyecto, 
tiznen por ojeto evitar la ingerencia innecesaria del Poder Inter- 
ventor en todo aquello que no sea propio de su misión. No es 
necesario recordar que el Interventor no va a las provincias a 
consolidar el partido presidencial ni a deshacer situaciones, ni a 
favorecer a sus allegados, sinó solamente a reitegrar a la provin- 
cla intervenida el goce y ejercicio de sus instituciones. | 

El artículo 12 del proyecto antoni, que no figuraba en el 
de 1868, es fruto de la experiencia recogida en la historia de 
nuestras innumerables intervenciones federales. Previene el la- 
mentable abuso del favoritismo a que tan inclinado se sienten 
nu-«stros hombres políticos, encumbrados las más de las veces 
por los méritos de comité; y quiere evitar al pais y a nuestros 
vecinos, el triste espectáculo de los Interventores generalmente 
forasteros, que llegan a la provincia intervenida con un verda- 
dero ejército de comprovincianos y amigos a los cuales hay que 
ubicar a todo trance. 

Creemos sinceramente que la sanción de una ley como la 
que el Dr. Cantoni ha reproducido contribuiría eficazmente a re 
gularizar el ejercicio de nuestro manossado artículo 6”, impidien- 
do en realidad que la garantía federal que tan amplia y admira 
blemente concibieron nuestros Constituyentes del 53 y del 60 
sea, por desgracia, el arma de que se sirven los Presidentes de 
nuestros días para atropellar y menoscabar la autonomía de las 
provincias, cuyos gobernadores no les son adictos. 

Con una de estas leyes, previamente corregida, diremos con 
el Dr. Moreno, «saldremos definitivamente de la ince:titumbre e 
impediremos que los resultados comiciales sean cambiados po. 


el Presidente de la República, invocando el derecho de intervenir, 
destructor del régimen federal que nos rige». | 

Una ley orgánica de intervenciones federales se impone 
como una necesidad imperiosa frente al abuso y a la arbitrarie- 
dad que nos euenta la historia política de nuestro país; y su 
sanción no debe hacerse esperar si se quiere evitar que el prin- 
cipio de gobierno que nos rige se snbvierta, precisamente por el 
ejercicio desordenado de la garantía constitucional que debe ser- 
virle de puntal. 

Para evitar al país y a nuestros vecinos el espectáculo ver- 
gonzoso de las intervenciones «decretadas», por el bien de nues- 
tra Patria y los prestigios de nuestra democracia, la intelectuali- 
dad argentina desde la tribuna, desde la prensa y desde la cá- 
tedra, agena a los intereses de partido, debe bregar incesante- 
mente por la sanción de esa ley reglamentaria que tanto se hace 
esperar con grave riezgo para la autonomía histórica de los es- 
tados particulares y de la estructura misma del Estado general 

Si este modesto trabajo llegara a despertar en algún argen- 
tino ese fecundo interés por la cosa pública, tan propia de la 
sangre anglo-sajona, se habría llenado una de las más caras as- 
piraciones de su joven autor. 


Salvador M. Dana Montaño 
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